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CONSIDERACIONES 
ACERCA DEL REFERIMIENTO 

/NTRODUCCION 

Al iniciar el estudio profesional e ir descubriendo poco a poco 
los principios jurídicos y la forma en que ellos se concatenan para 
formar esa cada vez más útil e interesante ciencia, fue swrgiéndome 
un mayor interés en la misma y un vivo deseo de llegar al ejercicio del 
Dereé ho ; ahora cuando mi Carrera termina y debo presentar la 
Memoria . Final, al escoger el tema que ella comprenderá tuve 
necesariamente que recurrir a la materia que presenta más utilidad en 
la prác tica y ejercicio del Derecho, esa materia sin lugar a dudas es el 
Procedimiento Civil; sih tener en cuenta sus normas es imposible 
llevar a fel _iz término ante nuestros tribunales ningún asunto; él surgió 
con el Derecho mismo y su evolución en el tiempo ha sido notoria. 

Viendo pues dicho interés en que profundizaremos un poco en 
el estudio del Referimiento, tema de particular importancia por los 
beneficios que reporta a las partes en litigio. 

Para tal fin dividiremos este trabajo en cuatro partes: 

En la primera p,arte veremos las nociones preliminar~s, el 
concepto del Referimiento, su evolución, así como los tipos de 
Referimientos con sus caracteres, la importancia, de éste y las 
disposiciones legales al respecto. 

En l_a segunda parte estudiaremos cuál es el juez competente 
para conocer del Referimiento, así como las cualidades que debe 
poseer dicho ~agistrado . · 

En la tercera parte analizaremos cuáles son los casos en los que 
procede el Referimiento, así como el Referimiento en curso de 
instancia, procedimiento éste muy discutido en la antigua doctrina y 
jurisprudencia francesa. 

En la cuarta parte desglosaremos finalmente el procedimiento 
por ante el juez de los Referimientos, ya que es muy singular por la 
naturaleza misma de la institución jurídica que le dio origen . 
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En este trabajo se tratará d~ despejar toda duda en lo relativo al 
tema y se incluirán las modificaciones introducidas en el mismo por 
la Ley No. 834, cuya publicación acaeció al estar realizándose el 
presente estudio. 

\ 
Otro asunto que sería conveniente precisar es . hasta qué' punto 

incide el Referimiento en el fondo mismo cl'el asunto o en el destino 
final de la causa; qué debe tomar en cuenta el juez para prescribir 
medidas y qué tipo de jurisdicción es esta prevista en los artíc'ulos 
806 al 811 del Código de Procedimiento Civil y 101 al 112 de la Ley · 
No. 834 del 15 de julio de 1978. 

Nos propone~os, por otro lado, llenar hasta donde sea posible 
las lag'unas que existen en nuestra doctrina en lo referente a este tema 
que ha sido inexplicablemente abandonado por los autores domini­
canos. 

CAPITULO 1 

NOCIONES PRELIMINARES 

l. EL REFER/MIENTO. CONCEPTO 

Es esta una jurisdicción especial consagrada en un escaso 
articulado de nuestro Código de Procedimiento Civil, Complemen­
tado y Modificado por la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978. Esta 
jurisdicción viene daia por la necesidad de una pronta solución en 
numerosos asuntos n 1e presentan un carácter de urgencia y en los 
que el más mínimo , e tardo podría ocasionar daños irreparables y 
desastrosas consecuencias, además de los casos de urgencia se pr:evé 
en nuestra legislación que el referimient9 puede ser utilizado cuando ¡ 

haya necesidad de estatuir provisionalmente sobre las dificultades 
relativas a la ejecución de un título o de una sen.tenc.ia; también la 
nueva ley de modificación al Código de Procedimiento Civil en su 
artículo 11 O estatuye "el Presidente puede siempre prescribir en 
referimiento las med·idas conservatorias que se impongan sea para 
prevenir un daño inminente, sea para hacer cesar turbaciones 
manifiestamente ilícitas. Es decir que el actual legislador ha añadido 
además de la urgencia y las dificultades de ejecución de un título o 
sentencia esta aparente nueva causa o motivación para la existencia. 
del referimiento. 

Agregamos que, también hay lugar al referimiento en aquellas . 
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situaciones en las cuales la ley expresamente lo permite como por 
ejemplo, para -atacar las ordenanzas que. conforme al Art. 48 del 
Códiio de Procedimiento Civil autoriza la inscripción de un embargo 
conservatorio. 

Ahora bien, fuera de esos casos de urgencia, de dificultades 
relativas a la ejecución de un título o sentencia; de aquellos casos en 

, que la ley prevé y de lo establecido en el artículo 11 O de la Ley 834; 
en ninguna otra situación puede acudirse al referimiento. 1 

Luego de · visto de una forma generalizada y somera -que 
comprende nuestro tema sería conveniente revisar y estudiar el 
concepto de referimiento, sus caracteres, su evolución, así como las 
disposiciones legales al respecto; veamos pues· su concepto o 
definición : 

El referimiento es un procedimiento excepcional al cual se 
puede acudir en diferentes m¡lterias siendo la más común la Civil Y­
Comercial para tratar de obtener una decisión rápida y provisional. 

, 

Es el "recurso elevado por ante el presidente del tribunal de 
primera instancia para obtener una decisión provisional sobre una 
dificult,ad cuya solución no puede ser emitida sin un perjuicio a 
menudo irréparable": 2 

Las ventajas que ofrece este proc,edimienfo expedito es obvia ya 
que acelera la solución, aunque provisional, pero sí útil y notoria de 
muchos asuntos cuyo retardo implica perjuicio a la parte solicitante, 
en · consecuencia, . la ·importancia de esta jurisdicción especial está 
bastante justificada ya que además de evadir la lentitud del 
'procedimiento ordinario implic;a economía de gastos. 

11. EVOLUCION HISTORICA Y LEGISLATIVA DEL REFERI­
MIENTO 

El origen de este procedimiento es un poco oscuro y ·controver­
tido, pero lo cierto es que como todo procedimiento en nuestra 
legislación tiene su precedente. 

El existe en casi todas las modernas legislaciones con las lógicas 

Mont Pellier, 29 mai 1895; D. P. 95.2.391; Ene. J ur. D., Vo Référe Civil No. 12 P. 
614. 

2 Rogron, J. A. Code de Procedure Civil Expliqué. Pág. 1969. 
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variantes que vienen dadas por el sistema de Derecho a que 
pertenezcan. 

Hay autores que alegan que el referimiento nos viene de la ley 
de las doce tablas en la parte relativa a la "in J us Vocatio Abtorto 
Callo". 

Otros muchos estudiosos de los orígenes de las diferentes 
instituciones jurídicas entienden que procede de una vieja costumbre 
de Normandía denominada "Clameur de haro" (llamar de justicia) y 

dichos autores la presentan como la más antigua jurisprudencia de los 
referimientos. Esta era una vía rápida y excepcional que tendía a 
estatuir sobre una medida de urgencia. · 

De lo que sí estamos plenamente segucos es que nosotros hemos 
recibid.o el referimiento como procedimiento propio de materia civil 
del antiguo Código de Procedimiento Civil Francés y que en cuanto a 
ello se refiere data del Edicto del 22 de enero de 1685 que se 
aplicaba en principio sólo en París y que si bien no se conocía con el 
nombre de referimiento los efectos que producía eran muy parecidos 
a los del actual procedimiento, pues tendía a estatuir provisional­
mente en ciertos casos de urgencia ante la lentitud civil de Chatelet y 
no se debía tocar el fondo de la cuestión. 

En el articulado de dicho edicto se detalla con una precisión 
sorprendente los casos en los cuales hay lugar a aplicar esas 
disposiciones e incluso se estipula cuáles días tendría el tribunal civil . 
las audiencias para expedir y resolver los asuntos urgentes. · 

·Para nosotros, las atribuciones que el edicto de 1685 confería al 
lugarteniente civil, algunas pertenecen ahora a los jueces de paz, otras 
han permanecido en la jurisdicción del presidente del tribunal civil 
pero con el tiempo y las necesidades sociales sus poderes se han 

agrandado y su jurisdicción abarca un número más abundante de 
casos; además la jurisdicción de los referimientos con la consagración 
en el antiguo Código de Procedimiento Civil no es un privilegio para 

el Chatelet de París por lo que se extendió a todos los tribunales de 
primera instancia de Francia de donde nos ha llegado a nosotros el 

procedimiento más acabado y maduro. 

Luego de la promulgación del Código de Procedimiento Civil 
Dominicano en el año 1845 hemos venido aplicando el referimiento 
en los casos y de la forma que establecen los artículos del 806 al 811 
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de dicho Código, pero vista la necesidad por el legislador de ser más 
· preciso y concreto en esta materia se ha promulgado la Ley 834 del 

15 de julio de 1978 que complementa y modifica las disposiciones 
vigentes en esta materia. Como vemos es la última disposición 
legislativa al respecto que tendremos la oportunidad de estudiar en el 
transcurso de este trabajo. 

111. TIPOS DE REFERIMIENTOS 

Para una mejor comprensión del tema hemos realizado una 
doble clasificación del referimiento atendiendo a dos tópicos 
diferentes: 

l. Dependiendo de la forma en que se lleva el proceso hay tres 
clases de referimientos: 

1. El referimiento sobre procesos verbales: Constituye este 
tipo de referimiento · un incidente sobre un proceso ya 
introducido (sellos, inventarios, embargos diversos, etc.). 

2. El referimiento inmediato o al momento: E~ta clase de 
referimiento es introducido de hora a hora en virtud de un 
permiso especial • del presidente, es en caso de extrema 
urgencia. 

3. El referimiento llamado en París sobre demanda o petición 
porque al igual que la citación judicial bajo forma de 
demanda es . remitido al presidente, es ·este un procedi­
miento rápido instituido en vista de casos urgentes o 
particulares previstos por la Ley. 

11. Conforme a la naturaleza del asunto existen varios tipos de 
referimientos unos cuestionables por numerosos autores, otros 
por consenso general son aceptados; éstos son independiente­
mente de los referimientos en materia civil. Veamos pues : 

l. El Referimiento en Materia Comercial 

. En cuanto a la competencia del juez de los referimientos en 
materia/ comercial ha dado lugar a opiniones encontradas y diversidad 
de criterios en la· doctrina, así gran parte de autores rechazan la 
¡urisdicción de los referimientos en materia comercial por el 
contrario emi(lentes juristas como M. M. Bazot, Berten y Garsonnet 
aceptan dicha jurisdicción. 
/· 
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Los autores que rechazan la posibilidad de que el juez de los 
referimientos conozca asuntos que pertenezcan a la jurisdicción 
comercial, alegan que el procedimiento comercial es también rápido 
como el de los referimientos y que tiene la~ventaja sobre éste que es 
definitivamente resuelta la cuestión; consideramos que es un grave 
error querer equiparar la rapidez del réferimiento al procedimiento 
comercial pues existen impedimentos para que ello sea así; analizan­
do bien ambos procedimientos veremos que las ordenanzas dadas en 
defecto en materia de referim iento no son susceptibles del recurso de 
oposición y son ejecutorias de inmediato y sin fianza, mientras que 
las sentencias comerciales en esta misma circunstancia 1sí son 
susceptibles de esta vía de recurso que detiene su ejecución inmediata 
y en principio están subordinadas a la necesidad de surtir fianza o 
garantía. 

Nosotros consideramos que el juez de los referimientos puede 
conocer de asuntos pertenecientes a la materia comercial siempre 
supeditado a la no prohibición expresa de la Ley y a que se demande 
una pronta solución del asunto de tal manera que en caso de retardo 
ocasione un daño; tal opinión la émitimos tomando en cuenta que se 
trata de una solución provisional que no toca el fondo y que en el 
articulado que trata nuestra materia no se descarta, la posibilidad de 
que el juez de los referimientos sea competente para conocer asuntos 
comerciales. 

Por otro lado, la jurisprudencia ha sido en ocasiones bastante 
constante y reacia a dar competencia a dicho juez en asuntos que 

1 
sólo puede conocer el tribunal de comercio. 

Así, el Código de Comercio confiere al juez comisario compe­
tente la ~alidad de dirigir al síndico de la quiebra y por lo tanto "el 
juez de los referimientos es incompetente para inmiscuirse en las 
operaciones de quiebra y autorizar al síndico a proceder a la venta de 
efectos mobiliarios o de mercancías pertenecientes supuestamente al 
quebrado; esta autorización no puede ser demandada más que al juez 
comisario (París, 15 janv. 1966. D. 1966. 327)". 1 

También es el juez del tribunal de comercio el que en uso de las 
atribuciones que le confiere la ley ordena sobre las dificultades 
_relativas a la recepción de mercancías expedidas a comerciantes y 
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• sobre embargos conservatorios, a este respecto, nunca será para _ello 
competente e! juez de los referimientos. 

Hay que tomar en cuenta que el juez de lo comercial no tiene 
audiencia de referimientos, esto,por principio, pues existen excepcio­
nes. Sin embargo, el juez de los referimientos es competente en 
algunos asuntos en materia comercia[ cuando la ley expresamente lo 
consigna; así en el caso específico de la legislación francesa del 29 de 
julio de .1867 en su Art. 35 que da competencia al juez de lo:; 
referimientos para autorizar a un accionista en caso de urgencia a 
tomar ·comunicación en el domicilio social de una sociedad anónima 
de los libros de inventario de la sociedad , de la lista de accionistas y 
de aquellas personas que deben componer la asamblea general. 

De todo lo dicho anteriormente, de las diferentes posiciones 
doctrinarias y jurisprudenciales se puede deducir que en hecho, 
existen casos e.n los que el juez de los referimientos puede autorizar 
ciertas medidas que podría decirse perteneC!:en al tribunal de 
comercio. 

2. El Referimiento en Materia Administrativa. 

Sabemos que en los principios jurídicos que rigen nuestro 
sistema de Derecho; ex-iste el llamado principio de la separación del 
Poder Ejecutivo y del Poder Judicial ; siguiendo los lineamientos que 
marca dicha separación se puede deducir fácilmente que el juez de los 
referimientos no tiene competencia para ordenar medidas que se 
relacionen con disposiciones que sólo podrían solucionarse acudien­
do a la jurisdicción administrativa ; así, por ejemplo, el juez de los re­
ferimientos no podría ordenar la suspensión o supresión de trabajos 
que ejecuta el Estado y cuya orden sólo le corresponde dar al Poder 
Ejecutivo, su incompetencia es absoluta, tanto sobre lo provisional 
como sobre el fondo mismo del asunto. 

El presidente del tribunal civil ni el tribunal mismo pueden 
ordenar en referimiento un experticio a fin de con él constatar el 
daño causado por una obra pública a una propiedad privada. 

Ahora bien , existe una atenuación a este principio previamente 
analizado f que parece tan rígido según el cual el juez de los 
referimientos es incompetente para emitir resoluciones que pertenez­
can a la materia administrativa y esta atenuación viene dada 
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prec.isamente cuando la autoridad juridicial es competente para 
resolver sobre el fondo de una contestación que se relaciona con 
obras públicas y otros actos de la administración, así el juez de los 
referimientos puede en caso de' urgencia pronunciar provisionalmente 
medidas útiles y conservatorias esto es siempre que la ejecución t,enga 
lugar por vía ordinaria; se puede concluir apuntando que el juez de 
los referimientos en principio es incompetente para conocer asuntos 
de la materia administrativa pero si el fondo de la contestación 
pertenece a la autoridad judicial él puede ordenar ciertas medidas sin 
tocar, claro está, lo principal del asunto. 

Hay que reconocer finalmente que este tipo de referimiento es 
muy raro en la práctica y que los tribunales son, por lo delicado del 
asunto, muy reacios a ordenarlo. 

3. El Referimiento ante el Tribunal de Tierras. 
\ 

Para real ,izar un análisis claro de esta interesante cuestión, vamos 
a transcribir primeramente el Art. 9 de la Ley de Registro de Tierras 
modific~do por la Ley 1860 del 18 de diciembre de 1948: 

"El tribunal de tierras podrá ordenar, erí jurisdicción original, 
no obstante revisión o cualquier otro recurso, ,medidas provisio­
nales que no causen perjuicio al fondo, en los casos de urgencia, 
o cuando se trate de fallar provisionalmente sobre las dificulta-

- des relativas a la ejecución de un título o una sentencia". 

De la lectura de este artículo se puede deducir que su esencia es 
la misma del Art. 806 del Código de Procedimiento Civil, el asunto 
que hasta ahora se presta a controversia en nuestra doctrina y a fallos 
dudosos en nuestra jurisprudencia es el que se refiere a 'si ese 
referimiento atribuido al tribunal de tierras es operante sólo en el 
período de saneamiento o si se puede llegar a él luego de este plazo. 

Nuestra doctrina entiende que el referimiento sólo tiene lugar 
"mientras dure el período de saneamiento", es decir luego de éste 
cuando ya esté adjudicado el inmueble o más aún cuando estuviese 
ya registrado es el Derecho Común que toma vigencia y las litis que 
se pres'enten deben ser debatidas ante los jueces de Derecho Común. 
Este último criterio tuvo su mayor fundamento cuando se le quitó al 

-tribunal de tierras la competencia para conocer sobre terrenos ya 
registrados en la ley del 194 7 competencia que la había atribuido la 
Ley 1231 del 21 de diciembre de 1929 y que posteriormente en 
1948 con la Ley 1860 le fue reintegrada. · 
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No opstante, ya se es claro al afirmar que "ante el tribunal d_e 
tierras son ex igidas las mismas condiciones y limitaciones que afectan 
el contexto "referimiento" en el Derecho Común. Lo cual necesaria­
mente limita la potestad del tribunal qe tierras al decidir una litis en 
esta especie, obligado a la norma restrictiva del Art. 809 del Código 
de Procedin:iiento' Civil conclusión ésta que debe ,. ser observada para 
evitar una aplicación errónea del Art. 7, párrafo I de la Ley de 
Registro d.e Tierras". 1 

Habría que preguntarse ¿está sujeto a revisión el fallo dado en 
,referimiento del, tribunal de jurisdicción original por el Tribunal 
Superior de Tierras? 

El artículo 9 ordena su ejecuc1on no obstante revisión o 
apelación hay que tener en cuenta que si bien es ejecutorio sin 
necesidad de esperar la revisión esto no quiere decir que esté exento 
de ella y mucho' menos que no pueda ser anulado, ahora bien, esta 
anulación opera sin retroactividad, es decir subsiste válido y surte 
efecto hasta que el Tribunal Superior falle en su contra. 

Por otra ~ parte, a pesar de la duda mostrada por nuestra 
jurisprudencia existe una sentencia que es bastante clara. y cuyo 
considerando explicativo es el siguiente: 

" .. . Considerando que la parte final del referido Art. 9 de la Ley 
de Registro de Tierras lo que ha hecho es atribuirle priv'ativamente al 
Tribunal de Tierras "cuando se trata de medidas provisionales 

f inherentes a un terreno en curso de saneamiento, la competencia que 
el ártículo 806 del Código de Procedimiento Civil confiere al juez de 
los referimientos". 2 · 

Esta sentencia precisa la competen,cia del Tribunal de Tierras en 
materia de referimiento. -

El profesor Ruiz Tejada en su "Estudio sobre la Propiedad 
Inmobiliaria" por su parte explica que el artículo 9 de la Ley de 
Registro de Tierras surge como resultado de la Sentencia de nuestra 
Suprema Corte de Justicia de fecha 31 de mayo de 1944 que había 
reconocido la capacidad del Tribunal de Tierras para fallar previa-

Prestol Castillo, Freddy. Revestimientos Jurídicos. El Referimiento ante el Tribunal 
de Tierras. Listín Diario, 14 de febrero de 1978. 

2 Cas. 18 de enero 1956. B.J. No. 546, págs. 34- 35. 
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.. 
mente, sin necesidad de esperar la teqninación del saneamiento, 
aquellas "demandas urgentes cuya solución se haga necesaria antes de 
la sentencia sobre saneamiento, planteamiento que habJa sido hasta 
entonces controversia!. 

De todo lo dicho anteriormente ·concluimos qu'e el Art. 9 si bien 
es cierto que otorga competencia al Tribunal -de Tierras para estatuir 
en · referimiento esa competencia es temporal o sea mientras dure el 
saneamiento ya que, si se otorga luego de éste se estaría haciendo una 
aplicación extensiva no contemplada por el legislador y por ello 
antijurídica ya que él es un tribunal de excepción. 

IV. CARACTERES DEL REFERIMIENTO. 

En todo procedimiento, cualquiera que sea la materia a que 
pertenezca, existen rasgos que le son peculiares y, otros que son 
comunes con los demás procedimientos, veremos pues qué caracteri­
za en general el referimiento y analizaremos un poco dichos rasgos. 

-La jurisdicción de los referimientos es ante· todo una jurisdic­
ción contenciosa ya que ante el juez se preser,tan dos partes que 
defienden pre.tensiones opuestas y sobre esta contradicción el 
magistrado estatuye provisionalmente. 

-La decisión rendida por el magistrado en referimiento es 
ejecutoria de inmediato pero susceptible de recuerdo de apelación (lo 
que veremo!, más adelante con detalle) . 

,,, 
-La ordenanza en referimiento a pesar de ser provisional es una 

verdadera sentencia con todas sus consecuencias y que emana de un 
juez único de acuerdo con la esencia misma de los referimientos. 

-La jurisdicción de los referimientos presenta grandes ventajas, 
así además de evadir la lentitud del procedimiento de derecho comúri 
el referimiento constituye también ecoríom ía de gastos ya que no 
necesita de la Constitución de abogado, ni escrituras, sólo es 
necesario una simple citación seguJda de una ordenanza ejecutoria 

, provisional mente. 

-Eñ principió toda persona que tiene libre disposición de sus 
aerechos puede recurrir en referimiento, esto así porque las 
ordenanzas a tal efecto, como _, hemos dicho, no ponen ningún 
obstáculo a lo principal (Código de Procedimiento Civil, Art. 809) se 
deduce que los tutores, los menores emancipados, las mujeres casadas 
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(aún cuando no dispongan de plena capacidad), las comunes, los 
establecimientos públicos no necesitan autorización para demandar o 
defenderse en materia de referimiento y esto es así porque ese 
procedimiento supone u-na extrema urgencia y la decisión emanada 
del juez de los .referimientos no conlleva ningún perjuicio a lo 
principal y todos los derechos son salvaguardados. 

Sin embargo, no obstante lo dicho anteriormente existen 
individuos que para actuar en referimiento, necesitan de una 
autorización o · no pueden actuar sin el concurso de aquellos que 
tienen el mandato legal de ejercer su acción: ellos son los alineados 
(París, .36 julio 182. Dalloz No. 17)".1 

El referimiento tiene en hecho más características pero ellas 
serán examinadas en otros capítulos por lo importante de las mismas 
y a fin de hacerlo con mayor e.xtensión y profundidad. 

V. IMPORTANCIA Y UTILIDAD DE LA JURISDICCION DE 
LOS REFERIMIENTOS. 

La ley a: instituir esta jurisdicción tan especial que constituye el 
referimiento ofrece a los litigantes una pronta solución a sus 
controversias relativamente poco costosa ya que la asistencia de 
abogado no es obligatoria, los escritos y costas ínfimos o inexistentes 
y los derechos de registro de las ordenanzas en referimiento son 
mínimos. 

-Otra utilidad del procedimiento es que las partes, y el juez 
debe permitirlo y aconsejarlo, pueden llegar a una conclusión o 
solución transaccional del asunto que se debate en referimiento. 

-El referimiento comporta gran utilidad e importancia sobre 
todo para la parte que requiere rápida solución a su asunto pues ,el 
más mínimo retardo puede ocasionarle daños irreparables. 

Mediante este procedimiento de los referimientos el juez puede 
ordenar todas las medidas provisionales con tal d~ que ellas no lleven 
perjuicio al fondo y que tales medidas no vayan en contra de las 
disposiciones contenidas en el Código de Procedimiento Civil en los 

Rousseau et Laisney · Rodolphe. Dictionnaire Theorique et Practique de Procedure 
Civile Comerciale, C;iminale et Administrative. Tome VII, Rousseau Editeur. París, 
pág. 250. 
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artículos 806 y siguientes, y en la Ley 834 que modifica dichas 
disposiciones legislativas: 

La utilidad d~I referimiento se desprende de las características 
del mismo por lo que del estudio de esta se deduce que debe ser 
utilizado cada vez que en . un asunto se requiera solución urgente 
aunque sí provisional. 

VI. DISPOSICIONES LEGALES 

Nuestro Código de Procedimiento Civil establece en una escasa 
parte de su rico articulado una serie de reglas bastante generales que 
nos dan · 1as pautas específicas a tomar en cuenta en caso de utilizar el 
referimiento . 

l 

Este apartado del Código intitulado "Del Referimiento" ocupa 
el título XVI del Ubro IV que trata "De los recursos extraordinarios 
para impugnar las sentencias", son como ya dijimos muy pocos los 
artículos para n·orm.ar un procedimiento tan importante como 
beneficioso, así, se puede ver que desde el artículo 806 al 811 se 
encuentran las reglas del referim iento, éstas no son todo lo explícitas 
que debieran ser y para paliar esta dificultad actualmente se ha 
promulgado la Ley 834 del 15 de julio de 1978 que desde el Art. 101 
hasta el 112 trata este importante tema y complementa las 
disposiciones vigentes ; ·esto todavía es insuficiente, no obstante­
representa un gran avance para nuestra legislación. 

CAPITULO 11 

DEL JUEZ DE LOS REFERIMIENTOS 

l. JUEZ COMPETENTE P'ARA ESTATUIRENREFE­
RIMIENTO. 

Conforme a lo que establece el artículo 807 del Código de 
Procedimiento Civil, el. juez de los referimientos es el presidente del 
tribunal civil el cual debe siempre estar asistido del secretario del 
mismo tribunal. Esta es la régla general; ahora, en caso de · 
imposibilidad de dicho magistrado, lo sustituirá otro juez que tenga 
autorizac.ión para ello, pero debe hacerse mención en la ordenanza 
que éste emita de las causas que impiden al presidente·, ello a pena de 
nulidad; esta regla un poco estricta se ha visto atenuada por la 
jurisprudencia, así en Francia se ha juzgado que la ordenanza emitida 
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por el vice-presidente del tribunal civil a fin de autorizar una 
citación a breve plazo "no es nu!a aunque no se haya nombrado el 
impedimento del presidente": 1 

Consid.eramos que la nulidad de la ordenanza así emitida sería 
una sanción demasiado severa que sólo perjudicaría a las partes y le 
retardaría un asunto que por su naturaleza requiere celeridad. 

Ahora bien, existen excepciones establecidas explícitamente en 
la ley- mediante la cual se le otorga competencia para juzgar · en 
referimiento a un magistrado diferente al presidente.del tribunal civil; 
estas excepciones son: 

1. a) 

b) 

2. a) 

b) 

El presidente del tribunal de comercio sobre las contesta­
ciones relativas jl la recepción de mercancías expedidas •a 
un negociante (Art. 106 Código de Comercio). . · 
Sobre las dificultades concernientes a la fijación y levanta­
miento de sellos y el inventario en materia de ·quiebra (Art. 
455 y sigs. Código de Comercio). 

El juez de paz en los términos del Art. 594 del Código de 
Procedimiento Civil para el establecimiento de un gerente 
en una explotación de terreno privado para apoderar del 
uso de sus animales y utensilios. Aunque el enunciado 
artículo no especifica que el asunto debe conocerse en 
referimiento por la premura del mismo es- en esa forma 
como se ventila. . i 

También es competente el juez de paz .. en caso de 
o.bstáculos antes o durante los sellos pero sol amen.te· si, hay 
demora y salvo en el referimiento después del tribu,nal de 
primera instancia y en caso de negativa .o de contestación 
para la recepción de mercancías transportadas por defecto 
del presidente dél tribunal de comercio. 

3. El juez comisario del embargo es competente cuando se vaie de 
estatuir preliminariamente en una distribución de dinero ,sobre 

. el privilegio del propietario (Art. 661 Código de Procedin;iiento 
Civil). 

11. CUALIDADES QUE DEBE.POSEER ESEMAGISTRADQ. 

Sabemos que el juez presidente del tribunal civil tiene un sin 

Toulouse, 20 enero, 1845; D. 45.2.129 . 
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número de respoosabilidades y cargas presidenciales, pero ninguna 
conlleva tanta responsabilidad como el estatuir en referimiehto pues 
además de dictar su ordenanza solo, sin asesores, tiene en la mayoría 
de los casos por la urgencia que traen consigo, dar su ordenanza 
inmediatamente después de las explicaciones suministradas por las 
partes que resulta en el mayor número de veces incompleta. 

Es necesaria por parte del magistrado una comprensión viva y 
rápida, un amplio conocimiento de la jurisprudencia sobre la materia; 
tiene que poseer por ello un espíritu . ingenioso que ~e sugiera una 
solución inmediata y justa que traerá como consecuencia una 
ordenanza corta y clara. 

El magistrado juez presidente del tribunal civil que ejerce las 
funciones del juez de los referimientos (o el juez que lo sustituya), 
además de conocer las más mínimas reglas del referimiento debe 
dominar a fondo los principios jurídicos -en conjunto de la ciencia del 
Derecho y de manera especial el Procedimiento Civil, tan pródigo en 
incidentes y en dificultades. 

/JI. EL JUEZ DE LOS REFERIMIENTOS. JUEZ DE SU PROPIA 
COMPETENCIA. 

"El juez de los referimientos es como toda otra autoridad 
judicial, juez de su compete11cia. Puede él estatu ir sobre la cuestión 
de saber si el debate llevado ante él es de la competencia de los 
tribunales · civiles o de una jurisdicción especial (Cass. 29 juin . 
1859)".1 Es decir que el juez de los referimientos tiene plena 
autoridad para pronunciar su incompetencia sobre una det_erminada 
cuestión que a él se someta. 

Esta incompetencia debe ser apreciada en la fecha de su 
apoderamiento. 

CAPITULO 111 

CASOS DE REFERIMIENTO 

La competencia del juez .de los referimientos es determinada por 
el Art. 806 del Cód igo de Procedimiento Civil que rez;;i así: 

Boudonnay . Le President du Tribunal Civil, pág. 645. 
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Art. 806.- "En todos los casos de urgencia o cuando se trate de 
fallar provisionalmente sobre las dificultades relativas a la 
ej.ecución de un título o de una sentencia ... " 

Por otra parte el Art. 11 O de la Ley 834 del 1978 añade: 
\ 

Art. 110.- "El presidente puede siempre prescribir en Referí­
miento las medidas conservatorias que se impongan sea para 
prevenir un daño inminente, sea para hacer c;:esar una turbación 
manifiestamente ilícita". 

Para realizar un estudio más detall'ado de estas disposiciones 
contenidas en el Art. 806 del Codigo de Procedimiento Civil y 11 O de 
la Ley 834 hemos dividido este capítulo en cuatro partes que 
examinaremos. Estas partes son: 

1. La competencia del . Juez de los Referimientos en caso de 
urgencia. 

2. Su competencia en . materia de dificultades de ejecución de una 
sentencia o de un título ejecutorio. 

3. Su competencia en caso de prescribir medidas conservatorias. 

4. Finalmente veremos el Referimiento en Curso de Instancia, 
Procedimiento este de sumo interés. 

l. LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE LOS REFERIMIENTOS 
EN CASO DE URGENCIA. 

- , 

lndubitablemente el juez · de los referimientos es competente 

todas las veces que hay utgencia lo cual constituye un punto fijo en 
la doctrina y jurisprudencia francesa. 1 

Tamhién la jurisprudencia dominicana ha seguido esta misma 
pauta2 . 

Réq. 3 déc. 1900 D.P. 1900. 1.584; Argers, 24 fevr. 1904 D:P. 1906.2.126; Req . 12 
Janv. 1903, Rec. Sirey 1903.1.1!25. Bordeaux, 31 janv. 1899 Préc). 

2 Cas. 27 abril 1917. B. J. No. 81 pág. 44. Cas. 13 agos10 1938, B.J. No. 337, págs. 
436/38. 
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1. DEFINICION DE URGENCIA 

La ley como es fácil notarlo no precisa el concepto de urgencia. 
Pero numerosos autores y eminentes juristas han _tratado de definirla. 
Para Garsonnet et Cézar-Bru "la urgencia es la necesidad que no 
admite retardo (T. 8 No. 186); para Watting la urgencia no se define; 
ella se constata y afirma (Ene. Jur. D. ead V0 No. 15 P. 614) para la 
corte de casación francesa "hay lugar al referimiento en todos los 
casos de urgencia quedando la noción de urgencia abandonada al 
poder discrecional del juez de los referimientos". 1 

Este criterio es el mismo que ha seguido riuestra Suprema Corte 
de Justicia. "La urgencia y las dificultades relativas a la ejecución de 
un título o sentencia son materias de hecho".2 

De todos modos podemos decir que la noción de urgencia no 
depende de la diligenci-a de las partes en causa sino de la naturaleza 
del asunto de que se trata. Por lo tanto más que el subjetivismo de los 
litigantes la noción de urgencia deriva de la objetividad conforme al 
caso que motive recurrir al juez de los referimientos y dejada a su 
apreciación ,soberana. 

En su ordenanza él debe enunciar la existencia de la urgencia, 
razón de su competencia en la mayoría de los casos. 

Si esta no parece evidente al juez y ella es el motivo del 
referimiento, tiene el deber, siendo su jurisdicción de excepción, de 
declararse incompetente. 

' La corte de casación francesa al efecto, ha decidido que el juez 
de los referimientos en ese caso es apoderado sin razón y debe 
declararse- incompetente para conocer de la acción que basada en un 
supuesto atenta contra el derecho de la contraparte. 

2. CASOS LEGALES DE URGENCIA 

No obstante lo dicho por la jurisprudencia y doctrina, existen 
casos en los cuales la ley ha considerado que la urgencia es evidente 
pero ellos no son limitativos y los no previstos por el Código de 

Req. 14 mars. 1882 O.P . 82.1.241. Req . 3 déc . 1900 D.I": 1900.1.584. 

2 Cas. 18 mayo 1931 . B.). No. 250 , pág. 49 . 

18 



Procedimiento Civil permanecen dentro del poder discrecional del 
presidente del tribunal civil. 

Sería de gran interés enunciar algunos de esos casos: 

-Los descargos de guardianes (Art. 606 y 607 del Código de 
Procedimiento Civil). 

Art. 606.- "El descargo se pedirá al ejecutante y a la parte 
embargada por citación en referimiento ante el presidente del 
tribunal del lugar del embargo; si se acordare, se procederá 
previamente a la comprobación de los objetos embargados, 
después de citadas las partes". 

Art. 607 .- "Se seguirá el procedimiento, a pesar de las 
reclamaciones de la parte embargada, las que serán juzgadas en 
referimiento". 

-Petición de suspensión del embargo reivindicación (Art. 829 
Código de Procedimiento Civil). 

Art. 829.- "Si aquél en cuya casa se encontrasen los objetos 
que se quiere reivindicar rehusase la entrada o se opusiere al 
embargo, se recurrirá al juez para que decida en referimiento, 
suspendiéndose, no obstante, el embargo; sin perjuicio de la 
facultad que tiene el requeriente de establecer una guardia a la 
puerta de la casa". · 

-Las órdenes de venta de frutos de los inmuebles embargados 
(Art. 681 Código de Procedimiento Civil). 

Art. 681 (Ref. por la L. 764 de 1944).- "Si no estuvieren dados 
en inquilinato o en arrendamiento los inmuebles embargados, 
aquél contra quien se procede quedará en posesión de ellos 
hasta la venta, en calidad de secuestrario, a menos que, a 
petición de uno o varios acreedores se ordenare de otro modo 
por el juez de primera instancia · en la forma de los autos de 
referimiento". 

-La expedición de copia de un acto a la parte interesada (Art. 
843 y 845 Código de Procedimiento Civil). 

Art. 843.- "En el caso de negativa .de parte del notario o 
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depositario será sometido el punto, en referimiento, al presiden-
te del tribunal de primera instancia". · 

Art. 845 .- ·"En caso de disentimiento, las partes recurrirán en 
referi miento". 

-las dificultades en materia de sellos, inventarios, ventas de 
muebles {Art. 921, 922, 944, y 948 del Código de P'rocedimiento 
Civil). 

Art. 921.- "Si las puer.tas estuviesen cerradas, o hubiese 
obstáculos para la fijación de los sellos, si antes de llenar esa 
formalidad o durante ella surgieran dificultades, el alcalde 
dictará entonces, con carácter provisional, lo que fuere proce­
dente , y dará cuenta inmediatamente con su disposición al 
presidente del tribunal de primera instancia de su distrito, para 
que resuelva conforme al Derecho". 

' 
Art. 922.- "En todos aquellos casos en que tenga el alcalde que 
recurrir a la autoridad del presidente del tribunal, sea en materia 
de sellos o de cualquiera otra, cuanto se hiciese y ordenase, 

\ quedará consignado en el acta autorizada por el alcalde". 

Art. 944.- "Si al momento de hacer el inventario surgieren 
dificultades o si se formaren requerimientos para la administra­
ción de la comunidad o de la sucesión o para otros objetos, y las 
otras partes no accedieren, el notario dejará que las partes se 
presenten en referimiento ante el presidente del tribunal de 
Primera Instancia del Distrito". 

Art. 948.- "Si surgieren dificultades, se decidir-an provisional­
mente por el alcalde". 

-La puesta en . libertad o encarcelación de un deudor que se 
pretenda ilegalmente arrestado {Art. 786 del Código de Procedimie­
nto Civil). 
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Art. 786.- "Si el apremiado quiere que el caso se someta a 
referimiento, se' le conducírá en seguida ante el presidente del 
tribunal de primera instancia del distrito a que corresponsJa el 
lugar en que se haya hecho el arresto; el cual fallará como se 
pre~cribe para estos casos; si el arresto se hace fuera de las horas 
de la audiencia, se conducirá _ al apremiado a la casa del 
presidente". 



3. DIFERENCIA ENTRE URGENCIA Y CELERIDAD 
I 

En ningún caso se debe confundir la urgencia con la celeridad ya 
que ambos son términos bien diferenciados y figuras jurídicas que 
corresponden a situaciones distintas. 

La celeridad autoriza ·solamente para citar con brevedad ante la 
'jurisdicción ordinaria con la autorización del presidente del tribunal 
rendida a requerimiento de una_ parte, mientras que la urgencia 
autoriza a recurrir a la_• jurisdicción excepcional del presidente 
estatuyendo en referim iento. 

Por dicha distinción debe señalarse que ya ha sido juzgado que 
el Art. 135 del Código de Procedimiento civil relativo a la ejecución 
provisional no se refiere a casos de urgencia sino más bien de 
celeridad. Veamos dicho artículo: 

Art. 135.- "La ejecución provisional sin fianza ·se ordenará 
cuand<' haya título auténtico, ,promesa reconocida o condena­
ción precedente por sentencia de la que no haya habido 
apelación. La ejecución provisional se podrá ordenar, con o sin 
fianza, cuando se trate: 1 ° de poner y quitar sellos, o formación 
de inventarios; 2° de reparaciones urgentes; 3° del lanzamiento 
de los lugares, cuando no haya contrato de arrendamiento, o 
cuando esté vencido el término estipulado en el contrato; 4° de 
secuestrarios, comisarios y guardianes; 5° de admisión de 
fiadores y certificados; 6° del nombramiento de tutores, 
curadores y demás administradores; y de rendición de cuentas; 7° 
de pensiones o provisiones de alimentos". · 

Este artículo no se refiere como dijimos al referimiento sino a 
casos que requieren celeridad, no obstante por el interés que presen,ta 

· el asunto sería de gran utilidad estudiar dicho artículo. Pues existen 
dentro de esa enumeración situaciones que conoce el juez de los 
referimientos y que han sido jurisprudencialmente consagrados. 

Sellos e inventarios 

Los sellos pueden ser fijados en caso: 1° de deceso; 2° de 
quiebra; 3° de desaparición; 4° de disolución; 5° de interdicción; 6° 
de demanda en particip<tción de comunidad matrimonial; 7° de 
desaparición de un funcionario público. 

Los sel.los en caso de muerte no pueden ser fijados más _que por 

21 



el juez de paz del lugar, ahora si la demanda de fijación de sellos no 
ha sido fundamentada, el juez de paz puede refutar esta fijación y en 
caso de insistencia del reclaman.te el juez de paz levanta proceso 
verbal y somete 1.a dificultad a I juez de los referim ientos, el 
reclamante puede también dirigirse primero al presidente del tribunal 
civil y demandarle por pedimento la autorización de hacer fijar los 
sellos.1 

La orden que proh 1be fijación ·de sellos para el interdicto es por 
proceso verbal del juez de paz. · 

El juez de los referimientos es competente para autorizar según 
las circunstancias, el levantamiento provisional o parcial de los sellos 
y las comunicaciones a las partes in'teresadas de los títulos y piezas 
necesarias para consultar :2 

El juez de los referimientos también es competente para 
conocer las dificultades que puedan producirse en el levantamiento 
de sellos aún en materia de quiebra. 

En lo que se refiere al inventario e I juez de los referimientos 
sólo conoce las dificultades en cuanto a la formación del inventario. 

Contestaciones entre propietarios y locatarios. Reparaciones 
urgentes. 

Existen dificultades que surgen en ocasión del contrato de 
arrendamiento en los cuales el juez de los referimientos es competen- 1 

• te para estatui r. 

Es competente en los casos de urgencia para designar perito que 
debe constatar los trabajos de reparaciones a cargo del propietario, 
pero la jurisprudencia ha ido mucho más lejos todavía diciendo que si 
hay extrema urgencia el presidente puede ordenar la confección de 
los trabajos aún antes del informe del experto,3 pero él no puede 
ordenar la demolición de obras ya comenzadas, pues esto trae 
necesariamente un grave perjuicio a lo principal. 

Cass. 28 juilJ 1852. 5.52.1.537; D.52 .2.83 . Bertin N. 413. Rousseau et Laisney. 
Dictionnaire de Procedure Civile, pág. 255 . 

2 Debellyme; T. 2 P. 261; Bertin No. 488. Op. Cit., pág. 256. 

3 Debellyme T. 2 P. 157. lbid, Pág. 259 . 
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El juez de los referimientos en forma general no puede autorizar 
la continuación de los trabajos comenzados, él debe limitarse a 
prescribir la ejecución de aquellos que son urgentes. 1 

Vemos como la noción de urgencia en este aspecto juega un 
papel primordial y esto no es más que por lo especial de este 
procedimiento y la estricta competencia del juez de los referimientos. 

Tampoco puede el juez de los referimientos promover la 
interpretación de una cláusula del contrato de alquiler pues se estaría 
tocando el fondo del asunto aunque lo mismo revista extrema 
urgencia. 2 

En caso de que la demanda por ante el juez de los referimientos 
se trate de una expulsión del locatario, el presidente no puede usar 
más que con gran reserva del clerecho de ordenar la expulsión. 

La cuestión de saber si el presidente del tribunal civil actuando 
en referimiento tiéne derecho a ordenar, por el motivo de que los 
lugares alquilados no estén guarnecidos de muebles suficientes para 
garantizar el pago de los alquileres, la expulsión del locatario, el 
secuestro de sus muebles y la venta de los muebles dados en prenda, 
ha dado lugar a las más vivas divergencias en la jurisprudencia; la 
corte de París específicamente resolvió de diferente manera la 
cuestión algunas de las cámaras reconocen al presidente el derecho de 1 

promover la expulsión 3 y otras por el contrario dicen que el juez de 
los referimientos es incompetente para conocer de la demanda de 
expulsión del locatario. 4 

Nosotros de forma particular nos inclinamos a aceptar esta 
segunda jurisprudencia como la de más base legal y mayor asidero 
jurídico pues en el primer caso, o sea de que se le otorgue al juez de 
los referimientos la facultad antes mencionada sería otorgarle el 
derecho de lesionar el fondo de la cuestión que sólo corresponde al 
juez de Derecho Común. 

París, 16 mai 1849; Debelleyme T. 2 P. 156. lbid. 

2 París, 31 aout 1839. lbid. 

3 Déc. 1873, 4 mai 1874, 2 Mars 1875 douxieme Chambre ; 13 juillet 1874 cinquieme 
chambre. Op . Cit., pág. 262. 

4 París , 8 juill.1832 Dalloz No. 104 Rousse_au et Laisney. Op. Cit. 
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Secuestro 
! 

Cuando la necesidad del secuestro se produce en el curso de un 
debate juzgado ante el tribunal de primera instanccia es el presidente 
de la cámara · apoderada de lo principal quien debe estatuir en 
referim iento. 

En todo momento y cuando hay urgencia, el juez de los 
referimientos puede ordenar un secuestro para la guarda o la 
administración de un inmueble o de un objeto litigioso. 1 

Sin embargo en materia de acción posesoria, el juez de paz es el 
que ordena el secuestro. 

Hay que tomar en cuenta además que cuando un bien es 
colocado bajo secuestro el propietario no conserva el derecho de 
administrar su inmueble. · 

En los demás casos previstos por el Art. 135 del Código de 
Procedimiento Civil será de manera sumaria que se conocerán los 
asuntos y no en referimiento, pues como toca al fondo y requiere 
algo más que una decisión provisional el juez que los resuelve es el de ' 
Derecho Común. 

11. LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE LOS REFERIM/ENTOS 
EN MA TER/A DE EJECUCION DE UN TITULO EJE-
CUtOR/O O DE UNA SENTENCIA. . 

El juez de los referimientos tiene competencia para resolver 
provisionalmente (además de la urgencia) sobre: , . 

a) Las dificultades relativas a -la ejecución de un título ejecutorio. 

b) Sobre las dificultades relativas a la ejecución de una sentencia. 

Ambos puntos los veremos separadamente a fin de poder realizar 
las distinciones de lugar y analizar con más detalles la interesante 
cuestión que ahora nos detiene. Procederemos sin más a examinar: 

1 

París 25 janv. 1866, S.66.2.41. 
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1. LAS DIFICULTADES RELATIVAS A LA EJECUCION 
DE UN TITULO EJECUTORIO. . 

El juez presidente es competente para estatuir en referimiento 
en los casos de dificultades relativas a la ejecución de un tÍt\,llo 
ejecutorio; sin embargo este precepto jurídico no es aceptado sin 
objeciones ya que según algunos autores el juez de los referimientos 
sólo es competente para estatuir sobre dicha ejecución si es que se 
justif,ica la urgencia, es decir, si .la urgencia no existe se debe seguir la 
forma ordinaria, esta opinión es sostenida por Boitard, Thomine, 
Chaveau y Carré, contrariamente, existe otro sistema más general­
mente adoptado -y seguido por la jurisprudencia; es la interpretación 
precisa y exacta del Art. 806 del Código de Procedimiento Civil que 
recordemos autoriza el referimiento en dos casos distintos: 1° En 
caso de urgencia; 2° En el caso de dificultades de ejecución de un 
título ejecutorio o de una sentencia y en esta segunda hipótesis la 
urgencia no es necesaria para conferir al presidente el derecho de 
estatuir .en referimiento. 

a) TIPOS DE TITULOS 

A_hora bien, ¿a qué tipo de títulos ejecutorios es que se refiere 
el Art. 806? Puede ser un título auténtico sin que haya urgencia, 
riesgo en la mora, ni privilegio, ni necesidad de tomar inmediata­
mente una medida conservatoria. 

También puede ser un acto bajo firma privada no contestado, ya 
que · cuando hay promesa reconocida, la ejecución provisional sin 
garantía puede sef ordenada. 

Así pues, al juez ,de los referimientos incumbe estatuir sobre t¡as 
dificultades de cualquier género que surjan durante la ejecución ele 
un tÍt\,llo y de apreciar los motivos que podrían paralizar su efecto 
normal. Ahor.a, él debe ser cuidadoso en ana,lizar la condición de las 
dificultades que se les someten pues, si son intentadas fuera de lo 
previsto por la ley él no debe titubear en detenerlas. Si el acto por 
ejemplo le parece viciado de nulidad o simplemente contierie una 
cláusula ilegal, él ordena provisionalmente la descontinuaci'ón o cese 
de las persecuciones y envía las partes someter al juez competente lo 
principal del asunto, pero en ningún momento en su ordenanza 
declarará nulo el acto irregular, ya que ello sería emitir su opinión 
sobre una cuestión que lesiona o toca el fondo; él debe emplear 
expresiones dubitativas para motivar la suspensión de las persecucio­
nes. 
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Por otra parte, el juez de los referimientos es incompetente para 
estatuir en caso de obstáculos dados para la ejecución de una 
sentencia ejecutoria provisional mente pues él no tiene derecho a 
modificar la cosa juzgada en lo que .concierne a la ejecución. 1 M. 
Bertin dice no estar de acuerdo con esta jurisprudencia pues anonada 
el principio del Art. 806 que confiere al juez de los referimientos el 
poder de estatuir sobre las dificultades relativas a la ejecución de un 
título o sentencia. 

Se ha sostenido además que el juez de los referimientos no es 
competente para apreciar los actos producidos por las partes en 
apoyo de sus pretensiones, esta opinión no ha prevalecido en efecto 
porque como bien dijo M. Chaveau si se contesta al juez de los 
referimientos el derecho de apreciar los títulos será bien difícil de 
determinar cuál es su competencia; es preciso que pueda apreciarles 
con cierto I ímites y sin atentar contra lo principal, por ejemplo, él no 
podría decid ir que un título es nulo, que la deuda extinguió, que una 
demanda en reivindicación es fundada o no; pero podrá ordenar por 
la impresión que él tenga, ya sea la continuación o paralización de las · 
pretensiones no prejuzgando en nada lo principal. 2 

b} OTORGAMIENTO DE PLAZíJ DE GRACIA 

Hay otro asunto de particular importancia y muy controvertido 
a la vez, es la cuestión de saber si el juez de los referimientos puede 
acordar el plazo para el pago de la deuda. Grandes autores . y 
numerosas sentencias le otorgan a este juez el derecho de aplicar el 
Art. 1244 del Código Civil cuando fas persecuciones son ejercidas en 
virtud de una sentencia o de un acto auténtico, 3 pero otras 
sentenci~s no menos nombradas y abundantes han decidido que ·el 
juez de los referimientos no puede acordar el plazo del deudor 
perseguido en virtud de un título ejecutorio.4 

Toulouse, 13 juin 1848. S,48 .2.752 ; D. 49.2,42 ; Mont Pellier, 11 Déc. 1841 , S. 
42.2.174 . D.42.2.164. París, 30 nov. 1855, D.55 ,5.380, 24 avril 1866 , S.66 .2.82 . 

2 París, 11 feb . 1847, S.48 .2.659 ; D. 47.4 .113. 

3 Lacombiere, Traite des Obligations, T. 3, P. 243; Chaveau Q.524 ; Tomine, T. 1 No. 
138; Rodiere T. l. P.370. París, 2 juin . 1'821 ; S. 31.2.162. Colmac, 29 juill 1850, 
S.51.2.272. D.52.1.279 en Rousseau et Laisney. Dictionnaire de Procédure Civile. P. 
~7~ . 

4 París , 12 Déc. 1862. Bull de cette cour, P.62, 1060; 9 J anv. 1864; . Bull de cette 
cour 1864 P. 356; 8 juill 1865 , id ., 1865 P.87 ; 9 nov. 1866, id ; 1866 P. 701 ; en 
idem pág. 274. 
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A nuestro ente_nder esa facultad no debe serle otorgada al juez 
de los referimientos, ya que ello implicaría avocar el fondo del 
asunto, pues en virtud del mencionado Art. 1244 ese poder debe 
usarse con mucha discreción y analizando profundamente el asunto, 
él lo que podría, más que otorgar dicho plazo es ordenar provisional­
mente la discontinuación o cese de las persecuc'iones, esto en virtud 
de la urgencia, y enviar ante el tribunal ordinario para que estatuya 
sobre la demanda del plazo. Esto lo deducimos estudiando el 
principio que rige en nuestra materia de que, cuando el juez de los 
referimientos no puede estatuir sobre la contestación sin interpretar 
las convenciones su incompetencia es absoluta, él puede aplicar pero 
no interpretar los títulos, aunque dicha interpretación pueda tener 
una influencia en la solución de la dificultad , asunto que se envía al 
tribunal ordinario. 

2. DIFICULTADES EN LA EJECUCION DE SENTENCIAS 

Nuestra jurisprudencia es pobre en este aspecto, perp no por ello 
imprecisa, se ha pronunciado en varias ocasiones (estando plenamen­
te identificada con el Art. 806 del Código de Procedimiento Civil) 
diciendo que es competente el juez de los referimientos para fallar 
provisionalmente sobre las dificultades relativas a la ejecución de una 
sentencia. 1 

La noción de dificultades de ejecución de una sentencia no ha 
sido! dada por la ley y la doctrina ha evadido el asunto pero nuestra 
jurisprudencia siguiendo la francesa define las dificultades como 
todas las contestaciones que se presenten en el curso de una 
ejecución y que tengan por objeto obstaculizar dicha ejecución.2 

Ahora, ¿qué debe tener en cuenta el juez presidente al 
pronunciarse en referimiento en cuanto a las dificultades de 

_ ejecución de una sentencia? · 

El primer deber del juez de los referimientos llamado a estatuir 
sobre una dificultad relativa a la ejecución de una sentencia, de un 
fallo o de una decisión judicial cualquiera, es investigar si ese título es 
susceptible de ejecución en las condiciones que el acreedor pretende, 
debe investigar si ha sido regularmente notificado, si no ha permitido 

B. J. 351, pág. 772, octubre de 1939. 

2 J. P. Instancia. Santo Domingo, 6 abril 1935 . 
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el plazo durante el cual toda ejecución es susceptible de oposición, de 
apelación o de cualquier otro recurso, debe cerciorarse de que la 
ejecución no está subordinada a la carga de suministrar fianza o 
garantía; debe investigar si ella está obstaculizada por una instancia 
en descontinuación de persecuciones. 

Su papel se limita a estas simples constataciones ya que él no 
puede ni interpretar la sentencia o el fallo ni mucho menos modificar 
las disposiciones aún sea para corregir un error. 

A los términos del Art. 806 del Código de Procedimiento Civil 
él •estatuye sólo en cuanto a l·a ejecución de manera provisional, y ya 
dijimos, sin que sea necesario justificar la urgencia. 

a) TIPOS DE SENTENCIAS A QUE SE REFIERE LA LEY 

El juez de los referimientos tiene competencia para fallar 
provisionalmente en lo que se refiere a las dificultades de ejecución 
de sentencias emanadas del tribunal de primera instancia, del tribunal 
de comercio, del juez de paz y aún de sentencias arbitrales (asunto 
muchas veces discutido); él ts igualmente competente para estatuir 
provisionalmente sobre una demanda en cese de persecuciones 
ejercidas en virtud de un fallo de una corte de apelación o de una 
corte de casación con el derecho de si lo estima de lugar reenviar a las 
partes a someter lo 'principal del asunto al juez de Derecho Común. 

El no tiene calidad para detener la ejecución de una sentencia 
fuera de los casos previstos por la ley, ya que ese derecho le 
pertenecerá entonces a los jueces de apelación. 

En cuanto a la sentencia ·procedente de un recurso de casación, 
él puede estatuir si el beneficio de la sentencia así lo exije, ya que el 
recurso de casación no tiene efecto suspensivo. 

Por otra parte, en lo relativo a ía ejecución de sentencias 
arbitrales él es competente cuando di cha senJencia o laudo está ·. 
revestida de la orden de eje.cutarla y que así tiene fuerza de 
sentencia. 

En otro orden de ideas, hay un punto muy importante en 
cuanto a la competencia del juez de los referimientos para estatuir 
sobre las ofertas que son hechas después de la ejecución de una 
sentencia. La opinión general es que las ofertas constituyen un 
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obs,táculo y en consecuencia una dificultad -relativa a la ejecución, el 
juez de los referimientos debe pues conocerla, no para apreciar la 
cuestión de la validez de la oferta, ya que ello implicaría un perjuicio 
al fondo , pero sí puede detener la ejecución de las persecuciones 
provisionalmente conforme a la facultad que le otorga el Art. 806 del 
Código de Procedimiento Civil. 1 La cuestión de la validez de las 
ofertas no . puede en ningún momento obstaculizar la solución 
provisional que pertenece al juez de los referimientos ; admitir lo 
contrario sería facilitar al deudor la forma de paral izar · por mucho 
tiempo la persecución de que es objeto. 

Por otra parte, ¿hasta qué punto es competente el juez de los 
referimientos para conocer sobre las dificultades urgentes nacidas de 
la ejecución de sentencias extranjeras? La respuesta es obvia, el juez 
de los referimientos sólo es competente en el caso de que un tribunal 
dominicano las haya declarado ejecutoria; para fines del referimiento 
se consideran en esa condición como si fueran emitidas en la 
República Dominicana. 

b} CA_;o DE SENTENCIAS O FALLOS IMPERFECTOS 

tEs el juez de los referimientos competente para estatuir sobre 
la ejecución de sentencias o fallos que adolecen de alguna falta pero 
que ésta no entrañan su nulidad? · 

Es u~a cuestión de particular interés y que ha sido respondida 
por la jurisprudencia francesa diciendo que el juez de los 
referimientos es competente para zanjar las dificultades de forma 
provisional, que se susciten en ocasión de la ejecución de un fallo 
imperfecto, estableciendo también que este magistrado se limita a 
estatuir sobre la regularidad de actos de ejecución sin interpretar el 
fallo o impedir su ejecución.2 1 

Pero hay que tomar en cuenta que si . el fallo contiene · 
disposiciones que deben ser deducidas para su ejecución como, por 
ejemplo, una reducción de cu.enta, u-na liquidación de daños y 

París 26 mars 1825 ; 19 aout 1826 ; 19 mars 1829 ; 14 mai 1832 ; 30 juin 1834; 13 
avr 1836 ; 27 mai 1837 citados por Debelleyne, T. 2, P. 27 de Rousseau et Laisney . 
Dictionnaire de Procedure Civile. Pág. 276. 

\ 

2 . Caen, 6 janv. 1872, D. 73.5.390. 
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pequ1c1os e intereses , entonces el juez de los referimientos no es 
competente porque implicaría inmiscuirse en el fondo del ·asunto.2 
' . , 

Así, en lo que se refiere a 'fallos procedentes de la Corte cuando 
la condenación pronunciada no sea determinada pertenece a la misma . 
Corte y no al juez de los referimientos conocer de la ejecución de su 
sentencia, esto en virtud del Art. 472 del Código de Procedimiento 
Civil. 

Art. 4 72.- "La ejecución de una sentencia confirmada corres­
ponderá al tribunal que la dictó en primera instancia. La 
ejecución entre las mismas partes, de una sentencja revocada, 
corresponderá al tribunal que resolvió la apelación o a otro 
tribunal que se designe en la sentencia revocatoria .. . " 

Como vemos, la ley es clara al respecto, y remite la competencia 
de conocer sobre las dificultades de una condenación no determinada 
al mismo tribunal de donde procedió el fallo o a otro que se 
determine en la misma sentencia que puede ser al juez de los 
referimientos pero, esta última competencia debe ser dada expresa­
mente .. 

e) DIFICULTADES DE EJECUCION DEL ART. 554 DEL 
CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL. DIFERENCIAS 
CON EL REFERIMIENTO. 

En el Art. 554 del Código de Procedimiento Civil se estatuye un 
procedimiento que se aproxima grandemente al referimiento por su 
resultado pero que tiene diferencias que analizaremos luego de 
transcribir dicho texto : 

Art. 554.- "Si las dificultades suscitadas con motivo de la 
ejecución de las sentencias o actos reclamen céleridad, el 
tribunaJ d.el lugar los resolverá provisio(lalrnente y declinará el 
conocimiento de lo principal para ante el tribunal al cual 
compete la ejecución". 

Leyendo someramente el anterior artículo se podría 'concluir 
diciendo que se trata de la misma institución jurídica, sin embargo, 
aún conduciendo como el· referimiento a una decisión provisional, de 

2 París , 11 nov. 1831, 2 mai 1833 ; 23 déc. 1847 ; 24 ~vr. 1834; Sentencias citadas por 
Debelleyne T. l. P.380 en Rousseau et Laisney. Dictionnaire de Procedure Civile. 
Pág. 275. 
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una c.uestión de ejecuc1on, ésta es dada por el tribunal e.n la forma 
ordinaria que se conocen las materias sumarias prescritas pór el Art. 
405 y no de la forma prescrita por el Art. 807 y 808 del Código de 
Procedimiento Civil. 

Art. 405.- "Las materias sumarias se juzgan en la audiencia del 
tribunal, después de vencidos los plazos de la citación, por 
efecto de un simple acto sin más procedimiento ni formalidades." 

1 

En este artículo lo que está en juego es la celeridad que autoriz¡i 
juzgar sumariamente un asunto y a simplificar los procedimientos, así 
se podrá obtener del juez, a los términos del Art. 72 del Código de 
Proce€1imiento civil, el permiso de citación a breve plazo, le serán 
dispensados a los términos del Art.405 del Código de Procedimiento 
Civil (transcrito anteriormente) los escritos preliminares que .forman 
el debate del procedimiento ordinario y por último en virtud del Art. 
235 -Código de Procedimiento Civil- (le remitirnos al punto 3, 
página 30 de este mismo capítulo} la ejecución provisional de la 
sentencia no obstante la apelación; éstas son pues medidas excepcio­
nales que la ley acuerda a este procedimiento y que lo diferencian 
grandemente del procedimiento ordinar[o. · 

Ahora, si la celeridad se ·vuelve extrema, si se transforma en 
urgencia entonces son los artículos 806 y · sigui en.tes del Código de 
Procedimiento C.ivil . que se aplican, es decir que hay que recurrir por . 
la vía del referimiento y en la práctica es esa la forma natural de 

~ solucionar las dificultades de ejecución, ya que en tal caso el 
procedimiento es más simple, más rápido, más expédito todavía. Pero 
habrá siempre una gran diferencia y es que en el caso del Art. 405 del 
Código de Procedimiento Civil se llega a juzgar el fondo mientras que 
en el referimiento no se obtiene más que una decisión temporal y sin 
tocar el fondo. 

Otra diferencia es que el referimiento .lo conoce sólo el 
presidente del tribunal y en el caso de aplicación del .Art. 405 es el 
tribun·al de primera instancia; mientras en el referimiento no:,es 
necesario la constitución de abogado sólo las formalidades necesarias 
para .el acto de citación, el procedimiento instituido por el Art. 405 
se necesita dicha constitución. 

1 

En términos generales, existen más facilidades y rapidez en el 
referimiento que en el procedimiento instituido por el mencionado 
Art. 405 del Código de Procedimiento Civil. 
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111. LA COMPETENCIA DEL JUEZ DE LOS REFERIMIENTOS 

EN CASO DE PRESCRIBIR MEDIDAS CONSERVATORIAS. 

En la nueva Ley 834 del 15 de julio del año 1978 que modifica 

parte del articulado del Código de Procedimiento Civil en su artículo 

11 O estatuye: 

"El presidente puede siempre prescribir en referimiento las 

medidas conservatorias que se impor1gan, sea para prevenir un 

daño inminente, sea para hacer cesar una turbación manifies­

tamente ilícita. 

, A nuestro entender en este artÍ'culo el legi'slador lo que ha 

pretendido es consagrar esplícitamente dos situaciones que si bien no 

estaban enunciadas en las antiguas disposiciones del Código, se 

asimilaban a la urgencia, y en hecho toda meclida que tienda a evitar 

o prevenir un daño inminente así como hacer cesar turbaciones 

ilícitas son medidas urgentes y por ello siempre fueron y serán 

conocidas en referimiento. 

Es pues para esclarecer toda . duda que se ha adoptado_ tal 

medida y no p~ra crear nuevos casos en los que es necesario . el 

referimiento. 

IV: EL REF~RIMIENTO EN CURSO DE INSTANCIA 

La validez de este procedimiento fue discutida en el antiguo 

derecho francés, pero hoy día la doctrina y la jurisprudencia aceptan 

plenamente esta figura jurídica. 

, Así, M. M. Garsonnet et Cézar-Bru en un suplemento del 

tratado de procedimiento constaün que la noción del poder del juez 

-de los referimientos ha evolucionado grandemente sobre ,todo a 

partir del 191 O y se le da al mismo tiempo todo el poder de un juez 

único. M. M. Glasson, Tissier et Morel señajan sin reservas "que el 

presidente puede estatuir en el caso sometido a su competencia sin 

que haya tenido lugar de distinguir s1 una instancia es introducida 

. ante el tribunal sobre el f~ndo del litigio". 1 Para ellos la instancia en 

· referimiento tiene siempre un objeto diferente del de la instancia 

principal. 
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Para M. Wattinne la posibilidad de someter al referimíento un 

asunto en curso de instancia no es puesta en duda. Sin embargo este 
auto_r, que fue presidente del tribunal de la Seine, cita que en la 
práctica no se ha renunciado definitivamente al viejo fin de no recibir 
del "principal apoderado". Esto, claro está, ha desaparecido en 
nuestro Derecho, pues como ya dijimos y lo afirma también el gran 
jurista dominicano Froilán Tavárez en su obra de Procedimiento 
Civil, "el referimiento puede ser empleado aún cuando. la medida 
objeto de la demanda tenga conexión con un proceso pendiente entre 
las partes sobre el fondo". 2 

Por otra parte, ~poyando ese mismo criterio si analizamos los 
principales jurídicos vigentes en cuanto al referimiento, veremos que 
no hacen ninguna distinción al respecto, o sea que siempre que un 

. asunto, aún estando un tribunal apoderado de lo principal, presente 
un carácter de urgencia o dificultad en la ejecución de un título o 
sentencia, si se observan las reglas de este procedimiento especial que 
es. el referimiento puede ser llevado y conocido ante dicho juez. Así 
por ejemplo un experticio urgente que no entraña ninguna consecuen­
cia irreparable sobre lo principal puede ser ordenado en referimiento. 

_El juez, como en todo otro caso, debe ser cuidadoso al estatuir 
en · referimiento en curso de instancia de no lesionar el fondo del 
asunto. 

7. E M SARGO-SENTENCIA. VALIDEZ DEL REFERI­
MIENTO EN CURSO DE INSTANCIA. 

· lPuede el presidente del tribunal tomar ciertas medidas relativas 
al embargo sentencia y especialmente dar desembargo? 

Aquí todavía hay u11 texto que parece excluir al referimienio 
como procedimiento al que se pueda recurrir en caso de desembargo, 
el Art. 567 del Código de Pro'cedimiento Civil. 

Art. 567.- "La demanda en validez y la de desembargo se 
establecerán ante el tribunal del domicilio de 1<! parte ejecu-
tada". · · 

Por otra parte, la naturalezá misma del desembargo puede hacer 

2 Tavárez h., Froilán. Elementos de Derecho Procesal Civil Dominicano. 1892-1955, 
V. 1-11. 5a. Ed., Santo Domingo. 1964, pág. 408. 
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dudar de su carácter provisional, siendo ello así, lno se perjudica en 
esta sentencia a lo principal? 

Desde el año 1811 la jurisprudencia toma partido contra el 
. referimiento en esta materia. 1 

Hacia 1850 se juzga que las consecuencias irreparables que 
. entraña el desembargo no le otorgan el carácter provisional impres­
cindible para apoderar al juez de los referimientos.2 

· La jurisprudencia a partir del 191 O tiende a ser un poco más 
favorable pero el referim iento en curso de instancia ha respetado esta 
isla que constituye el embargo sentencia. 

De manera que si bien es ya aceptado el referimiento en curso 
de instancia sin discusión en lo que se refiere al desembargo está 
toqavía muy discutida su aceptación. 

CAPITULO IV 

PROCEDIMIENTO ANTE EL JUEZ DE LOS REFERIMIENTOS 

l. FORMA Dt PRACTICAR EL REFERIMIENTO. GENERA­
LIDADES. 

El procedimiento en materia de referimiento se caracteriza por 
la gran simplicidad y celeridad que lleva consigo. 

Es además de rápido poco 
I 

oneroso, ya que, los trámites 
necesarios son mínimos y la constitució~ de abogado no es 
imprescindible. 

La audiencia es fijada ¡ I efecto por el juez de los referim ientos 
en breve término, previa solicitud hecha por ·el abogado o la parte 
misma, con el fin de que el tribunal lo autorice a emplazar en la 
mayoría de los casos. ' 

La ejecución de las ordenanzas rendidas en referimiento son 
también de rápida ejecución como veremos en el transcurso de este 
capítulo. 1 

París, 6 juin 1.81 Í , S. 1811.2.4 70. 

2 París, 1 O mai 1838. D. 49.2.223 . 
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• Todas las . ventajas que se desprenden de este procedimiento 
especial vienen dadas precisamente por la naturaleza del mismo, ya 
que, ha sido instituido con el fin de dar una pronta solución 
provisional a un asunto cuyo retardo trae perjuicio a una de las 
partes. 

Veremos pues, ante todo, 1 a compet~ncia requerida en este 
especial procedimiento. 

11. COMPETENCIA DE ATRIBUCION O "RA TIONE MATE­
RIA E" 

Es generalmente aceptado que, .en materia de referimiento la 
competencia de atribución viene dada por el artículo 806 del Código 
de Procedimiento Civil que analizamos precedentemente; pero, como 
también vimos, esta regla no es general ya que comporta numerosas 
excepciones; así, adémás de conocer los asuntos relativos a la 
urgencia conoce además los casos que se impone el referimiento por 
disposición especial. 

En general,' la competencia de atribución es restringida en 
cuanto al fondo del asunto, él no puede tocar en lo principal del 
Derecho, ya que no es competente al respecto, debe limitarse a 

· prescribir medidas que le son solicitadas. 

Así, la incompetencia del juez de los referimientqs viene dada 
por cuatro reglas generales: 

1.- Cuando explícitamente la ley le atribuye compe~encia a otra 
jurisdicción. 

2.- Cuando ya hay otro juez apoderado del referimiento. 

3.- Cuando las ordenanzas solicitadas son de naturaleza tal que lleva 
un perjuicio a lo principal. 

4.- Cuando el juez de lo principal le niega esa competencia. 

111. COMPETENCIA TERRITORIAL O "RA,TIONE PERSONAE 
VEL-LOC/" . 

. \ ' 

En Derecho Común, el juez competente para estatuir es aquel 
del domicilio del demandado en materia personal, y aquel de la 
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situación del objeto- litigioso en materi a real o mixta; esto lo 
establece el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil. Pero: esta 
regla que atribuye jurisdicción al juez del domicili o del demandado, 
comporta numerosas excepciones cuando d-e referimiento se trata y 
en esta materia el juez de l lugar donde surje la dificultad tiene 
siempre competencia para conocerlo . 

Hay en efecto infinidad de casos que implican la competencia 
del presidente del distrito judicial en el cual se encuentran , ya sea las 
personas, ya sean las cosas que hacen la materia del referimiento. Hay 
pues derogación al Derecho Común que estatuye la competencia 
personal en el artículo 59 del Código de ProcedimientoCivil. 

Así, las dificultades o incidentes en materia de ejecución de 
embargos y desembargo de objetos litigiosos serían llevados en 
referimiento- ante el juez del lugar del embargo, aún, cuando el 
mismo bien embargado esté domiciliado en otra provincia (Código de 
Procedimiento Civil artículos 606, 607 y ~29). 

Por otra parte, existe una cuestión que se presta a controversia, -
es lo relativo a la atribución de competencia convencional al juez de 
los referimientos; esta es única y legalmente establecida y sería ir¡ 
contra los principios de est~ procedimiento someterle convencional­
mente a un juez determinado o suprimir el referimiento ; es pues nula 
de ningún efecto esta cláusuta·y reputada como no escrita. 

IV. AUTORIZACION PARA CITAR EN REFERIMIENTO 

Para citar en referimiento no es, en principio, necesaria la previa 
autorización del consejo de familia que requieren los incapaces, 
menores e interdictos para actuar representados, tampoco necesita 
dicha autorización del i:narido la mujer casada (aún .antes de adquirir 
la plena capacidad) ni_ el menor en mancipado de su asistente legal. 

Tampoco es aplicable al referimiento la garantía "judicatun 
solvi", pues ella sería un obstáculo a la urgencia y rapidez que 
requiere el procedimiento. 

Ahora bien, lo que se requiere para el qUe acuda al referimiento 
es que, el juez dé autorización o permiso para citar, ya sea en 
audiencia pública, o si el caso requiere extrema urgencia, aún en su 
morada y en días feriados si fuere necesario. 

El juez rinde una ordenanza indicando el día, hora y lugar de la 
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audiencia, comisionando un alguacil para que proceda a citar 
j1,1dicialmente al demandado. 

V. CITÁCION. PLAZOS NECESARIOS. -

Es generalmente la citación el apoderamiento normal del juez de 
los referimientos según lo prescriben los Arts. 806 y 808 del Código 
de Procedimiento Civil y los Arts. 101 y 102 de la Ley 834. 

Hay autores, como Bourdonnay, que afirman que las partes 
pueden presentarse voluntariamente en refe( imiento y solicitar de el 
juez una medida provisional o preparatoria. 

No compartimos este criterio pues la ley es clara al. decir en el 
Art. 802 del Código de Procedimiento Civil y 102 de la Ley 834: · 

"La demanda es llevada por vía de citación a una audiencia que 
se celebra a este, efecto el día y hora. habituales de los 
referi m ientos ". 

Sin err.t>argo el menéionado autor apunta que la mayoría de las 
veces, el juez de los referimientos es apoderado por una citación 
judicial enviada también al demandado. 

El juez estatuye primeramente sobre la validez de la citación y 
sólo debe rechazarla cuando la informalidad es sustancial de lo 
contrario deberá con su aceptación plena cu~rir tal nulidad. 

El referimiento no puede ser introducido por un simple acto de 
abogado a abogado, debe sér objeto de una citación previa la que 
debe _ contener las enumeraciones del Art. 61 del Código de 1 

Procedimiento Civil. 

El referimiento, puede ser introducido en ciertos casos judicial­
mente por acta levantada por un oficial público; no es necesario en 
este caso la autorización previa del juez ni la citación misma sino que 
el juez queda apoderado por el envío del acta del oficial público. 

Finalmente existe, · en cuanto a I a citación, un asunto muy 
controversia! tanto en la jurisprudencia como en la doctrina misma y 

·es la cuestión de saber si lq citación en referimiento interrumpe la 
prescripción. La jurispr,udencia parece preferir la negativa bajo el 
pretexto de que la citación en referimiento no conduce más que a 
medidas provisionales dejando de lado el fondo del derecho y esa 
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de~isión no manifiesta la voluntad de llegar al conocimiento del 
Derecho, por lo que considera que no suspende la prescripción .-1 

Esta decisión de la jurisprudencia además de faltar a la 
precisión, consagra una excepción al Derecho Común que prevé el 
Art. 2244 del Código Civil, según el cual toda citación en justicia 
inter.rumpe la prescripción. 

Ahora bien, ningún artículo del Código de Procedimiento Civil 
habla de esta excepción que quiere instaurar la jurisprudencia y en el. 
silencio de la ley nos parece imposible de admitir, teniendo en cuenta 
sobre todo la gravedad que ello trae consigo. , 

. 1 

En lo que respecta a los plazos necesarios entre la citación y la 
audiencia e.l Código de Procedimiento Civil no estatuye, en cuanto al 
referimiento se refiere, nada al respecto y la ley 834 en su Art. 103 es 
muy imprecisa y deja al arbitrio del juez la determinación del mismo·; 
veamos los términos de dicho artículo . 

. Art. 103.- "El juez asegura que ha transcurrido un tiempo 
suficiente entre la citación y la audiencia para que la parte 
citada haya podido preparar su defensa". 

Así pues, si al juez le parece corto el plazo puede ordenar al 
demandante emitir una nueva citación al demandado con un plazo 
más largo. 

El uso general es citar a un día franco, ahora como no es legal 
este plazo sino que es consuetudinario, en 'vano se presentará nulidad 
de no observarse éste, pues incluso se puede citar de hora a hora si es 
que el juez lo cree procedente. 

VI. AUDIENCIAS EN REFERIMIENTO 

En Franela los tribunales tienen días fijos para: conocer las 
demandas en referimiento, pero en nuestro país los tribunales 
conocen los casos a medida qu·e se presentan al juez. Así, por regla 
general, las demandas son llevadas a 1-as audiencias señaladas por el 
presidente del tribunal civil, o el juez que lo reemplace, en' el día y 
horas indicadas para cada caso en particular. 
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La asistencia de un secretario es obl igatoriá cuando el juez 
tiene audiencia pública, pero si la audiencia es en su morada él puede 
prescindir del secretario. 

· la presencia del Ministerio Público es inútil, ahora, todas las 
veces que lo crea necesario puede asistir a tales audiencias especial­
mente para ayudar a solucionar un grave conflicto si se preserltara. 

El ministerio de abogad,o tampoco es · necesarib para asistir a 
tales audiencias. Las partes pueden comparecer solas o representadas. 

Por otra parte, el magistrado juez de los referimientos puede 
ordenar la reunión de numerosos referimientos y rendir una 
ordenanza a cada una de las partes interesadas. En dicha audiencia 
tenida por el presidente para tal fin, él oye las explicaciones de las 
partes o sus representantes; el debate es oral. La ley no exige escritos 
y generalmente estatuye en seguida. Por tanto, -a él le está permitido, 
antes de admitir o rechazar las conclusiones de la citación, prescribir 
todas las medidas preparatorias que considere de I ugar para esclarecer 
un asunto; aportes de piezas justificativas, un experticio, etc. 

Ahora bien, lqué ocurre si una de las partes no asiste a la 
audiencia ni manda representante? · 

. Es completamente imposible la aplicación del , Art. 153 del 
Código de Procedimiento Civil _que prevee la acumulación del defecto 
en beneficio de la causa. Si hay defecto debe estatuirse sin 
aplazamiento, tanto para los que comparecen como para los que 
hacen defecto; esto ha sido aceptado plenamente por la doctrina y 
jurisprudencia ya quei la aplicación del mencionado artículo llevaría 
retardo en el proceso. 

Después de vistas la:s reglas procedentes en lo que a las . 
audiencias se refiere podemos concluir diciendo .que las mismas se 
llevan a cabo con muy pocas formalidades y ningún tipo de retardos. 

VII. ORDENANZAS EMITIDAS 

Luego de llevarse a cabo la audiencia y el juez haber escuchado 
las partes debe rendir su decisión públicamente y al instante por 

Bordeaux, 24 juin 1833. 5.33 .2.531; D.34.2.49 ; Angers 1 sept. 18'51. 5.52.2.63 ; D. 
52.5.328. . 
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medio de un auto u ordenanza que será ejecutoria provisionalmente 
aunque ésta sea en defecto, ahora si ninguna de las partes 
comparecen no hay lugar a estatuir. 

Como toda decisión judicial la ordenanza en referimiento debe 
contener la fecha de la. decisión, mencionar la publicidad de la 
audiencia, los nombres y calidades del magistrado que· tuvo la 
audiencia, así como del secretario que lo asiste y los nombres de las 
partes en causa con sus generales. También debe contener un sumario 
de los hechos y de las demandas, una relación completa y exacta de 
las opiniones, conclusiones y reservas de las partes, los motivos de la 
decisión (la urgencia habitualmente) y finalmente el dispositiv.o en 
cabeza del cual es conveniente incluir la fórmula "en lo principal 
reenviamos las partes proveerse y no obstante, provisionalmente 
ordenamos ... " 

Debe pues, estar dicha ordenanza motivada suficientemente y 
rendida por escrito de forma clara y precisa. Estas no tienen en 
cuanto a lo principal la autoridad de la cosa juzgada, · y tampoco 
pueden ser modificadas a menos que surjan nuevas dificultades. 

1) EFECTOS DE DICHAS ORDENANZAS 

Los poderes del presidente están restringidos o limitados a 
aquellas medidas' esencialmente provisionales que no perjudican - lo 
principal, como tantas veces hemos remarcado, de esa manera el juez 
no puede bajo ningún · pretexto estatuir sobre el fondo mismo del 
derecho. Los autos de referimiento se limitan a _ ordenar o impedir 
medidas, detener o acelerar una ejecución, también, solucionar los 
casos de urgencia siempre a título provisional. -El efecto principal de una ordenanza en referimiento es la 
ejecución a título provisional, pero no por ello menos útil, de 
asuntos que se someten urgentemente al juez presidente y cuya 
demora hacía en hecho, que ciertos derechos .del demandante o de 
ambas partes se pierdan por el simple hecho de no acudir a este juez. 
Es decir, que sometiéndose a la lentitud del procedimiento común se 
podría lesionar el derecho de las partes. 

2) RECURSOS CONTRA LAS ORDENANZAS 
\ 

Las ordenanzas rendidas en referimiento, por el carácter mismo 
de este procedimiento, no admiten ningún tipo de retardo, por ello la 
ley expresamente descarta la oposición como recurso contra los autos 
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en defecto, se consideran siempre, contradictorios; así el Art. 809 , 
1 ro. parte infine claramente enuncia: 

"Estos autos no estarán sujetos a oposición". 

· También la ley 834 del , 15 de julio de 1978 en su artículo 
106-1 ° se pronuncia eri este mismo sentido diciendo: 

"La ordenanza de referimiento no es susceptible de oposición". 

Esta prohibición de la ley ~s lógica, pues, el demandando en 
referimiento · tendría en sus . manos alarg~r el procedimiento no 
asistiendo a la audiencia y luego incoando el recurso de oposición, 
iría esto contra la naturaleza misma del referirniento que es evadir las 
lentitudes. 

Ahora bien , las ordenanzas en referimiento sí pueden ser 
susceptibles de apelación como lo estipula el Art. 809-2° qel Código 
de Procedimiento Civil y el Art. 106-2° de la ley 834 pero, aunque 
los dos artículos en esencia autorizan ese recurso, las disposiciones 
prescritas tienen sus diferencias, aunque en .hecho se complementan . 
Vamos pues a transcribir ambos párrafos para estudiarlos mejor : 

_ " Art. 809-2° .- "... En el caso en que la ley autoriza la 
apelación, se podrá' interponer ésta aún antes del plazo de ocho 
días, a contar desde la fecha de la sentencia, y no se admitirá, si 
se ha interpuesto después de los 15 días contados desde la fecha 
de la notificación de dicha sentencia. 
La apelación se juzgará sumariamente y sin procedimiento". 

Art. 106-2° (Ley 834).- "Puede ser atacada en apelación a 
menos que emane del primer presidente de la Corte de 
apelación. El plazo de apelación es de 15 días" . 

Procedamos pues al análisis : 

El Art . . 809-2° del Código_ de Procedimiento Civil en su 
primera parte se refiere a los casos que la ley autoriza la apelación 
teniendo en cuenta el monto de la demanda; esta apelación será 
llevada ante el tribunal de apelación, no ante el presidente de la corte 
siempre que de este último no haya emanado el auto (Art. 106-2° 
de la ley 834). 

La apelación será juzgada sumariamente; esta autorización no 
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aparece en la nueva ley pero como tampoco ella la contradice 
consideramos que sigue vigente ; además, esta disposición resulta 
sumamente provechosa a la parte que requiere pronta solución; pero 
si hay que tener en cuenta que la ordenanza se ejecutará no obstante 
se interponga el recurso, pero está supeditado al resultado de éste. 

Ahora, en lo que se refiere al plazo en que se puede incoar el 
recurso, en nuestra materia existe una fuerte derogación al Derecho 
Común, pues la apelación de una ordenanza en referimiento como es 
provisionalmente ejecutada puede ser incoado en la octava contando 
desde el día en que fue dado el fallo y no será ad'mitido después de 
15 días. Es decir que conforme al Art. 809, y en este aspecto no es 
derogado por la ley 834, la apelación puede ser llevada inmedia­
tamente. 

En Derecho Común, el plazo ordinario es de 2 meses francos, 
mientras que en esta materia es de 15 días no francos ; al respecto la 

jurisprudencia ya se ha pronunciado. 1 · -

Otro asunto de interés es el hecho de si las sentencias de 
apelación en defecto de una ordenanza en referimiento es susceptible 
de oposición; la jurisprudencia ha ten ido sus giros y se ha 
pronunciado contrariamente; así, primeramente prescribió que se le 
aplican las mismas reglas al defecto en apelación que en primera 
instancia y por lo tanto no se puede presentar oposición.2 

, 
Luego, en otros fallos posteriores se dijo que toda sentencia en 

defecto es susceptible de oposición a menos que una disposición 
legislativa prevea lo contrario y que en este caso así no ha sucedido 
por lo tanto, es posible la oposición. · 

Consideramos que esta última posición jurisprudencia! tiene más 
asidero jurídico ya que la oposición a la sentencia de ap.elación no 
retarda el asunto en lo más mfnimo, pues el auto de primera instancia 
es ejecutorio no obstante recurso, así que no iría contra los 
principios del referimiento el hecho de .presentar oposición a la 
sentencia en defecto rendida por la corte de_ apelación . 

3) COSTAS 

En las disposiciones del Código de Procedimiento Civil en el 

París, 30 sept. 1880, S. 81.2.28; París, 21 Déc. 1880, S.81.2 .118. 

2 Orleans , 9 juin 1847. D. 49.2.176. S.47 .2 .646; Angers 1° sept. 1851, D.52.5 .338. 
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título .del referimiento no prescribe nada con relación a las costas 
pero tanto la doctrina como la jurisprudencia francesa por su parte 
supliendo esta laguna d,el código habían prescrito que, como las 
ordenanzas en referimiento no hacen perjuicio· a lo principal no 
podía el juez pronunciar ninguna condenación en costas. 

Luego, la jurisprudencia se pronuncia contrariamente diciendo 
que el juez de los referimientos puede estatuir en cuanto a las 
costas.2 

Nuestra ley 834 del 1978 pone fin a tal controversia, ya que en 
su Art. 107 prescribe: 

"El juez estatuyendo en referimient9 puede pronunciar conde­
naciones a astreinte. Puede liquidarlos a títulos provisional. 
Estatuye sobre las costas". 

Como vemos no cabe la menor duda y es una disposición muy 
clara y aceptable la de nuestra ley pues es de principio que a toda 
jurisdicción corresponde estatuir sobre los gastos y costos hechos 

ante ella. 

En cuanto a las condenaciones en astreintes también son 
aceptables ya que ·cuando ello es solicitado al tribunal es respondien­

. do a una situación de verdadera urgencia y que es completamente 

provisional. 

VIII. DEPOSITO Y EJECUCION DE LAS ORDENANZAS 

Las ordenanzas de referimientos dadas en audiencia pública son 
depositadas en la secretaría del tribunal y se ejecutan con copias 
expedidas por el secretario, esto, no es a pena de nulidad ya que 

• puede en caso de extrema urgencia ser ordenada su ejecución en la 
misma minuta del auto, sin necesidad de depósito (Art. 108 de la Ley 
834 y Art. 810 del Código de Precedimiento Civil}. 

En materia de referim iento sobre procesos verbales la ordenan­
za nunca es depositada en la secretaría del tribunal. 

Mitz 13 feb. 1830. 1 ° J uin 1833. Citadas por Rousseau et Laisney. Dictionnaire de 
Procedure Civile, Pág. 283 . 

2 Douai, 18 juin 1845, D. 45.4.747 . Citadas por Rousseau et Laisney. Op. Cit., pág. 

283. 

43 



Las ordenanzas son ejecutorias sin tener que prestarse fianza si 
el presidente no ordena se presta una (Art. 105 Ley 834). 

Antes de ejecutar las ordenanzas en referimiento debe notifi­
cársele _ a la contraparte; µero la notificación al abogado de ésta es 
inútil. "' 

CONCLUS/ON 

El juez de los . referimientos que en el pensamiento de sus 
creadores sería el presidente del tribunal ci~il, en nuestro país, siendo 
unipersonal dicho tribunal lo que existe en hecho es un cambio de 
procedimiento. 

El juez de los referimientos según los princ1p1os de su 
institución no debe al conocer de un asunto tocar el fondo del 
Derecho, ya que, las medidas que le son posible ordenar .van 
relacionadas con la simple solución a título provisional de asuntos 
urgentes o de dificultad de ejecución de un título o sentencia y los · 
demás casos que enuncie la ley a título particular se pueden enmarcar 
dentro de la urgencia misma. 

Es pues, una jurisdicción que por la especialidad que la misma 
reviste es única en nuestro Derecho. En la práctica diaria de los 
tribunales dominicanos por la lentitud a que están sometidos los 
asuntos el mismo referimiento se ha desnaturalizado por- lo que 
proponemos se lleven a la práctica las disposiciones legales al respecto 
que si bien son útiles, con un leve retardo se verían entorpecidos los 
asuntos que ocasionarían muchas veces daños irreparables a una o 
ambas partes. . 

En el transcurso del estudio se han hecho alusiones a la doctrina 
y jurisprudencia francesa por la ausencia total del tema en nuestro 
Derecho y por la marcada tendencia de seguir las pautas trazadas en 
Fráncia. 

En otro orden de ideas, sería de mucha utilidad para esta 
jurisdicción extender los I ímites de la jurisdicción del referimiento y 
hacer obligatoria, salvo impedimento absoluto y justificativo, la 
comparecencia de las partes ante el juez cuando una decisión 
preparatoria o interlocutoria sea necesaria o simplemente útil para la 
solución del litigio. Según las circunstancias el juez de lós referimien­
tos ordenaría experticio, comparecencia personal ¡ visita a los lugares 
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por un magistrado, diferir el juramento '. cuando sea. necesario, 
interrogatorio sobre hechos, etc. 

También el juez debe dar a la jurisdicción de los referimientos 
un gran desarrollo, debe 'esforzarse en introducir en su tribunal el uso 

-frecuente del mismo, comprometer a los abogados y a las partes a 
que recurran a este procedimiento no sólo por lo p9co oneroso del 
mismo sino por todos los beneficios que él reporta. 

Así, como la cuestión de urgencia es dejada por la ley y 
jurisprudencia a la soberana apreciación del juez, éste puede y debe a 
fin de extender su jurisdicción asimilar a tal situación el mayer 
número de casos, cuando, y que quede esto bien claro, no lleve daño 
grave a lo principal, sin salirse nunca de sus atribuciones especiales ni 
violar la ley, en consecuencia se tendría una justicia ,mejor y más 
rápida en estos asuntos. 
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1. 

LA RESPONSABILIDAD 
DE LOS ARQUITECTOS Y CONTRATISTAS 

PREFACIO 

Los trabajos de construcción de un edificio o una obra han sido 
siempre el origen de innumerables accidentes, y c9mó tal ellos 
presentan un gran riesgo para todos, tanto para las personas que 
intervienen directamente en su ejecución como a las que n_o. Estos 
riesgos, además, se extienden en un espacio de tiempo mayor que lo 
que a simple vista creemos, pues no sólo existen durante la ejecución 
de la obra sino que subsisten, aún luego de ella terminada . 

.Es debido a ello que · se exige en las personas encargadas, 
especialmente, para llevar a cabo -estos trabajos de construcción, 
como lo son esencialmente el arquitecto y el ingeniero, conocimien­
tos muy precisos y un cuidado especial. 

Viendo todo eso, y el interés además económico y social que 
estos trabajos presentan, hemos creido de mucha utilidad, para todos, 
conocer el régimen jurJdico · por el cual se rige a todas · aquellas 
personas que intervienen en una obra qe construcción. Tanto para los 
arquitectos, ingenieros y demás técnicos como para el público en 
general, clientes en potencia de aquellos, nos será de muc'ha utilidad 
conocer nuestros respectivos derechos y de qué medios de defensas 
disponemos. 

El orden a seguir en el presente trabajo será dar ante todo una 
· visión general de lo que es el contrato de construcción y su evolución 

pues como veremos esta visión histórica es vital · para poder 
interpretar la legislación sobre. la materia. 

Luego · determinaremos la responsabilidad de cada una de las 
partes intervinientes en el contrato, así como la forma en que dicha 
responsabilidad puede verse compartida entre ellas. A la vez que 
estudiaremos cómo juegan las cláusulas limitativas de responsabili¡:!ad 
en esta área; 
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A continuación, ,y luego de tener ya una idea clara y precisa del 
tipo de contrato de que se trata y de cómo comprometer las partes su 
responsabilidad podremos exam i11ar entonces el régimen específico 
establecido para regir la responsabilidad de los constructores, lo cual 
nos dará la oportunidad de establecer ciertas distinciones entre el 
régimen vigente en Francia y ef de la República Dominicana. 

Finalmente examinaremos las hipótesis en que IÓs constructores 
pueden comprometer su responsab.ilidad extracontractual. 

GENERALIDADES Y PRECISIONES 

A lo largo de toda la historia de la civilización podemos apreciar 
la importancia que siempre han tenido las obras de construcción en 
los diferentes pueblos y en las diferentes etapas de su evolución 
histórica. A menudo, son las construcciones y su modelo arquitectó­
nico una guía, que nos va indicando el grado de desarrollo de los 
pueblos. Tiene también . fa construcción un cierto carácter social, ya 
que ella ha sido siempre fuente de trabajo para miles de hombres a 
través de generaciones. Además las construcciqnes, muchas veces, 
vienen a solucionar otro problema de índole social, como lo es el de 
la escasez de viviendas, lo que le da mayor importancia a esta labor. 
Aún más, hoy en día, en nuestro país, la construcción juega un papel 
muy importante en la economía nacional hacia el desarrollo. 

Viendo el interés que ofrece este aspecto de nuestra vida 
cotidiana, ya no sólo entre las partes que intervienen directamente en 
un contrato de construcción sino también para todos aquellos que los 
rodean, que en derecho denominamos los terceros. Este interés que 
proviene del peligro que representa una obra de construcción donde 
no se observen las medidas de seguridad suficientes, que no 
garanticen la estabilidad de la obra, y aún, desde el punto de vista 
estético o artístico, es de gran placer a estos terceros observar una 
obra de arquitectura bien armoniosa, a la vez que les es desagraaable 
un conjunto arquitectónico desprovisto de todo sentimiento de 
belleza. Es teniendo todos estos aspectos a la vista, qt.¡e nos ha sido 
de interés buscar · y analizar el régimen jurídico que rige a los 
arquitectos y contratistas que son los encargados principales de la 
buena ejecución de una obra. Sobre todo, determinar su· grado de 
responsabilidad, o en un lenguaje menos jurídico, de qué medios de 
protección disponen las personas que tratan con un arquitecto, un 
ingeniero o contratista o cualquier otro técnico dentro del área de la 
construcción. 
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Recordemos también que la construcción de un edifici-o, de un 
puente, de una carretera no sólo representa riesgos para los terceros 
sino también ,para las personas directamente ligadas a la ob'ra. Estos 
riesgos son evidentes durante la ejecución de los trabajos, pero 
también subsisten luego de qye la obra ha concluido, es este uno de 
los a~pectos interesantes que presenta esta responsa~ilidad de los 
constructores. 

Si analizamos nuestro Código Civil, veremos que son muy pocos 
los artículos que aparecen en él que se refieren a esta máteria. 
Particularmente . los artículos del 1787 'á 1793, (y accesoriamente el 
artículo 2270 de este mismo código nos mencionan a los arquitectos, 
y contratistas. Notaremos siempre que en los artículos expresados se 
nos habla del arquitecto y del contratista. Esta unión, justificable en 
los tiempos de redacción de nuestro · Código Civil, debido a la 
dualidad de funciones que deJempeñaba casi siempre el arquitecto, 
hoy no se justifica. En cierto modo la separación de ambas 
ocupaciones haría · necesaria una modificación legislativa a este 
respecto. No obstante, estando ellas en su estado actual, su aplicación 
práctica resulta a veces un poco incongruente con la ; realidad. 
También existen algunas leyes especiales que rigen en la materia, 
-como lo son la Ley No. 6160 del 11 de enero de 1962, que crea el 
Colegio Dominicano de · Ingenieros, Arquitectos y Agrimensores 
(CODIA); la Ley No. 6200- del 22 de febrtro de 1963 que trata 
sobre el ejercicio de la Ingeniería, la Arquitectura, la Agrimensura y 
profesiones afines. 1 . 

Siendo el objeto de nuestrn estudio, específicamente, la 
responsabilidad de los arquitectos y contratistas, los artículos que 
más nos interesan dentro del Código Civil, son el Art. 1792 y el 
Art. 2270, que dicen así: · · 

"Art. 1792: Si un edificio construido a precio al4ado, pereciese 
en todo o parte por vicio en la construcción, aún por el del 
terreno, son responsables por espacio de diez años el arquitecto 
y el cof!trotista". 

"Art. 2270: Después de los cinco años, el arquite~to y 
contratista quedan libres de la garantía de las. obras mayores que 
hayan hecho o dirigido": 

Es útil conocer la reglamentación que establece el CODIA, pues es él quien se ocupa de 
velar por el ejercicio legal de las profesiones que engloba, a la vez que tierie ciertas 
reglas especiales externas a la ley. · 
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Como vemos, estos artículos se refieren a la responsabilidad.de 
los jlfquitectos y contratistas, previendo diversas condiciones para su 
aplicación, aunque en el fondo van al mismo resultado. Una nota 
característica en nuestra legislación y hasta el momento objeto d'e 
dudas y .controversias dentro ·del campo jurídico dominicano, es la 
divergencia de los plazos que preven estos dos artículos. Uno diez 
años y otro cinso años, aunque aparentemente ambos se refieren a 
una misma acción. • 

Esta divergencia no existe en la legislación francesa, madre de 
nuestra ciencia jurfgica, donde ambos artículos establecen un mismo 
pla'.zd: ctm este aspecto ,' fuente inagotable de controversias a la vez 
qu~,,_~ Biversas interpretaciones, sobre todo que ni la doctrina n~ la 
jurii¡fr'udenciá dominicana se han pronunciado nunca sobre este 
aspécto, por lo que nos encontramos en un área casi desier(a, lo que 
da mayor interés a la iflvestigación. 

Ahora bien, es ante todo de interés, determinar claramente 
cuando se trata de uri arquitecto y cuando de un contratista, debido 
a la confusión inicia~ que existía al respecto. 

l-dllto sobre le/ ciue es un arquitecto como sobre lo que es un 
confüittta · encontramos diversas definiciones en los diccionarios 
jurí~4f Pero, ni en el Código Civil ni en las leyes f itadas, ni siquiera 
en el reglamento interno del CODIA aparece una definición o 
precisión de las diversas profesiones que engloba. Sólo se limitan a 
decir qu·e son aquellas personas que tienen un tít_ulo universitario que 
los califica para el ejercicio de las respectivas profesiones. ' 

Una idea clara de lo que es un arquitecto podría ser aquella que 
expresa que es "el profesional autorizado oficiosamente para 
proyectar y construir edificios"1 . Pero es necesario hacer la 
aclaráci.ón,dequeya hoy día, más que construir edificios su misión es 
la -de dt.oyectar edifidos y _dirigir y supervisar su ejecución. 

- ~ ~ .. . . 

· '.Quec{a precisamente la ejecución a cargo del contratista, ya sea 
éste uri irigenT-ero o diversos técnicos de la construcción, o aún una 
persona moral como lo sería una oficina de ingenieros o una compañía 
constructora . Estos dos individuos entran en contacto con el 
propietario a través de un contrato de locación de obras, qué en el 

1. Guille rmo Cabanellas. Diccionario de Derecho Usual, A-D. Tomo l. 5a. Edición. 
Ed i2iones Santillana, Madrid . P. 213. 
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caso de responsabilidad que analizamos debe tratarse de un contrato 
a precio alzado, o sea por el cual el contratista y el arquitecto se 
comprometen a llevar a cabo la obra por un precio determinado de 
antemano, que no podría ser alterado ni por parte d~· los construc-
tores ni del propietario de la obra. " · 

" 
Entendemos por contratista hoy día, todo profesional calificado 

que por medio de un contrato se comprometa a llevar a cábo los 
trabajos necesarios para la construcción de un edificio o de una obra 
mayor. Nos parece que no es necesario precisar qué es un edificio; 
pero sí sería útil saber qué es una obra mayor. A este respecto 
encontramos que Planiol y Ripert expresan, que: "las obras mayores 

· son las obras que constituyen la estructura misma del edificio y que, 
fijas, sólidas y duraderas aseguran la solidez y la duración de' la 
construcción"1 . Se entenderá entonces por servicios en las obras 
mayores todos aquellos que de un_a forma u otra comprometari la 
solidez y duración de la obra. ;>·;> 

, ~ ·~.~. 

Vemos así, como se ha ido pasando tanto en el aspecto·JuÍ (c;Hco 
como en el puramente técnico, de una idea a otra sobre lo.que se 
entiende por contratista, por arquitecto, como también tia evólücio­
nado la ·construcción en sí, en sus métodos y técnicas, el desarrollo se 
ha impuesto. 

CAPITULO I 

EVOLUC/ON DE LA RESPONSABILIDAD' DE LOS 
CONSTRUCTO RES 

En esta materia se ha ido, paso a paso, saliendo de .lJna 
incertidumbre sobre la, misma naturaleza de las partes que interve­
nían en el contrato de construcción, co mo sobre ·el mismo contrato, 
hasta, llegar hoy en día a estar bien delimitaqas las respectivas áreas 
de actuación ya sea del arquitecto, del contratista o del proRietario 
de la obra, pudiendo así, más fácilmente, establecer el grado de 
responsabilidad en que incurren cada uno de ellos. 

En la antigüedad no se conocía, tal como lo conocemos hoy, la 
noción de _arquitecto. En aquello_s tiempos el arquitecto e!a un 

, verdadero contratista, o sea, a él correspondía tanto fa concepción, 

1. Planiol et Ripert. Traité de Droit Civil. Tome X 11. Ed. 1953. París. P: 950 . 
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algo artístico de la obra, como la ejecución efectiva de los trabajos de 
construcción. 

No obstante, la arquitectura siempre ha sido considerada como 
una gran ciencia. Según decía Cicerón: "-era una de las artes que 
demandaban el mayor talento y genio"1 . Así se ve como en Grecia la 
arquitectura gozaba de gran prestigio y consideración, pero ya desde 
entonces se oponía a este prestigio una contrapartida, se trataba de 
una especie de garantía. Así todo arquitecto que se encargara de 
hacer Ulíl trabajo de construcción pública, estaba ob ligado a declarar 
por adelantado cuál sería el precio, y ya desde entonces se establecía 
que él respondía con sus bienes, en caso de que luego el costo 
sobrepasara la suma por él prevista. Tales eran más o menos las 
disposiciones que aparecían en una ley de Efeso. 

En Roma, en sus inicios, la arquitectura era ejercida por los 
extranjeros y los esclavos. Luego, bajo el imperio, ella alcanzó un 
gran prestigio. Nos dicé Vitrube, citado en Ed . Fuzier-Herman2 que, 
las mismas disposiciones de garantía que se establecían en Grecia 
para la construcción también existían en Roma, con la diferencia, de 
que ella no sólo se exigía en materia de trabajos públicos sino 
también en construcciones privadas. 

Esta misma 'c_p nfusión ya planteada, entre las actividades del 
arquitecto y del contratista, existía en Francia al momento de la 
redacción del Código Civil. Es así como aparece en el Código Civil, 
bajo la sección de los "Presupuestos y contratos", usados indistinta-_ 
mente, los términos de contratista y de arquitecto, cuando en 
realidad, por los hechos históricos analizados y por los mismos 
trabajos preparatorios del código se aprecia que se refieren a una 
misma función, ante todo, la de contratista, o sea la del individuo 
que está encargado de la ejecución de los trabajos . . 

Esta confusión trajo como consecuencia que a medida que 
ambas actividc;l.des la del arquitecto y. la del contratista se fueron 
diferenciando entre sí, haciendo de la arquitectura cada vez más un 
arte, los artículos correspondientes del Código Civil que no ~an sido 
modifacados fueron haciéndose controversiales. Esta -diferencia se 
nota aún más en Francia, donde la profesión de arquitecto y la de 

1. Citad.o por Ed. Fuzier-Herman. Repertoire Géréral Alphabetique du Droit Francais. 
Tome V. París 1889. P. 37. - · 

1 
2 . Ed. Fuzier-Herman. Repcrtoire Général de Droit Francais. Tome V. París 1 ~89. P._37, 
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contratista son actualmente incompatibles, y donde la evolución 
jurisprudencia! hizo que se promoviera una modificación legislativa 
de los artículos 1792 y 2270, por una ley del 3 de eriero de 1967, en 
lo que respecta a las personas que están obligadas en virtud de dichos 
artículos. 

En nuestro país, aún no se · ha producido tal evolución, sobre 
todo porque, aunque las profesiones de arquitecto, ingeniero, y 
demás técnicos de la construcción están muy desarrolladas y a la vez 
diferenciadas, aún es común que el arquitecto ejerza tanto las 
funciones propias de su arte como aquell~s que corresponden a un 
contratista. No obstante, cada vez más, se tiende hacia esa especiali­
zación, que conlleva necesariamente una evolución de nuestros 
principios generales sobre la responsabilidad de los arquitectos y 
contratistas. 

· A. . C'1USAS DE LA EVOLUCION 

Como se ha podido ver, esta evolución se ha ido produciendo 
. paulatinamente. Ella ha sido consecuencia a la vez que de la natural 
evolución histórica que se origina en todos los campos del saber, de la 
evolución, de los procesos técnicos, de la misma responsabilidad civil 
y otros más. Analizaremos esos aspectos para ver, como ha incidido 
cada uno de ellos en la evolución del derecho en general, y de la 
responsabilidad cte los constructores más específicamente. 

"El conocimiento se ha desarrollado prodigiosamente. Se 
disponía en otro tiempo de una competencia universal, la era de los 
omni~cientes está hoy terminada. Cada uno nq puede conocer más 
que el campo al cual se ha consagrado"1 . Estas ideas nos, precisan 
muy exactam.ente como se ha ido llegando a la especialización en el 
área profesional. Esta misma especialización, junto al ritmo acelerado 
de vida que se lleva hoy, hacen a los individuos ignorantes de las áreas 
del sa6er que no son de su especial conocimiento. Toda esta 
especialización profesional incide directamente en la responsabilidad 
de los constructores. ,Es debido a esto, que hoy es imposible 
r~conocerle un valor pleno de descargo a la manifestación de 
voluntad del propietario de la obra, al momento de la recepción 'de la 
misma. Y es que, con los complejos proce~os técmicos que se conocen 
junto al fenómeno de la especialización, es casi imposible que este 

1 

l. Bernard Soinne. La responsabilité des architectes et entrepreneurs apres la réception 
des travaux. Tome l. Librairie Générale de Droit et de Jurisprudence. París 1969. P. 34. 

53 



propietario conozca o se dé cuenta del alcance que tendría su 
n:ianifestación de voluntad, él no conoce de la técnica de la 
construcción. 

Es así mismo, como vemos que si bien cada profesional, hoy, es 
más autónomo en sµ trabajo, así también se aumenta su carga de 
responsabilidad, y la intervención del propietario en el curso de la 
e.jecución de la obra, muy raras veces (ya l'o veremos más adelante), 
conlleva exoneración o atenuación de la responsabilidad incurrida 
por el constructor. 

, En todo momento, lo que se busca, es, que el propietario de la 
obra, posible víctima de los defectos que ésta encierre, no quede sin 
protección, en busca, de esta ayuda es que surge la responsabilidad de 
los constructores. La responsabilidad civil en general, siempre ha 
tratado, al desarrollar sus · principios, que no queden sin reparación 
los daños causados. Este interés de reparar el daño, se ve continua­
mente acentuado, a través de la evolución de las teorías de la 
responsabilidad sin falta, todo ello más que nada en vista de la 
proliferación de los acddentes debido al progreso técnico y cuya 
causa es a veces difícil de determinar. 

Pero aún así surgen ciertos obstáculos, en materia de responsa­
bilidad de los constructores, que dificultan la puesta en ejecución de 
esta responsabilidad, entre los que aparecen las condiciones de 
aplicación que preven los artículos 1792 y 2270 del Código Civil. No , 
obstante estas objeciones la responsabilidad ha seguido evolucionan­
do, tratando sie_mpre de que la víctima reciba la adecuada reparación 
a su perjui'cio. 

En todas las áreas donde impera la responsabilidad, ha sido la 
evolución de dichas responsabilidades, por ejemplo en materia de 
accidentes automovilísticos, lo que ha llevado a que se desarrolle en 
las áreas respectivas los llamados seguros de responsabilidad, general­
mente debido a los riesgos que implica la actividad que en dichas 
áreas se desarrolla. Nos parece que en esta materia de construcciones 
tal vez, las cosas hayan ido más a la par, siendo esta responsabilidad 
relativamente nueva, ya en las demás áreas conocíamos los seguros de 
responsabilidad, por lo que aquí ha surgido ca~i concomitantemente 
el seguro y la responsabilidad que dicho seguro protege. 

Así, en Francia, el decreto del 31 de mayo de 1948 C;)n sus . 
artículos 20 y 27 pretisa que "el arquitecto está obligado a estar 
cubierto por un seguro . contra todas las, causas pec'uniarias de su 
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responsabilidad profesional " 1 • Esta disposición no existe en la 
República Dominicana, al menos en lo referente a obras de carácter 
privado, ya que si existe una ley 2 que exige este tipo de seguros en 
caso de construcciones de obras públicas. Esta ausencia ck disposicio­
nes que exijan en el constructor este tipo de seguros, es debida, rios 
parece, a la poca frecuencia, casi extraña en nuestra jurisprudencia, 
de casos donde ,se ponga en juego la responsabilidad, ya sea del 
arquitecto, del contratista o de cualquier otro técnico en cons­
trucción. Es algo que debe ser tomado - en cuenta por nuestro 
derecho, debido a la importancia que tiene la construcción en 
nuestro país, y dado el carácter, a nivel universal, de interés público 
que presenta .este tipo de obras. 

B. SEPARACION DE LA NOCION ARQUITECTO-CONTRATISTA 

Debido a la contínua evolución que ha sufrido la responsabi­
lidad en ' materia de construcción, se ha ido pasando a través de 
diversas etapas, como ya vimos, de la total confusión entre el 
arquitecto y el contratista hasta la diferenciación bien específica, hoy 

. en día, de sus respectivas áreas de especialización. En nuestro país, 
esta evolución aún .no ha llegado a su el ímax, como sucedió en 
Francia y aún es · nuestra costumbre contratar con un arquitecto el 
cual se encargará de todo, elaboración de planos, presupuestos y 
ejecución de los trabajos, o viceversa, es decir, que sea el contratis~a 
quien real ice todas las funciones. No obstante lo expuesto anterior­
mente, paulatinamente, a medida que se aumenta el número de 
individuos con estudios universitarios en estas áreas, más se diversifi­
can estas dos profesiones: arquitectµra y contratistas, este último, 
en nuestro país, generalmente, es el ingeniero. 

Las exigencias del mundo moderno, las técnicas y el arte, hacen 
cada día más imperativa la separación de esas dos áreas o funciones. 
El arquitecto requiere cada vez más del arte, de las ideas, en cambfo 
el contratista usa sobre todo los cálculos matemáticos. Además, hoy 
día, no sólo intervienen en la construcción arquitecto y contratista, 
pues, el "confort" mod-érno, réquiere la presencia de técnicos 
especializados·. Es as.í que vemos, como se van separando las nociones 
de arquitecto y de contratista, a la vez que aparecen nociones nuevas, 
que concurren j\,mto a los primeros en la construcción de una obra. 
Esta proliferación se debe sobre todo, a la magnitud que actualmente 
tienen las-obyás de construcción. 

1. . Bernard Soinne. Op. Cit. Tome l. P. 35. 

2. Ley No. 5560 del 24 de junio de 1961;,Gaceta Oficial' No. 8583. 
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Es así como nos encontramos frente a dos áreas de trabajo muy 
específicas, en las cuales cada quien sabe cual es su misión a cumplir. 
Tenemos, el arquitecto, que elabora los planos y el presupuesto de la 
obra, su función es eminentemente artística, y por otro ladp el 
contratista o ingeniero, quien se encarga de llevar al plano práctico, a 
la realidad, las ideas expresadas por el arquitecto en los planos, él es 
quien en realidad lleva a cabo la construcción de la obra, su función 
es esencialmente técnica. 

Pero, como sabemos, en el contrato de construcción interviene 
aún una tercera persona, cuya área _ de acción difiere de la del 
arquitecto y del contratista y la cual es bueno precisar. 

C. NUEVA IDEA SOBRE EL DUE/í/O DE LA OBRA 

Es precisamente la magnitud de las obras de construcción, una 
de las principales causas de la nueva idea, o mejor aún del nuevo rol 
que desempeña el propietario de la obra, en el contrato de 
construcción. La complejidad creciente de las operaciones de índole 
adm'inistrativa, jurídica, financiera, técnica y comercial que desembo­
can en la construcción de inmuebles ha hecho que intervenga un 
nuevo miembro en el contrato de construcción, es el promotor o 
maestro de obra. · 

\ 

Este maestro de obra es una persona calificada con estudios 
técnicos de construcción, que actúa en la ejecución de la obra 
encomendada por cuenta del propietario de la misma. 

La aparición de este nuevo elemento no incide para nada en 
papel desempeñado en la construcción por el arquitecto o demás 
constructores, pero sí modifica las funciones del .propietario. 

El maestro de obra incide sustancialmente sobre la supuesta 
convención de recepción de los trabajos. Antes, el futuro propietario 
al momento de recibir la obra se preocupaba de averi·guar si ésta , 
correspondía a los deseos por él expresados, era así entonces, que, en 
caso de que apareciesen luego defectos menores se suponía que los 
propietarios al momento de la recepción habían manifestado su 
intención de acomodarse a ellos. Hoy esta concepción parece 
at4cable, debido a la presencia del maestro de obra, profesional 
calificado, "no se puede suponer que el maestro de obra ha aceptado 
trabajos malos porque él está en relación de confianza con los 
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constructores y pensaba que éstos remediarían por ellos mismos las 
· faltas" 1 . Si se ha operado la recepción de los trabajos, por parte de 

un maestro · de obra, y luego ha aparecido un vicio , ésto no es 
justificable más que por una falta o error del maestro de obra. 

Vemos así que en realidad la evolución no nos há traído una 
nueva visión de quién es el dueño de la obra, éste sigue siendo aquel 
que encarga la ejecución de la obra para que ésta se realice de 
acuerdo a sus gustos y necesidades, podremos siempre situarlo como 
la contraparte del arquitecto y el contratista en cualquier contrato de 
construcción, en verdad lo ·que se ha modificado es su función y la 
influeneia de la misma dentro del contrato y aún luego de éste 
finalizado, como podremos ver más adelante. 

Hoy, ya el contrato de construcción ha perdido su aspecto 
personal, las técnicas y el auge de la construcción han hecho que se 
multipl iquen las compañías encargadas de realizar obras de construc­
ción por su propia cuenta para luego venderlas, así como también 
compañías encargadas de coordinar las misiones de los diversos 
individuos, profesionales o no, que intervienen en la construcción. 
Todo ello, trae tomo consecuencia natural un interés por parte -de 
nuestros juristas y aún por el mismo Estado de precisar y establecer 
la responsabilidad respectiva de los elementos que forman parte del 
contrato de construcción. 

CAPITULO 11 

PERSONAS SUJETAS AL REGIMENDE RESPONSABILIDAD 
DE LOS ARTICULOS 1792 y 2270 

Según la doctrina y la jurisprudencia francesa los artículos 1792 
y 2270 del Código Civil son aplicables, en general, a los arquitectos y 
contratistas. "La ley pone a cargo de esas pe.rsonas una obligación de 
garantía, ello no en razón de. su profesión, sino de los trabajos 
ejecutados; toda persona que se comporta como contratista está 
entonces, a condición de haber realizado un contrato de empresa, 
sometido a igual responsabilidad"2. Por lo tanto, la primera 
condición para que estos dós artículos sean aplicables es la calidad de 

l. Bernard Soinne. Op. Cit. Tome l. P. 41. 

2 . Dalloz. Ency clopédie Juridique. Droit Civil. Tome 11. Jurisprudence Générale Dalloz. París 1951 . P. 535. 

57 



' / 
arquitecto o de contratista en las personas que intervienen en el 
_contrato, y es en ,vista de esta relación contractual especial que ellos 
son responsables. Así, no se considera sujeto a la responsabilidad 
especial del artículo 1792 y 2270 al sub-contratista, ni s_iquiera en 
sus relaciones con el contratista principal, mue:ho menos frente al 
propietario a quien no lo une ningún vínculo contractual. Para éstos 
su res·ponsabilidad se rige por el derecho común -

Así tampoco, están sbmetidos a esta responsabilidad aquellos 
que han aportado los materiales para la construcción, su responsabi­
lidad queda limitada a la responsabilidad del vendedor. 

Es necesario, por otra parte, que aquellos a quienes se aplica la 
responsabilidad de que se trata estén ligados al propietario por un 
contrato de locación de obra, así, la responsabilidad es consecuencia 
en cierto modo, de la autonomía o libertad con que pueden ellos 
actuar dentro del contrato. Encontramos entonces, que pueden estar 
sometidos a esta responsabilidad, los ingenierós toda vez que él ha 
concebido planos, establecido los cálculos o dirigido los trabajos 
actuando a título liberal por cuenta del dueño de la obra1 • También 
entran en esta responsabilidad especial los denominados contratistas 
parciales, que son aquellos con los que el propietario ha tratado, 
también, directamente pero sólo para la ejecución de ciertas partes de 
la obra, como sería para la cerrajería, éstos, en principio, son 
responsables de igual forma que el contratista general; pero su 
responsabilidad está limitada a la parte de la obra de la cual ellos han 
sitio encargados. · - · 

_,,,-· 

Así vemos, que en conclusión la responsabilidad de los artículos 
1792 y 2270 se aplica a los arquitectos y contratistas, y todos 
aquellos que actúen como tales, a condición de que estén ligados 
personalmente al propietario de la obra por un contrato, así entonces 
no serían responsables en virtud de los artículos mencionados, un 
arquitecto o un ingeniero que prestan su ayuda, aún a título gratuito, 
a un contratista. E_n Francia, ha intervenido una modificación sobre 
los artículos que rigen esta responsabilidad a fin de hacerla aplicable, 
además, a todo otro técnico de la construccióri2 ·• 

' 
Es útil tener presente antes de entrar a analizar particularmente 

l. Cass. Civ. 111, 21 janv. 1971: J.C.P.71.11.16729, ob serv. P. L. Cons. d'Et. sect. 5 nov. _ 
1965, Travaglini: J. C. P. 66. 11 .14540. 

2. Ley 67-3 del 3 de enero de 1967. 
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la responsabilidad del contratista y del arquitecto, ciertos principios 
generales. En sentido general ambos constructores están unidos al 
propietario de la obra por un contrato, así entonces su responsabi­
lidad mientras dura la vigencia el contrato, o sea durante la ejecución 
de los trabajos es responsabilidad contractual, y ellos están obligados 
a satisfacer sus obligaciones contractuales; son ellos responsables de 
cualquier defecto que haga la obra inconforme a las previsiones 
contractuales 1 • Pero luego de la recepción, entra en juego la 
responsabilidad de los Arts. 1792 y 2270 con todas sus caracterís-

. ticas. Entre esas características comunes a los dos constructores, está 
que el vicio que afecta la obra no debe haber sido aparente al 
momento de la recepción . Desde que el vic io hubiera sido aparente 
en la recepción, sé considera que ese vicio queda cubierto con la 
misma. No importa el grado de gravedad que revistan estos vicios, se 
considera que si ellos son aparentes quedarán cubiertos con la 
recepción y se presume que el propietario conocedor de ellos 
manifiesta así su intención de aceptarlos. · 

Las causas por las cuales el arquitecto o el contratista pueden 
, ver comprometida su responsabilidad son múltiples y diversas. 

A. LA RESPONSABILIDAD DEL ARQUITECTO 

La responsabilidad del arquitecto, tal como va a ser examinada 
aquí, se refiere a la ejecución del contrato de locación de obra y de 
industria, tal como éste se prevé en el artículo 1779 del Código Civil. 

En consecuencia, la responsabilidad del arquitecto no puede 
estar comprometida a ese respecto sino . cuando su falta es probada. 
Las presunciones de falta o de responsabilidad se refieren a los 
artículos 1792 y 2270, Código Civil. No basta entonces que 
sobrevenga a la construcción uno de los daños o vicios que prevén 
esos dos artículos, es necesario además, que ese daño se realice por la 
falta del arquitecto. Haciéndose necesario a este respecto hacer una 
distinción entre ambos artículos, es así que cuando se trata del 
artículo 1792 él establece una presunción de falta a cargo de los 
arquitectos, por lo tanto corresponde a ellos probar que no han 
cometido falta alguna, por el contrario tratándose del Art. 2270 la 
carga de la prueba corresponde al propietario. 

La jurisprudencia ha decidido que: "S1 el arquitecto, el 

l. Cass. Civ. lre. sect., 5 juill . 1956, D. 719.1.56. _,1. e"' M~ 
1 • 1\-1 c,,u,f J 

. . , ,.A Catóa-WG ~ C'i~ 
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contratista y todos aquellos que ha,n concurrido en la construcción 
de un edificio cual que sea, son responsables de un vicio de 
construcción, es con la condición de que estará justificado con una 
falta de su parte; y que la prueba, fuera del caso previsto en el 
Art. 1792, inc}Jmbe el propietario" 1 • 

El arquitecto puede así ver su responsabilidad comprometida 
por diversos vicios, en diferentes áreas, que serían consecuencia de 
faltas cometidas por él, ya sea en la concepción de los planos, en la 
elección del suelo, en l¡i construcción propiamente dicha, entre otras. 
Así por ejemplo, serían consideradas como faltas en el plano, una 
delgadez exagerada en los cimientos, un espesor insuficiente en los 
muros; como faltas en elección del suelo, establecer una construcción 
sobre un suelo no impermeable, sobre un suelo suscept'ible de ser 
corroído por las infiltracior;,es de un canal adyacente, ya existente al 
momento de la construcción 2, o por las aguas fluviales; se puede 
considerar como vicio en la construcción propiamente dicho, la caída 
de un pilar que ya amenazaba ruina al momento de la construcción, 
en las grietas o inclinaciones, en el uso de zinc para la confección de 
cañerías de agua cuando se sabe que es dañino, en la pendiente 
insuficiente en las bases de un puente, en el empleo de materiales de 
mala calidad, aunque a este respecto ,hay discusión. Todo depende 
del rol que desempeñe efectivamente el arquitecto en la realización 
de los trabajos de construcción; la opinión más generalizada 
respecto ,a la responsabilidad por la elección de los materiales es 
que ella es soportada por parte entre el arquitecto y el contratista3. 
Otros defectos en la construcción serían el empleo de una viga 
destinada a soportar un peso considerable y cuya fuerza es 
insuficiente, para este uso, en la colocación de chimeneas contra 
piezas de madera en condiciones . tales que hay un peligro perma­
nente de incendio . 

. No obstante lo antes dicho, la responsabilidad del arquitecto no 
es general o total. Ella dependerá en todo caso de la medida en la 
cual él ha podido contribuir a la realización de los defectos o vicios 
sobrevenidos a la construcción . Esta, podríamos decir, atenuación de 

l. Cass. 26 nov . 1973, Desmercieres, (S .74.1.11, p. 74, 16 , D.75 .1.20). ' 

2. Ed. Fuzier-Herman. Repertoire Général Alphabetique du Droit Civil Fran~ais. Tome 
V. París 1889; Pau, 2 juill. 1828, Gaudier Set P, chr. P. 43. 

3. Cour de Cassation, Ch. Civ. 1 re. sect.' civ.; 18 juill. 1955, Dalloz , Hebdomadaire, 
Jurisprudence. Année 1955. P. 735. 
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su responsabilidad ,.p roviene del hecho de que el arquitecto en la 
mayoría de loscasos, actúa conjuntamente con un contratista. " Se ha 
decidido que la responsabilidad de u_n arquitecto por los defectos 
constatados en un inmueble que él ha construido está comprometida 
en la medida del rol técnico que él está llamado a jugar en las diversas 
etapas del trabajo"11• Es lógica y razonable esta opinión, ya que desde 
el momento que los -trabajos de construcción no son llevados a cabo 
únicamente por el arquiecto, las faltas que puedan cometer los demás 
participantes en la obra no deben serle imputables, bajo las reservas 
necesarias. 

El arquitecto desempeña diversos papeles en la obra de 
construcción , él puede estar encargado a la vez de elaborar los planos 
y de· dirigir y recibir los trabajos por cuenta del propietario ; en este 
caso él sería responsable de todos los vicios inherentes al plano, así 
como de los provenientes del suelo o de los trabajos de construcción , 
y en general de todas aquellas faltas que él, provisto de conocimien­
tos técnicos suficientes, hubiera podido ev. itar con una vigilancia 
atenta. -

Si el arquitecto se ha limitado a elaborar los planos, sin dirigir ni 
recibir los trabajos, él -es únicamente responsable de las faltas que 
hayan sido la consecuencia de vicios en esos planos2 ; él no responde 
en modo alguno de los vicios de construcción . El sería responsable, 
p_or ejemplo, que las vigas hayan cedido a consecuencia de la 
insuficiencia en sus dimensiones, que fueron determinadas por el 
arquitecto. Otra función en la que podemos ver al arquitecto, es 
verificando solamente los trabajos, en este caso él no está encargado 
de ejecutar los planos, ni de ejecutar la construcción, su único deber 
es vigilar la buena ejecución de los trabajos y responde solamente 
de las faltas que sus conocimientos especiales le permiten percibir y 
que él no ha señalado. En este sentido ha expresado la Corte de 
Casación francesa lo siguiente: · 

"A TENDIDO que al descuidar este deber, él ha cometido faltas 
graves y repetidas que han contribuido a los dos accidentes; que 
no ha vigilado la edificación de la construcción conforme a los 
planos; que él nó ha revelado los vicios señalados en el empleo 
de materiales de mala calidad; que él ha dado su aprobación a la 

1. - Falloz. Encyclopédie Juridique. Repertoire de Droit Civil, Tome 11. P. 535. 

2. Cass. Civ. 111, 15 oct. 19-70; Bull. Civ. 111 , n. 515, p. 375 . 
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puesta de un techado metálico, aunque la separación de los 
·muros, en violación a los planos, hace insuficiente su fuerza de 
resistencia; que en fin, él ha descuidado asegurarse de que las 
instrucciones por él dadas, en lo que concierne al desguarnecí- · 
miento de los muros cuyo derrumbe ha causado el accidente del 
19- de noviembre de 1926, estaban siendo observadas, que el 
desconocimiento de estas instrucciones ha sido una de las causas 
de este derrumbe ... "1 . · 

No se considera que incurre el arquitecto en falta de vigilancia si 
él o su empleado ha prevenido de modo suficiente al contratista, de 
los peligros de las operaciones ordenadas. 

Claro está, que al igual que en derecho ,común, en ninguna 
r.esponsabilidad podría hacerse incurrir al arquitecto, si existe la 
prueba de un caso fortuito o de fuerza mayor, que excluya, 
autqmáticamente, toda idea de falta de su parte. . 

B. LA RESPONSABILIDAD DEL CONTRATISTA 

El contratista es el hombre que ejecuta los trabajos de la obra 
por su cuenta· y riesgo, y q1iien, si recibe un trabajo de otro, lo toma 
y lo discute de igual a igual 2 • De donde vemos la idea de autonomía 
que predomina, como vimos ante'riormente, en la ejecución del 
contrato de locación de obra por parte dél contratista, autonomía que 
la mayoría de las veces está en relación directa con el grado de 
responsabilidad que debe soportar el contratista. 

Pero sabemos, que el contratista trabaja en la mayoría de los 
casos en concurso con el arquitecto, que es el cont,ratista quien se 
encarga de la ejecución efectiva de los trabajos y es él quien pone en 
práctica las idea,s expresadas en los planos y cálculos por el 
arquitecto. Así encontramos que su responsabilidad también está 
regida por los artículos 1792 y 2270 del Código Civil, y a su cargo se 
establece por igual la presunción de falta en el caso del artículo 1792, 
y por consecuencia lógica la necesidad de la existencia de una falta a 
su respecto para que la responsabilidad pueda ser puesta en júego. 

1 
Cass. Crim. 18 oct. 1930 : J. C.P. 30 .11.13976. 

2. Savatier, René . Traité de Responsabilité Civile; en Droit Fran~ais. Tome l. L:ibrairie 
Générale de Droit et de Jurisprudence. París 1939. P. 386. 
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Es necesario sobre todo, para que se aplique esta responsabi­

lid1d, que el contratista actúe en esa calidad. "El contratista no es 
responsable de la garantía más que si él asume una responsabilidad 
personal y dispone de libertad en la ejecución"1 • Así no le serían 
aplicables al contratista los artículos 1792 y 2270 si él ha construido 
ur:i inmueble sobre su propio terreno y por su cuenta y luego vende el 
edificio así construido; él no debe garantía por los vicios ocultos más 
que en su calidad de vendedor. Pero 'sí viene a ser responsable el 
,c;ontratista del hecho de que, antes de comenzar el trabajo de 
sobreelevación que le ha sido pedido, proceda a todas las verificacio­
nes útiles concernientes a la solidez de los muros y de las vigas sobre 
las cuales él va a proceder a construir. "Entra en las atribuciones de 
esta profesión el verificar previamente el estado y la solidez de la 
construcción a sobreelevar"2 • 

I 

Respecto del -contratista es útil hacer, igual que con el 
arquitecto, una distinción en su aplicación según él trabaje solo o 
con el concurso de un arquitecto. En el caso de que él actúe solo hay 
varias opiniones sobre el particular. Hay quienes dicen, que él no 
responde, en ese caso, más que de las faltas que sus conocimientos 
personales deben permitirle evitar, él no sería responsable, según esta 
opinión, de los defectos que sólo los conocimientos espe'ciales de que 
dispone un arquitecto podrían prever. 

Una segunda opinión nos dice que la responsabilidad del 
contratista es completa si ha actuado solo, sin que un arquitecto haya 
intervenido en los trabajos. Su responsabilidad quedará compro­
metida, no obstante los trabajos de los cuales él se ha encargado 
salgan de su esP,ecialidad. 
' 

Nos inclinamos a aceptar esta segunda opinión como la más real, 
pues consideramos que si el contratista accede a construir sin el 
concurso de un arquitecto, él se hace lógicamente responsable de los 
defectos qµe , sobrevengan en la construcción y que sean debid.os a 
faltas relativas a . la función que normalment:e desempeRa un 
arquitecto, aumenta más nuestra simpatía y adhesión a esta hipótesis 
toda1 ~e~, que los trabajos s~ · es_tán llevan90 a ,c~bo además sin 
superv1s1on por parte del propietario. Esa tesis es wt1I, puesto que al 
agravar su responsabilidad, por tener más'autonomía, el contratista se 
esmerará en hacer un mejor trabajo. 

1. Le Tourneau, Phillippe. La Responsabilité Civile. Tome l. P. 363. 

2. Dalloz. Encyclopédie Juridique. Repertoire de Droit Civil. Tome 11. París 1951 . P. 536. 
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Si el contratista actúa conjuntamente con un arquitecto, su 
responsabilidad al igual que la de este último se verá atenuada. 
Ambos compartirán la responsabilidad, sin necesidad de que nos 
estemos refiriendo a la existencia de responsabilidad solidaria entre 
ellos, sino que a cada uno de ellos corresponde responder por faltas 
distintas concernientes al trabajo por ellos realizado. Así cuando los 
trabajos han sido hechos con el concurso de un arquit_ecto, sea que 
éste sólo haya elaborado los planos o que también haya sido. 
encargado de la vigilancia de los trabajos, el contratista no es 
responsable más que de los defectos cometidos en la ejecución de los 
trabajos; y como ya vimos al hablar sobre los arquitectos, corres­
ponde a los contratistas una parte, quizás la mayor, de responsabi­
lidad en lo relativo a la elección de los materiales usados; no sería 
responsable el contratista, que actúa bajo la dirección de un 
arquitecto del uso de materiales .extraños a su práctica habitual. Es 
responsable el contratista de como se usen y dispongan estos 
materiales en la obra, lo cual depende en todo momento de la 
habilidad y capacidad del contratista. 

No será responsable, en principio, el contratista, cuando trabaja 
junto a un arquitecto, de los vicios de los planos y cálculos. Tampoco 
es responsable, siempre que actúe en concurso con un ·arquitecto, de 
los vicios ocultos del suelo; pero a pesar de esta afirmación él será 
responsable toda vez que construya, aún sea por órdenes del 
arquitecto, sobre un terreno que él sabe movedizo, no se trata aquí, 
de vicios ocultos. Con esta disposición se quiere, en cierto modo, 
premiar par una parte a aquel contratista que ha actuado de buena fe 
frente a aquel otro que a sabiendas, realiza un mal trabajo. 

Variará la responsabilidad del contratista, cada vez que él esté 
trabajando sobre planos y cálculos elaborados por un arquitecto o 
ingeniero escogidos por él personalmente; él no escapa por esta 
condición, si se cumplen los requisitos exigidos, a la presunéión de 
responsabilidad prevista en el artículo 1792, ellos trabajan en estas 
circunstancias a sus riesgos y peligros, y serán entonces responsables 
de los vicios de los planos elaborados por dicho arquitecto que ellos 
han escogido. 

1 

Tanto aquí como en el caso del arquitecto, el contratista 
quedará liberado de su responsabilidad cada vez que sobrevenga un 
caso fortuito o de fuerza mayor que origine el vicio en la 
construcción. 

Las dos faltas principales en que puede incurrir un contratista 
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son, es a propósito de la elección · y uso de los materiales, de lo cual 
ya hablamos, y sobre la ejecución defectuosa de los trabajos. Puede 
también ser retenida su responsabilidad por la ejecución 1incompleta 
de los trabajos y por la ejecución . contraria a las reglas más 
elementales .de la construcción, por errores de orden técnico . Como 
sería por ejemplo, que un contratista haya sido encargado de la 
construcción del piso de una escuela en concreto armado, sin que 
sean precisadas en el contrato las condiciones de ejecución, siendo 
responsable de las filtraciones que se hayan producido en este piso 
por él haber usado procedim íentos de carácter defectuoso y por la 
insuficiencia de cu'idados aportados por él en la ejecución de esta 
obra. 

De manera general, se considera como defectuosa "toda 
ejecución que sea contraria a los usos en materia de construcción o a 
las reglas del arte. También es defectuosa toda ejecución de los 
t rabajos que sea contraria a lf}s disposiciones contractuales o a los 
planos" 1 • El contratista esfá 9bligado, como técnico diligente, a no 
sólo limitarse a ·seguir las instrucciones de los planos elaborados por el 
arquitecto. Su actitud no debe ser tan pasiva . Le corresponde llenar 
las lagunas de los planos que le son sometidos, debe completarlos en 
lo que a detalles de ejecución se refiere. El debe también expresar 
sus reservas en el caso de que el proyecto manifestara vicios 
ostensibles. 

Todas estas condiciones son exigidas para poner en causa la 
responsabilidad, ya sea del contratista o del arquitecto,• no importa 
qué tipo de trabajo . esté realizando, sea un edificio destinado a 
habitación sea un puente o un canal por ejemplo, siempre que se 
presenten los problemas expuestos y otros más que no hemos aquí 
enumerado y que revelan claramente la falta del constructor, 
haciéndose necesario aplicar los artículos 1792 y 2270 Código Civil. 
Siempre que se constatan estos problemas en las obras de construc­
ción y el_arquitecto o el contratista, sea llevado a causa por ello, el 
juez, como lo hace en todas las obligaciones de hacer, ordenará la 
reparación del vicio , aún esta reparación conlleve la demolición de la 
obra y su ejecución de nuevo. Podría, en ciertos casos, ser condenado 
a pagar daños y perjuicios al propietario; para el cálculo de éstos, el 
juez se colocará al momento de la decisión definitiva de la condena. 

1 

Respecto de las faltas descritas es oportuno aclarar que el juez 

1. Cantelaube, Colette. La responsabilité décennale des entrepreneurs en Droit Public 
Franfais. Ed . 2 Editions Eyrelles. París.1967, P. 74. 
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del fondo goza de un criterio amplio y libre ·de interpretación, y estas 
faltas no serán tomadas como tales en abstracto sino examinando 
cada caso en concreto, ya que no sería raro que encontraran que en 
determinada obra las fisuras en el suelo no comprometen la solidez 
del edificio cuando al analizar otro- asunto encontramos que esas 
mismas faltas, o sea en este caso las fisuras, ponen en peligro la 
solidez del edificio. 

C CASO DE LAS CONSTRUCCIONES DE OBRAS PUBLICAS 

Estamos conscientes de que el tema de las construcciones de 
obras públicas sería merecedor de una Memoria completa a su cargo, . 
sin embargo, no podemos al .tratar sobre la responsabilidad general de 
los constructores dejarlo de lado. Es un punto muy interesante desde 
el momento que, por el carácter que reviste una de las partes 
contrata'ntes, este contrato va a ser influenciado por normas propias 
del derecho administrativo. 

Se entenderá por trabajo público, en el orden que nos interesa, 
la edificación de todo inmueble, que tenga un fin de utilidad pública, 
y que su ejecución haya sido ordenada por cuenta de una persona de 
derecho público. Serán aplicables a estos constructores qµe han 
firmado un contrato de trabajos públicos, los artículos 1792 y 2270 
del Código Civil, con ciertas modificaciones; modificaciones que en la · 
mayor parte de los casos amplían el ámbito de aplicación que se da a 
esos artír, ulos en el derecho común, sobre todo debido a la evolución 
que se ha originado en la jurisprudencia administrativa, así como su 
abundancia en sentencia que conciernen a est~ materia. 

En República Dominicana las obras de cd nstrucción por parte 
del Estado o Municipios o cualquier otra persona pública, están en 
sentido general , sometidas a los principios del derecho común y a los 
reglamentos que rigen el ejercicio de la profesión de arquitecto, 
ingeniero y profesiones afines. El sometimiento de este tipo de obras 
a los reglamentos . que emite CODIA es más notorio, desde el 
momento que la ley No. 6160 del 12 de enero de 1963, que crea 
dicha institución, prevé en su artículo 6, acápite b, entre los fines del 
Colegio: "servir como guardián del interés público y actuar como 
asesor del Estado en los asuntos de su competencia"; es en virtud de 
esta última parte de la disposición legislativa, donde se habla de 
"asesor del Estado'', que se revela la importancia del rol que 
desempeña el <;:ODIA en materia de reglanie.ntación de trabajos 
públicos, aunque en los últimos años, en la práctica, su papel no fue 



tomado en cuenta para nada, y la adjudicación de ob_ras se hacía sin · 
su consulta. 

No obstante, no son estas las únicas disposiciones en nuestro 
país destinadas a regir los contratos de trabajos públicos; encontra­
mos la · ley No.105 del 16 de marzo de 1967 1 , que es la última 
vigente, pues con anterioridad se habían promulgado una serie de 
leyes al respecto; esta ley No.105 reglamenta el modo de adjudica­
ción de las obras del Estado, partiendo del monto a que ellas 
asciendan 2 . Otra ley es la número 5560 del 24 de junio de 1962, más 
adelante hablaremos ampliamente sobre esta ley. 

7. CARACTERISTICAS DE ESTE CONTRATO 

De un modo general a este tipo de contratos de trabajos 
públicos se le aplican las reglas concernientes al contratista de obra 
en derecho común. Aunque ya desde el principio del tema vimos, que 
para que se trate de contrato de trabajos públicos debe llenar por si 
mismo ciertos requisitos, de finalidad de la obra sobre todo. En 
cierto modo, aplicar la responsabilidad de los artículos 1792 y 2270 
exactamente igual a los contratistas de obras públicas no tiene, en 
equidad, razón de ser. Se busca antes que nada con el establecimiento 
de esta responsabilidad proteger al propietario de la obra que 
generalmente, desconoce los procedimientos técnicos empleados en 
la construcción, así, como no dispone de medios eficaces para forzar 
al contratista o al arquitecto a reparar su error. 

Pero en el caso de los trabajos de obras públicas el Estado o sus 
dependencias cuenta a menudo con un departamento técnico que lo 
asesora al momento de concluir este tipo de contratos, así como en 
su supervisión, y éuenta a la vez con una serie de procedimientos 
coercitivos que obligan al arquitecto o al contratista a ejecutar su 
obra conforme a las reglas del arte y las leyes. Así entonces en este 
campo la responsabilidad como medio de constreñir al constructor a 
realizar un buen trabajo no es tan importante, pero no deja de ser 
útil. 

1 

El contratista de trabajos públicos "asume responsabilidades 

l. Ley No. 105 del 16 de marzo de 1967. G. O. No. 9026. 

2. No ta: Esta ley no es de dudar que dentro de poco tiempo sea modificada. Basándonos 
para hacer esta afirmación en el sinnúmero de artículos periodísticos a cargo del 
COD IA o de sus miembros independientemente, que han sali,do publicados última· 
mente, y que tienden a esta modificación'. 
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múltiples que se presentan bajo formas muy diferentes y que pueden 
ser comprometidas frente a diversas categorías de persónas" 1 ; al igual 
que sucede con los contratistas. y arquitectos en derecho común que 
verán su responsabilidad puesta en juego en diversas categorías. Así 
vemos que el contratista de trabajos públicos es responsable 
contractualmente, durante la ejecución de los trabajos, frente al 
dueño de la obra de toda violación a las obligaciones previstas en el 
contrato y en general, de las obligaciones contractuales de derecho 
común. También frente al duc110 de la obra,él es responsable, luego 
de lá recepción de los trabajos; en virtud de la responsabilidad de los 
artículos 1792 y 2270 del Código Civil, de todo vicio de construc­
ción originado por su falta . 

Frente a los terceros, el contratista es responsable de todos los 
daños que puedan causarles la ejecución defectuosa de las obras 2. 

Es necesario entonces, que el contratista cometa una falta que 
engendre a su vez un vicio en la construcción. Sabemos que es 
necesario que se trate de un vicio que afecte la solidez de una bbra 
mayor, que no sea aparente al momento de la recepción definitiva. Es 
una modalidad propia del derecho administrativo, en la responsa­
bilidad de los constructores que tratan con la administración, donde 

. se establece que el vicio que afecte la .obra construida debe además, 
de lo antes dicho, "hacer la obra impropia a su finalidad" 3. Esto ' 
último se justifica sobre todo porque, como ya dijimos, uno de los 
rasgos que caracterizan los trabajos públicos es el fin a que se van a 
dedicar, son de interés general y para el bien público, es posible 
entonces que sobrevengan a la obra defectos, que si bien no 
comprometen en modo alguno la solidez de la obra, la hac~n 
impropia al destino fijado para ella y conocido de antemano por el 
contratista o arquitecto, aqu ( podría ser retenido como falta que 
desencadena la responsabilidad del constructor algún defecto que 
afecte a una obra menor, siempre y cuando éste conlleve la 
incapacidad de destinar la obra al fin previsto o señalado. Un defecto 
que hace la obra impropia a su finalidad, sería que se preséntaran 

l. Cante laube, Colene. La Responsab ilité Décennale des Entrepreneurs en Droit Public 
Fran rais. Ed. 2a. Ed ition Ey roll es. París 196 7 . P. 28. 

2 . Aunque no lo ex aminamos aquí, e l contratist a es responsable, frente al pe rsonal obrero 
que ha contr atado, de acuerdo a la leg isl ación laboral, es responsable también en su 
calid ad de comitente de las actuacion es de sus preposés. 

3. ·Juri s Classc ur Civil. Architects e t Entre preneurs . Responsabililé Décenn ale et Biennale. 
Atr . 1788 - 1794. Année 19 73 , P. 15. ' · 
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fisuras en la pared de una cisterna municipal encargada de abastecer 
de agua a una parte de los moradores del pobladol. 

Encontramos también, que frente a los terceros sus responsa­
bilidades es igual que en el derecho común, él podrá verse llamar en 
garantía por el dueño de la obra, durante el plazo que permanezca 
obligado frente al propietario. Su responsabilidad abarca todo el 
perjuicio que· haya podido ocasionar sea a otro inmueble o a una 
tercera persona distinta del propietario. 

En materia de cláusulas de atenuación o exonerac,on de la 
responsabilidad, éstas son admitidas casi a unanimidad en derecho 
administrativo y sobre todo por la jurisprudencia. Nos dice la 
doctrina administrativa en este sentido que los arquitectos y 
contratistas pueden ser exonerados de su responsabilidad por medio 
de una cláusula contractual, a condición que esta cláusula de 
descargo sea explícita y figure expresamente en el contrato. Claro 
está, estas cláusulas nunca exon_eran la falta grosera o dolo. Así 
encontramos también, que por medio de una cláusula contractual se 
puede extender, la responsabilidad que incumbe· a los constructores 

, en virtud de los artículos 1792 y 2270, a todos los defectos que 
puedan producirse en el plazo que dure su garantía, y se prevé 
asimismo, que las cláusulas de exoneración de la responsabilidad 
pueden liberar al contratista sólo de la responsabilidad, haciendo que 
ésta recaiga por completo s'obre el arquitecto o yiceversa 1 • 

Advertimos también, que en estos casos de responsabilidad de 
los contratistas de obras públicas, su responsabilidad puede verse 
disminuida o compartida con la del arquitecto que presta su concurso 
en la obra. Es deber del contratista en esos casos informar al 
arquitecto de las anomalías que se presenten en la obra, corno sería 
en las bases de la estructura, en las vigas, etc. y se considerará que él 
está en falta, si no procede a hacer estas advertencias al arquitecto, 
toda vez que dichas anomal fas fueran percibibles por sus conqci­
mientos . 

. Podemos señalar que en República Dominicana para la adjudica­
ción de obras que realiza el Estado, se procede a ellas por concurso 
entre los profesionales calificados. A este efecto se procurará el 
Estado en la mayoría de los casos el asesoramiento ·del CODIA. En 

l. Cons. d'Et. 10 mars 1954. Sté les entreprises Garscinski, A.J.D.A. 1954.11.88. 

l. Cons. d'Et. 17 déc. 1954, D.H. Somm. 1956, P. 3. 
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virtud de la citada ley No.105 de 1967, es obligatorio para el Estado, 
que a partir del monto de diez mil pesos oro (RD$10,000.00), 
someta a concurso las obras de construcción que va a llevar a cabo, 
por lo que se deduce que por debajo de este precio no es obligatorio 
para el Estado someter las obras a concurso. Aunque de nuestra parte 
señalamos que este método de concurso llevado a cabo sin 
subterfugios, es uno de los métodos que mejor garantiza que las obras 
sean ejecutadas por las personas más calificadas para ello, y en 
muchos de los casos asegura una ejecución más económica .que las 
demás. -

1 

Aunque aún no hemos tratado el tema en lo que se refiere a los 
constructores en derecho común, podemos avanzar que -e n materia de 
seguros de responsabilidad no se exige a estos contratistas nada, ni en 
virtud de ley ni de reglamentos. En cambio, en materia de 
contratistas de obras públicas encontramos la ley No.5560 del 24 de 
junio de 1961, donde se establece una garantía temporal a cargo de 
estos contratistas. Ella nos dice que los contratistas de obras públicas 
deben contratar una póliza de seguro que cubra en el transcurso de los 
trabajos el monto del avance que perciba para el inicio de los mismos 
hasta .su amortización total por medio de las cubicaciones. Luego de 
la recepción de la obra, el contratista depositará, como requisito 
previo indispensable para la expedición de la certificación correspon­
diente, una garanría que cuºra el 10% del monto total del contrato 

_por el término de un año. Esta garantía es sin perjuicio de la que 
estos contratistas deben en virtud del Art. 1792 y Art. 2270 del 
Código Civil. Así encontramos algo, completamente sui generis a este 
tipo de contratos en República Dominicana. Disposición legislativa 
muy útil ya que refuerza más la garantía instituida por el Código 
Civil, y generalmente la existencia de este tipo de seguros hacen al 
juez más favorable a· dictar una sentencia condenatoria contra los 
constructores pero que beneficiará en todo caso a la víctima del 
vicio o daño. Por medio de esta disposición legal, el Estado o sus 
dependencias, se asegura que los defectos que sobrevengán a la obra 
van a ser reparados, ya sea en naturaleza, mediante la corrección 
efectiva del vicio, o ya sea por medio de una indemnización. 

Hay muchos otros aspectos que pueden ser tratados ,en esta 
materia y que la hacen objeto de un estudio independiente de todo 
otro ámbito de responsabilidad. Esperamos, sin embargo, que los 
rasgos mostrados den una idea de cómo se trabaja en esta área. 

Debemos entonces determinar la división o repartición de la 
carga respecto de la responsabilidad que incumbe a las personas 

) 
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consideradas en los Arts. 1792 y 2270 · del Código Civil. Esta 
determinación, a veces, resulta difícil de precisar sobre todo en lo 
que concierne a los criterios para decidir si dichas personas son 
responsables solidariamente o no. 

D. DISTRIBUC/ON DE LA RESPONSABILIDAD 

Para poder determinar con precisión la parte de responsabilidad 
que corresponde a cada una de las partes involucradas en el contrato 
de construcción, es preciso tener bien c[aro cuales son las funcio_nes 
que . cada uno de ellos desempeña, ya que es precisamente en virtud 
de sus actividades que cada parte verá cbmprometida su responsa­
bilidad. Es por ello útil, haber delimitado con anterioridad los 
diferentes campos de acción del arquitecto, del contratista y aún del 
dueño de la obra. No obstante, es bueno recordar, que la misión 
principal del arquitecto es la elaboración de los planos y vigilancia de 
la ejecución de los trabajos; que corresponde al contratista llevar a 
cabo, . en modo general , esta ejecución práctica de las ideas del 
arquitecto, y por su parte el dueño de la obra representa un papel un 
tanto pasivo, que en la mayoría de los casos se limita a que, al 
formalizarse el contrato, él exprese sus condiciones y deseos de 
ejecución y, al momento de , la recepción, dé su aprobación a los 
trabajos. 

No obstante esta determinación del área a que corresponde cada 
cual, y que aparentemente es tan nítida, en la práctica y por parte de 
la jurisprudencia, que exige a los constructores una especie de 
colaboración entre ellos, esta división en las áreas de actuación, antes 
tan específica, ahora se vuelve un poco difusa. Son muchas las veces, 
que se exige al contratista que haga observaciones a los planos que le 
son presentados por el arquitecto ; otro tanto nos toca advertir con 
relación al arquitecto y es que a consecuencia del deber de vigilancia 
que sobre los trabajos le es impuesto, él debe hacer advertencias al 
contratista, cada vez que encu~ntre que los métodos de ejecución 
empleados por éste revisten peligrosidad para la solidez de la obra 
ejecutada. 

Vemos, entonces, cómo va surgiendo interrelación en las 
actividades de las partes y por lo tanto, como su responsabilidad no 
siempre será exclusiva a cada uno de ellos, sino que en muchos casos. 
tendrá que ser compartida pór ambas partes, contratista y arquitecto, 
y aún tendremos situaciones, raras es cierto, en que la actuación del 
dueño de la obra incidirá para que las faltas que sobrevengan en la 
obra no sean sólo responsabilidad de los constructores, sino que 
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también él intervenga en la repartición de responsabilidad para 
ac1arar la idea tal como veremos más adelante 1 . 

1. SOLIDARIDAD ENTRE ARQUITECTO Y CONTRATISTA 

Como ya dijimos, son muchas las situaciones en las cuales el 
arquitecto y el contratista actuando conjuntamente en la construc­
ción de una obra verán sus actividades mezclarse. Será necesario en 
estos casos determinar, en caso de falta que ocasione un vicio a la 
obra, la parte de responsabilidad que corresponde a cada uno de éllos 
en esa falta, así como la naturaleza de la obligación que los une a 
reparar ese v icio, ya que al determinar esta naturaleza variarán sus 
efectos. 

Se presenta a . menudo en el de recho común de la responsabi­
lidad el problema de precisar en qué ·momento nos encontramos 
frente a una obligación solidaria y cuándo se trata de una obligación 
in solidum. Ambas figuras jurídicas tienen mucho en común, y' en lo 
esencial, dan al acreedor la misma ventaja, es decir, la posibilidad de 
que en caso de pluralidad de deudores poder cobrar la totalidad de su , 
crédito a cualquiera de ellos. . 1 

1 

No obstante esta semejanza, ambas difie ren en los llamados sus 
efectos secundarios. Cuando nos encontramos· frente a una obligación 
·solidaria se presume que entre todos los deudores, ha operado la idea 
de un mandato, ya sea tácito o expreso·, y asimismo existe entre ellos 
una especie de representación. Entre esos efectos secundarios, 
derivados de la idea de representación, te.nemds : la puesta en mora, la 
notificación; dirigida a uno de los deudores pone en mora a todos los 
demás y hace correr a su respecto los intereses moratorias; las 
persecuciones dirigidas contra uno de los codeudores interrumpe la 
prescripción respectó a todos: En cambio, se ha decidido que 
precisamente lo que diferencia la obligac ión solidaria de la obligac ión 
in solidum, es la ausencia en el caso de esta última de los llamados 
efectos secundarios , de ahí que se denomine a esta situación también, 
como, solidaridad imperfecta. "El interés de la distinción radica 
particularmente, en que los efectos secundarios de la solidaridad no 
se producen entre deudores obligados solamente in solidum" 2. 

Difieren también amba.s obligaciones en 19 que respecta a sus 

l. V. infra pág. 50. 

2. Antonio Rosar io . Cátedras de Responsabilidad Civil. UASD. P. 40 . 
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respectivos campos de aplicación. Encontramos que la solidaridad 
como tal, según nos dice .el Art. 1201 del Código Civil, no se 
presume. Es preciso entonces, para hacer aplicación ·de la misma, que 
ella ,sea prevista por un texto legal o que ella pueda ser deducida de la 
voluntad de las partes. En cambio, la oblig~ción in solidum surge 
precisamente de la necesidad que. ap'arece debido a lo restrictivo del 
área de aplicación de la obligación solidaria, y tiene su aplicación 
principal, en el campo de a responsabilidad civil •delictual; y en 
muchos casos la jurisprudencia ha decidido hacerla aplicable al 
campo de la responsabilidad contractual1 • · 

Al tratar de hacer aplicación de estas ideas al campo de la 
responsabilidad de los arquitectos y contratistas debemos además 
tener presente que la solidaridad tiene explicación bajo el funda­
mento de que "hay una deuda . única teniendo un solo y mismo 
objeto, una sola y misma causa, y varios codeudores, cada uno 
estando obligado personal y separadamente por la totalidad de la 
deuda" 2 • Por el contrario, el fundamento de la obligación in solidum 
no tiene su origen en el hecho de que varios deudores estén obligados 
en virtud de un m~smo objeto. 

Encontramos así que hay varias opiniones que dan a la 
obligación del arquitecto y el contratista, tanto una naturaleza 
solidaria como una naturaleza de obligación in solidum. 

Tenemos entonces, una opinión que nos dice, que el arquitecto 
y el contratista son solidariamente responsables cuando ellos actúan 
dentro de las previsiones del Art. 1792. Se les puede oponer 
claramente a los partidarios de esta idea que el Art. 1202 del Código 
Civil, es tajante al respecto, cuando habla de que la solidaridad no se 
presume, ella no puede entonces resultar sino de la ley o de la 

. voluntad expresa de las partes, y en ningún texto legal encontramos 
disposición respecto de la solidaridad entre arquitecto y contratista. 

Según otra opinión, en los casos no previstos por el artículo 
1792, el arquitecto y el contratista serán responsables en virtud de 
los Arts. 1382 y 1383 y, en consecuencia, ellos debieran ser 
condenados solidariamente todas las .veces que el resultado de su .falta 
sea indivisible. Podemos fácilmente combatir esta tesis, observando 
que los arquitectos y contratistas están ligados al dueño de la obra 

1 ' . 
1. Cass. Civ. 14 mai 1959, D. 1959, Somm. 165. 

2. Alex Weill. Droit Civil,· Les Obligations. Deuxieme edition. Dalloz. París 1975. P. 980. 
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por un contrato, por lo tanto,. su responsabilidad a su respecto no 
puede verse en modo alguno comprometida en virtud de los artículos 
1382 _y 1383, salvo el caso de dolo en que se excluye la 
responsabilidad especial y resurgen los artículos 1382 y 1383. 

Por otra parte, algunas veces, la jurisprudencia ha tratado 
de implantar en esta área la idea de 1a solidaridad, y se ha decidido a 
ese respecto que "en caso de faltas comunes, el contratista puede ser 
declarado responsable de los defectos frente al propietario, solidaria­
mente con el arquitecto, cuando por otra parte él debe responder de 
ello a los términos del contrato"1 • Justifican esta condena solidaria 
con el hecho de que en la ocurrencia del vicio han intervenido a la 
vez, faltas de concepción por parte del arquitecto y en parte falta del 
contratista, por el hecho de no haber rehusad.o la ejecución de unos 
planos defectuosos~. 

Pero no obstante todo ello, la idea de la solidaridad es rechazada 
por una gran parte de la doctrina y de la jurisprudencia. El hecho de 
que, ya sea el contratista o bien sea el arquitecto, se comprometa a 
garantizar las actuaciones del otro, frente al propietario, no consti­
tuye la existencia de una; obligación _solidaria, ya que en ningún 
momento, por esos compromisos asumidos, la transacción inter­
venida entre el propietario y el contratista, por ejemplo, aprovecha al 
arquitecto o viéeversa. Así tampoco, en caso de que sea sólo uno de 
ellos el que se comprometa a garantizar al propietario de las 
actuaciones del otro, este compromiso no es oponible,. en caso de 
necesidad, a su contrario. Más bien se trataría, en estos casos, de una 
fianza sui generis, y . es que en ningún momento el arquitecto y el 
contratista se han obligado en virtud de un mismo objeto o causa; sus 
misione's respectivas, si bien se complementan entre sí, son indepen­
dientes, cada una tiene su objeto propio, el arquitecto concebir los 
planos y dirigir su ejecución y el contratista ejecutar los trabajos. 

Entonces es obvio que sólo podría -surgir la idea de una 
obligación solidaria en este ámbito cuando el dueño de la obra confía 
la realización de una misma misión a dos o más constructores, pues, 
es en este caso el único donde se aprecia una unidad de objeto. Y 
también claro está, en el casó de que en el contrato de construcción 
se especifique claramente que ambos -contratista y arquitecto- se 
obligan solidariamente frente al dueño de la obra; fuera entonces de 

1. Dalloz. Encyclopédie Jurldique. Repertoire de Droit Civil. Tome 11, París 1951. P. 5_36. 

2. Antonio Rosario. Cátedras de Responsab ilidad Civil. UASD. P. 37. 
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disposición contractual al respecto, los jueces sólo podrían limitarse a 
pronunciar contra ellos una condena in solidum. 

2. RESPONSABILIDAD IN SOLIDUM DE LOS 
ARQUITECTOS Y CONTRATISTAS 

/ / 

El arquitecto y el contratista están ligados al dueño de la obra 
por contratos distintos: de donde deducimos claramente que su 
responsabilidad no es solidaria, por todo lo que hemos expresado 
anteriormente. 

Ellos podrían, no obstante en caso de que hayan cometido una 
falta que ha concurrido a la realización del daño completo o si es 
irr:'posible disociar la parte que hubiere sido divisiblemente causada 
por la actividad respectiva del uno y del otro en el daño, ser 
responsables in solidum para reparar el daño frente al dueño de la 

obra 1 . 

Es a nuestro entender posible en esta área, la condena in 

solidum o la obligación in solidum en virtud de las características 
precedentemente expuestas. Como sabemos, en la obligación in 
solidum no existe la necesidad de que haya un único objeto entre los 

deudores, y no existe en ningún momento la idea de representación 
entre ellos. Pero, al igual, que en el caso de la solidaridad, permite al , 

acreedor, obtener de uno de los codeudores el pago de la totalidad de 

la deuda. 

Es preciso no obstante, antes de decidirnos a dar nuestro 
parecer, presentar las críticas que se dan a esta idea. La obligación in 
solidum puede, claro está, resultar de la voluntad manifiesta de las 
partes contratantes; pero, también, en ausencia de esta manifestación 

de voluntad, podría retenerse la obligación in solidum contra los 
constructores. Esta podría surgir, ya sea de la unidad de objeto o de 
la falta común. Dijimos que en el caso de los arquitectos y 
contratistas es preciso descartar el fundamento de objeto común, ya 
que ambas partes tienen. sus misiones bien diferenciadas y además, los 
contratos que los unen al dueño de la obra son distintos ·e 
independie'ntes uno del otro. Ahora bien, el caso de falta común es 
más justificable, y explicamos que el arquitecto y el contratista 
pueden en ciertos casos cometer faltas que, conjuntamente, contribu­
yen al vicio que afecta la obra, faltas que es imposible dividir y por 

1. 1re. civ., 14 oct. 1958, Bull. !, n. 426; cit~da por Le Tourneau. Op. Cit. P. 363. 
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tanto imposible tambiéri dividir la responsabilidad .entre las partes. · 
No obstante esto, hay quienes afirman que sólo sería aplicable esta, 
disposición en 111ateria de responsabilidad delictual y que por tanto, 
tratándose la responsabilidad de los constructores de una responsabi­
lidad contractual no habría razón, para traspasar a ella las disposi-
ciones relativas a la responsabilidad delictual. -

Nos parece, a pes,ar de todo, que sería la condena in solidum la 
más justificable en el área que examinamos, ya que como bien vimos 
ella no requiere t,Jnidad de objeto ni trae como consecuencia efectos 
secundarios provenientes de la idea de representación, efectos que 
como examinamos no se producen entre arquitecto y contratista aún 
ambos se obliguen a garantizar la ejecución fiel y exacta, de los 
trabajos requeridos al otro. Además, varias decisiones francesas han 
admitido, aunque no específicamente en caso de arquitecto y 
contratista, "que en caso de falta común, cada uno de los coautores 
puede ser condenado a reparar la integridad del daño a la completa 
realización del cual el ba contribuido" 1 , solución por demás lógica y 
práctica que permite sancionar al mismo tiempo a ambas partes en 
falta. · 

Hay por otra parte, quienes dicen que la cuestión de aplicar 
una u otra obligación, no podría ser resuelta más que determinando 
el fundamento de la obligación in solidum. Hay quienes dicen, que la 
obligación in solidum vendría a ser una simple extensión del Art. 55 
del Código Penal, por lo que solidaridad y obligación in solidum no 
serían más que dos formas de u.na misma figura jurídica, en este caso 
la obligación in solidum no podría ser aplicable en el ámbito 
contractual. Por otra parte podríamos considerar que la obligación in 
solidum y .la solidaridad son diferentes por su causa y por su objeto. 
En este caso, entonces, cuando el legislador prohibe la solidaridad sin 
texto, no está con ello ·rechazan,;fo la obligación in solidum. 

' Nós inclinamos por esta opción. Consideramos a la obligación in 
solidum como una figura jurídica independiente de la solidaridad y 
con un régimen propio de aplicación, por tanto ella es aplicable en 
materfa de responsabilidad de los constructores. No obstante 
encontrarnos dentro del área de la responsabilidad cpntractual, toda 
vez que el arquitecto y el contratista en sus actividades incurran en 
una falta común que no permita determinar la parte de responsabi­
lidad que corresponde a cada uno de ellos en el vicio originado a 
consecuencia de dicha falta. 

1. 14 déc. 1964, D. 1965.95 . Citada por Alex Weill, Op. Cit., P. 990. 
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Luego de que fueren condenados in solidum, ya sea que el 
arquitecto tenga que pagar la totalidad de los daños o . que ello 
corresponda al contratista, cualquiera que sea el que pague tendrá un 
recurso contra el otro. Cada uno, en sus relacioñes personales entre 
sí, no es responsable más que de una parte. Sus relaciones son de tipo 

. extracontractual, ellos son terceros, no los liga ningún contrato. Por 
lo cual esta acción recursoria tiene un carácter de responsabilidad 

. delictual. 

3. LA RESPONSABILIDAD DEL DUE/iJO DE LA OBRA 
1 

El dueño de la obra con sus actuaciones puede alterar el curso 
de la responsabil idad aplicable a los constructores que trabajan para 
él. Aunque si bien es cierto, que generalmente, esta influencia del 
dueño de la obra es m(nima, él casi nunca interviene en la ejecución 
de los trabajos, y si lo hace corresponde al constructor, que sabe que 
él es inexperto en la materia, rechazar todo tipo de influencia en sus 
trabajos . y más si esta injerencia conlleva un alto grado de 
peligrosidad. En caso de que el dueño de la obra exija la ejecución de 
sus órdenes, debe el .constructor rehusarse a llevarlas a cabo ·y, si es 
preciso, descontinuar la ejecución de sus labores de construccion. 

Pero aún así, es preciso distinguir, puesto que hay casos en que 
el papel del dueño de· la obra no es tan insignificante. Sería el caso 
por ejemplo, de que él mismo fuera un arquitecto o un experto en 
construcción. Ya aquí su influencia sobre los constructores que 
trabajan en una obra suya varía, sobre todo au.menta, es en estos 
casos entonces donde, en 'el supuesto de que el dueño de la obra diera 
una instrucción que luego perjudicara la obra, él también vería su 
responsabilidad comprometida conjuntamente con aquella de los 
constructores, sobre todo si la falta cometida perjudica a terceros. 

Aún entonces, en estos casos, el constructor, verá compro­
metida su responsabilidad ya que si bien siguió órdenes de u-na 
persona calificada, sus propios conocimientos le permitían darse 
cuenta del riesgo que implicaba la puesta en obra de esa orden; pero 
su responsabilidad se verá compartida entre él y el dueño de la obra, 
quien no podría reclamar del constructor la . reparación total del 
daño, ya que parte de esa reparación le corresponde a él mismo. 
Siempre se tratará en estos casos de responsabilidad contractual. 

Otra cosa sería, si la. falta que produce el vicio en la obra 
ocasiona un perjuicio a un tercero, en las condiciones previstas, y 
antes de·· la recepción de la obra. Este tercero podrá accionar ya sea 
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contra el dueño de la obra o contra los constructores. Se trata aquí 
de una acción de tipo delictual, ambos son responsables y deben 
responder del daño causado. Aquel que · pague tendrá un recurso 
contra el otro en cobro de la parte pagada por él y que le corresponde. 

Ahora bien, el problema también podría surgir luego de la 
recepción de ,la obra, si es que el vicio en la obra aparece a 
consecuencia de que el dueño la ha usado para una finalidad distinta 
de la prevista, entonces él no podrá quejarse frente a los construc­
tores que trabajaron correctamente previendo una determinada 
utilización o un uso corriente al efecto. 

El vicio resultante de una falta común entre constructores y 
dueño de la obra puede surgir luego de la recepción, en este caso 
también su responsabilidad es compartida. Frente a los terceros, será 
el dueño de la obra quien responda desde el momento de la­
recepción, pero él tendrá un recurso contra los constructores, a firi de 
cobrarles la parte de los gastos que les corresponde en virtud de su 
falta común. 

E. LAS CLAUSULAS DE EXONERACION O 
LIMITACION DE RESPONSABILIDAD 

Como hemos visto a través del trabajo, cuando el arquitecto o el 
contratista actúan, siempre lo hacen dentro del ámbito de su 
contrato, es así entonces que si ellos comprometen su responsabi­
lidad será en la generalidad de los casos, su responsabilidad 
contractual 1<!, que entra en juego. 

Es entonces examinando las características en derecho común 
de esta responsabilidad contractual para luego pasar al área más 
especial de la responsabilidad de los arquitectos y constructores, que 
vamos a analizar el valor que tienen las cláusulas exoneratorias o 
limitativas de responsabilidad en el área contractual. 

Encontramos así, que en el derecho común de la responsabi­
lidad contractual las cláusulas que suprimen la responsabilidad 
contractual son, en principio válidas. La razón de esta validez reside 
sobre todo en la idea de la libertad de las convenciones; desde el 
momento que una persona se compromete a prestar un servicio a otra 
lo hace por su propia voluntad, el derecho, en principio, no lo obliga 
a ello. No debe · entonces comprometerse más que lo que ha 
sinceramente prometido y podrá por tanto aportar las limitaciones 

\ 
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que desee a su compromiso. No obstante, este principio de la validez 
de las cláusulas en materia contractual también tiene sus limitaciones. 
No podría en modo alguno llegarse hasta el punto, que, al insertarse 
una cláusula exoneratoria de responsabilidad la ejecución del 
contrato quedará totalmente a la voluntad de uno de los contra­
tantes. Es además, peligroso la insersión indiscriminada de este tipo 
de cláusula ya que conllevarían una disminución contínua en la 
diligencia con que ejecutara su compromiso aquel en favor de quien 
dicha cláusula es insertada. 

· ,Ha surgido últimamente, en la jurisprudencia 1 , una tendencia a 
. limitar el efecto completamente exoneratorio de una cláusula de este 
tipo, y se dice, a este respecto, que el único efecto que t~ndría una 
cláusula de exoneración total de responsabilidad es el de reinvertir la 
carga de la prueba, correspondería en estos casos al acreedor, probar, 
que el deudor ha cometido una falta en la ejecución de su obligación 
y que por tanto está obligado a reparación. Pero nos parece que esta 
decisión no es lógica, ya que se dice para justificarla que si bien estas 
dáusutas son válidas en materia contractual, en materia delictual son 
nulas y que al poner de manifiesto el acreedor la falta de su deudor 
entra en juego el Art. 13822 .' Afirmamos que no es lógicamente 
basándonos en el principio del no cúmulo de la responsabilidad 
contractual y delictual, lo que sí constituye una restricción a la 
validez absoluta de estas cláusulas en que ellas no surtirán 
efectos cuando exista. dolo o falta grosera. Y en tal sentido, la 
jurisprudencia quita valor a estas cláusulas mostrándose cada vez más 
dispuesta a calificar ciertas faltas como faltas groseras, en las cuales 
las cláusulas no tienen efecto alguno. 

En caso de aquellas cláusulas que sólo limitan la responsabilidad, 
la jurisprudencia en general, admite su validez y más aún después de 
admitir la validez de las exoneratorias; también en el caso de las 
cláusulas limitativas se prevé que ellas no surtirán efecto toda vez que 
se trate de falta grosera o dolo. 

'A pesar de esta val.idez de principio de las cláusulas exonera­
torias o limitativas de responsabilidad en el derecho común de la 
responsabilidad contractual, no sucede lo mismo en el caso de la , 
responsabilidad especi<!-1 de los arquitectos y contratist,a, a pesar de 
estar su responsabilidad, también, regida por los principios del 
derecho contractual. 

l. Civ. 9 nov. 1915, D.P. 1921, 1,12. Citada por Alex Weill. Op. Cit. P. 501. 

2. Boris Starck. Droit Civil, Qbligations. Librairies Techniques. París 1972. P. 637. 
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El valor o la validez de estas cláusulas es uno de los problemas 
más interesantes que existe en materia de responsabilidad de los 
constructores ya que, por una parte, se pone en juego el fundamento 
mismo de esta responsabilidad y, por otra parte, de la solución que se 
adopte sobre este aspecto depende la libertad de los constructores 
para frente a sus obligaciones poder estipular cláusulas que lo liberen 
o al menos le,disminuyan esas cargas. 

En esta materia la doctrina y la)u risprudencia se han mostrado 
unánimes al afirmar la nulidad de las cláusulas de no responsabilidad. 
La responsabilidad de los constructóres ha sido establecida por 
motivos de orden público, con miras a evitar los peligros que 
presentarían las constructoras mal establecidas', es entonces en virtud 
de ese carácter de orden público que hay que rechazar, en principio, 
la validez de estas cláusulas. Ellas no pueden alterar una disposición 
de tal carácter, ya que sabemos que el orden público no puede ser 
derogado por convenciones entre particulares. 

Hay también otra serie de argumentos que van en apoyo a este 
carácter severo de la jurisprudencia en esta materia, como serían la 
protección del propietario no técnico, protección a lós terceros, 
salvaguarda a la propiedad inmobiliaria; y, que sirven a la vez como 
otros tantos fundamentos de esta responsabilidad. Y es que si la 
jurisprudencia fuera en este sentido más liberal, encontraríamos que 
con frecuencia los particulares se decidirían a insertar este tipo de 
cláusulas en sus contratos buscando con ello ventajas más prácticas y 
seguras, como sería que el constructor le rebajara el precio de 
construcción, pero con ello llegaríamos a un punto tal que los 
Arts. 1792 y 2270 no tendrían razón de ser, serían inoperantes y el 
legislador se vería frustrado en sus enunciados propósitos. 

Así encontramos que se ha decidido que el arquitecto o el 
contratista no puede encontrarse cubierto por el hecho de que él 
hubiera prevenido al propietario de los vicios del suelo o de los 
peligros de la construcción; o por el hecho de quy los trabajos hayan 
sido ejecutados conforme a los planos y presupuestos aportados por 
el propietario; o que él haya actuado bajo sus órdenes -o con su 
consentimiento 1 • Pero como sabemos, su responsabilidad puede ser 
compartida con el dueño de la obra. También, verán siempre, a 
fortiori, su responsabilidad comprometida, en virtud del principio 
antes expuesto erí derecho común, cuando cometan una falta grave o 
un dolo. 

l. Dalloz. Encyclopédie Juridique, Repertoire de Droit Civil. Dalloz. París 1971. P. 537. 
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El valor de las cláusulas de exoneración de responsabilidad, está, 
en esta materia, muy ligado a la idea de que el propietario no tiene 
conocimientos técnicos suficientes para darse cuenta, al momento de 
la conclusión del contrato de empresa, del alcance real que tiene tal 
cláusula que va a ser insertada en el mismo. Sería, entonces, por 
argumento a cbntrario, válida aquella cláusula de exoneración de 
responsabilidad suscrita por un propietario que tiene conocimientos 
técnicos suficientes para apreciar la gravedad que este tipo de 
cláusulas encierra1 • En estos casos ho hay que tratar de proteger al 
dueño de la obra, el juez puede ser todo lo flexible que ,desee al 
momento de juzgar la responsabilidad de los constructores. 

Vemos entonces que este principio de la nulidad de las cláusulas 
no es tan riguroso como se había supuesto al principio. Se ha 
queridb, también en esta área, hacer aplicación de la jurisprudencia 
que si bien no permitía que las cláusulas exoneratorias de responsabi­
lidad surtieran efecto tampoco las anulaba, sino que frente a ellas se 
invertía la carga de la prueba. Pero, si aceptáramos esta posición, 
aquí, 

1

ante todo estaríamos destruyendo el principió expuesto desde 
el inicio del trabajo, según el cual, en el Art. 1792 se establece una 
presunción de falta a cargo de los arquitectos y contratista. Sabemos, 
que esto no es posible, pues, primero no podemos en esta materia en 
ningún momento apelar a la responsabilidad delictual; las relaciones 
entre arquitecto y contratista d_e una parte, y el dueño de· la obra por 
la otra, se rigen por un contrato. Es ilógico, en segundo lugar, 
suponer que una cláu,sula que es declarada nula por ser contraria al 
orden público pueda producir algún efecto, ella debe reputarse como 
no escrita; estas cláusulas frente a las previsiones de los Arts. 1792 y 
2270 y con las características que reviste esta responsabilidad son 
nulas y no surten ningún efecto. 

No obstante Ío que acabamos de decir, surgen de nuevo ciertas 
atenuaciones a este rigor de ' la jurisprude11cia, y es que si bien las 
cláusulas exoneratorias no tienen ningún valor, las cláusulas que no 
conllevan más que una exoneración parcial de los constructores son 
lícitas2 y es que ellas dejan, en todo momento, subsistir ciertas 
obligaciones que se derivan del deber de garantía de los construc­
tores. · Estas cláusulas pueden recaer, según una opinión, sobre 
cualquiera de los elementos de esta responsabilidad especial. Es así 

l. Cass. Civ. 4 juíll. 1838, S.1838,1,726 . Cour d'Appel de Rouen, 21 fevr. 1935, D.H. 
1936. Somm . 6. 

2. Cass. Civ. 7 maí 1971, J.C.P. 71,11,16700. 
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válida una cláusula que exonere al constructor por un cierto trabajo, 
siempre y cuando el dueño de la obra, haya sido plenamente 
informado de los trabajos realizados o dejados de realizar, y por lo 
tanto está en condiciones de asumir el riesgo correspondiente 1 • 

Sería en todo momento válida, una cláusula que exonere a los 
constructores de toda responsabilidad por las inf_racciones eventuales 
a los reglamentos y leyes. Puesto que se considera, que se trata de 
asuntos jurídicos que se supone un particular debe conocer tan bien 
como los mismos constructor.es, basta, en este caso por igual, que el 
propietario haya sido advertido. · · 

Podrá considerarse · como válida una cláusula por la cual se 
abrevie o prolongue el plazo de acción, o sea por la que se modifique 
el plazo. Pero, bien claro debemos tener que, la reducción del plazo 
no debe nunca llegar hasta el punto de imposibilitar al propietario de 
la obra ejercer sus derechos. Es por lo que, al momento del juez 
determinar en estos casos sobre la validez o no de la cláusula, deberá 
apreciar en concreto la naturaleza del trabajo realizado y hasta qué 
punto al ser reducido el plazo 'de acción del dueño de la obra, éste 
tendría oportunidad de notar los errores cometidos en la construc­
ción. 

Hay quienes dicen que las cláusulas que limitan la responsa­
bilidad no pueden recaer sobre cualquier aspecto de la misma. Hay 
casos, en que si se éstipula una atenuación de la responsabilidad se 
exoneraría por completo al arquitecto o contratista, de responsabi­
lidad en esa área. Dicen, los partidarios de esta idea, que ' no pueden 
establecerse cláusulas limitativas de responsabilidad en lo que 
concierne a una parte de los trabajos inmobil·iarios llevados a cabo 
por los constructores. Nos parece que esto no.- puede ser tajante ya 
que hay casos en que los trabajos tienen una independencia total uno 
del otro pero forman un verdadero conjunto, que si falta uno no 
estaríamos en presencia de la obra total, es entonces frente a estos 
casos, que nos parece posible que los constructores vean limitada su 
responsabilidad. 

Según esta misma corriente doctrinal, tampoco sería posible 
establecer cláusulas de exoneración parcial en lo que concieren a las 
personas de los constructores y nos parece esta posición acertada 
pues_to que esta exoneración parcial que recaiga sobre una de las 
personas de los constructores, haría que el otro corra con todo el 

1. Trib. Civ. Seine 26 fevr. 1929 : Gaz. Pal. 1929.1.783. 
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riesgo y soporte toda la carga ele la responsabiUdad, lo cual no debe 
ser. Ambos han concurrido a la realización del trabajo. Otra cosa es 
que uno de ellos se comprometa a garantizar los trabajos del otro. Ya 
que el principio de la responsabilidad de los constructores previsto en 
los artículos 1792 y 2270, descansa en la idea dé la du'alidad de 

.funciones1 . 

Por último, es preciso señalar qlJe las relaciones en'tre arquitecto 
y contratista están fuera de todo ámbito contractual, pues entre ellos 
no existe solidaridad. Es en esta virtud, que una cláusula limitativa de 
responsabilidad insertada en uno de los contratos, por ejemplo, en el 
del contratista no aprovecha en modo alguno al arquitecto. A esto 
contribuye también, el carácter de especialidad que se le da a estas 
disposiciones, lo cual hace. que este tipo de cláusulas sean de 
interpretación restrictiva. 

CAPITULO /JI 

RESPONSABILIDAD ESPECIAL A QUE ESTAN SOMETIDOS 
LOS CONSTRUCTORES 

La doctrina y la jurisprudencia han dado diversas opiniones 
sobre la verdadera naturaleza de la obligación impuesta a los 
arquitectos y contratistas ~or un tiempo determinado, luego de la 
recepción de las obras. , 

En Francia, una parte de la doctrina y de la jurisprudencia 
hacen una doble indicación en las previsiones de estos dos artículos 
1792 y 2270. En la República Dominicana, si bien es preciso analizar 
ambos artículos por separado, pero lo que exige esta diferenciación 
entre ambos artículos es distinto a lo que guía a la doctrina francesa 

. y es en este aspecto, donde la responsabilidad de los constructores, 
en Francia y República Dominicana, más se apartan una de la otra, a 
pesar · de que, tanto en un país como en el otro los finesdeesta 
responsabilidad son los mismos. · 

Como ya habíamos expresado, dos artículos en el Código Civil 
se refieren expresamente ,a la responsabilidad de los arquitectos y 
contratistas, el Art. 1792 y 2270. 

l. ) uris Classeur Ci~íl. Architecte et Entrepreneur. Responsabilité. Décennale et Biennal. 
P. 13. , 
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Podemos decir de modo general, que dichos artículos someten a 
los arquitectos y contratistas a una reponsabilidad particular para los_ 
casos en que se produce una pérdida total o parcial, en - ias ,,­
construccion.es u obras mayores, de las cuales ellos están encargad'ás. 
Pero también se apr.ecia entre estos artíc_ulos una notoria diferencia 
sobre el piara que establecen. Dicha diferencia no existe en Francia 1 , 

y nos parece que en el país debemos buscarle su razón de ser en la 
interpretación sobre la naturaleza del plazo, previsto en cada uno de 
ellos. Pero, no es sólo sobre ·este aspecto que resulta útil determinar 
el alcance de cada uno de estos artículos, sino también, precisar a 
cuáles objetos se aplica uno y otro artículo, así como las condiciones 
requer'idas para poner en juego uno u otro. 

Decimos que se trata de una responsabilidad especial la que aquí 
analizamos, ya que si bien. es cierto que si no hubiera disposiciones 
expresas en el Código Civil sobre la responsabilidad de estas person 4s, 

· ellas verían comprometida su responsabilidad conforme a las reglas 
del derecho común de la responsabilidad contractual, por lo tanto 
toda vez que hubiera una falta de parte de los constructores, ellos 
verían su responsabilidad comprometida por el plazo de .dos años que 
es el plazo de prescripción de la responsabilidad contractual. Pero he 
aquí que vemos surgir disposiciones legislativas que reglamentan 
específi.camente la materia, y en tal sentido modifican las previsiones 
del derecho común. · 

A. AMBITO DE ESTA RESPONSABILIDAD 
,\ 

Al establecerse las diferencias entre los ,do,s artículos citados es 
preciso aclarar a qué área se aplica cada uno de ellos y bajo qué 
condiciones. 

En la doctrina francesa se encuentran a menudo criterios de 
distinción entre ambos textos, pero también hay quienes no ven 
ninguna diferencia y no distinguen al momento de hacer aplicación 
de ellos entre uno y otro. En Francia hay tres sistemas principales 
sobre esta responsabilidad y el alcance de los artículos 1792 y 2270 2 • 

. Según una primera opinión, para el arquitecto y los contratistas 
ser resp_onsables, es preciso que hayan dirigido los trabajos, al mismo 
tiempo que el daño haya tenido por objeto la pérdida total o parcial 

\ 

1. V. i,nfra p. 86. 

2. Ed. Fuzier-Herman. Op. Cit. P. 40. 
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de un edificio o de una obra mayor, y que dicha construcción haya 
tenido lugar a precio alzado. Es decir que la responsabilidad de los 
arquitectos y contratistas debe apreciarse combinando las previsiones 
de ambos artículos 1792 y 2270, que según ellos no prevén más que 
una sola y única hipótesis y basan su afirmación, diciendo que el 
Art. 2270 sólo ha sido establecido con miras a definir un asunto de 
prescripción y no, determinar el objeto mismo de la responsabilidad. 
No se trata ésta de la opinión más acertada, a nuestro entender, ya 
que de la misma redacción del Código en esos artículos se desprenden 
las diferencias entre ambos, aún así, hay ciertas disposiciones 
jurisprudenciales que se han inclinado en favor de estas afirmaciones. 

Una segunda opinión nos dice que los Arts. 1792. y 2270 
reglamentan dos hipótesis, similares sin duda, pero que no serán 
absolutamente idénticas : así el Art. 1792 prevería solamente el caso 
en que se tratara de una coñstrucción a precio alzado que vendría a 
quedar en ruina, total o parcialmente, y el arquitecto y contratista en 
tal caso serían responsables de todas sus faltas; en tanto que 
tratándose del Art. 2270 la responsabilidad se extendería a la 
destrucción de una obra mayor, sin que haya lugar a distinguir si ella 
depende o no de un edificio o si hay precio alzado o no. Por lo tanto, 
ambos artículos no se combinan pero · sí se complementan . Nos 
parece ésta, la solución más razonable, ya que se aprecia que si bien 
ambos artículos rigen situaciones diferentes y bajo circunstancias 
distintas, ambos giran alrededor de un mismo eje, que es la 
responsabilidad de los constructores. 

. Según una última opinión, ya los Arts. 1792 y 2270 no se 
complementa,n, sino que tienen en cuenta dos hipótesis totalmente 
diferentes: el Art. 1792 trataría el caso de destrucción, total o 
parcial, de un edificio a precio alzado, en tanto que el Art. 2270 no 
tendría por objeto sino establecer la responsabilidad de los arquitec­
tos y contratistas en razón de los errores cometidos por ellos. 

Siendo consecuentes con la idea que apoyamos, encontramos 
que, tanto el Art. 1792 como el Art. 2270, si bien prevén dos 
hipótesis distintas entre sí y con un ámbito de aplicación también 
diferente, ellos no se oponen, sino que se complementan en ciertos 
sentidos. Si leemos ambos artículos podemos darnos cuenta cabal de 
la amplitud de la responsabilidad de los constructores. Tal determina­
ción del área de aplicación d_e ambos artículos, cobra en nuestro país 
mucho mayor interés, puesto que ambos establecen plazos distintos 
de vigencia para la acción y e.s así, que convendría a cualquier 
constructor demostrar que su actividad cae dentro de los I ímites del 

1 
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Art. 2270 y no del 1792, puesto que el plazo que · prevé aquél es 
menor, y pasados cinco años estaría libre de toda persercución en ese 
aspecto. Es bueno aclarar, pues como vimos, aún en la doctrina 
francesa, hay quienes ven una única disposición en ambos artículos. 
En la República Dominlcana, no se ha establecido al respecto criterio 
definidio, ni en doctrina ni en jurisprudencia. 

B. LOS ARTICULOS 1792 y 2270 del CODIGO CIVIL 

Se hace necesario precisar antes que nada en qué áreas se aplican 
estos dos artículos. 

Encontramos que el Art. 1792 siendo derogatorio al derecho 
común de la responsabilidad contractual debe ser interpretado 
restrictiva'mente, de donde resulta que no puede tener aplicación más 
que si las condiciones que él prevé se encuentran reunidas. Decimos 
que es derogatorio al derecho común, porque en todo contrato de 
locación luego de la entrega las partes quedan liberadas de toda 
responsabilidad, en cambio aquí se ha prolongado esta responsabi­
lidad por un espacio de tiempo, lueg? de la recepción de la obra. 

Entre las condiciones de aplicación que exige este artículo 1792 
están las siguientes: a) se supone una pérdida total o parcial ; b) la 
pérdida debe provenir de un vicio de construcción, se entiende en 
este caso por vicio de la construcción, además de los cometidos por 
los constructores en la ejecución de los trabajos, los vicios propios del 
suelo, y es que es un deber, sobre todo, del arquitecto, percatarse del 
estado del suelo, y en caso de que se trate de anexos a una 
edificación antigua verificar si ésta soportará las cargas de las nuevas 
edificaciones1 ; c) la pérdida debe sobrevenirle a un edificio, el 
término de edificio debe ser entendido de forma amplia y se 
considerará edificio toda construcción, como sería un pozo, una 
cabaña, un puente, etc.; d) el contrato intervenido entre el dueño de 
la obra y los constructores debe ser un contrato a precio alzado . La 
responsabilidad decenal prevista en este artículo, tiene un carácter de 
orderí público, de ahí también su condición de qu1e sea interpretado 
restrictivamente. 

-
Este artículo trae dos limitaciones al derecho común de la 

responsabilidad en la materia. En el derecho común de la responsabi­
lidad contractual , los constructores quedarían exonerados de toda 

\ 

l. Amiens, 18 févr. 1959 , D.1959 , Somm . 88; citad a po r Phill ippe Le To urneau. Op. Cit. 
P. 363. 
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responsabilidad desde el momento de la recepción de la obra y su 
examen contradictorio, mientras que en este caso su responsabilidad 
se prolonga por 1 O años luego de la recepción. 

Ahora bien, a este respecto hay que hacer una distinción entre 
la República Dominicana y Francia. En Francia el establecimiento de 
este plazo de 1 O años favorece al constructor ya que conlleva una 
limitación al plazo de responsabilidad contractual que existe en 
Francia, allí el constructor si no existieran los artículos 1792 y 2270 
del Código Civil, quedaría sujeto a cualquier acción en responsabi­
lidad por parte del dueño de la obra, durante un período de 30 años. 

_ Es así, entonces que los artículos 1792 y 2270 lo favorecen 
notablemente, puesto que se ha decidido que pasado ese plazo de 1 O 
años los el ientes de los constructores no serán más admitidos a 
ejercer su acción "aún si el cli~nte aporta la prueba de una falta" 1 . 

Pero, en la República Dominicana la situación se invierte, 
puesto que el plazo de prescripción de la responsabilidad contractual 
es solamente de 2 años. Entonces, estos artículos 1792 y 2270 lo que 
hacen es perjudicar los constructores ya que los exponen du.rante Un 
lapso de tiempo más largo, 1 O años ó 5 años, a ser accionados por el 
dueño de la obra en responsabilidad. Por lo cual, si bien estos dos. 
artículos tanto en Francia como en la República Dominicana son 
derogatorios al derecho común por lo expuesto inicialmente, en 
República Dominicana, a diferencia de lo que ocurre en Francia, esta 
derogación no es favorable a los constructores. · · 

La otra limitación que instaura este artículo al derecho común 
de la responsabilidad, es que reduce la responsabilidad del cons­
tructor a los vicios, graves o menores, que no pudieron ser notadas al 
momento mismo de la recepción de los trabajos, resultando entonces 
que cuando los vicios eran notorios al momento de la recepción, ellos 
quedan cubiertos con la misma. ' 

Por su parte el Art. 2270, establece 0tras condiciones de 
aplicación pero que no hacen en modo alguno que el artículo sea 

. interpretado restrictivamente. Es más, se considera que todos 
aquellos casos que no entran en las previsiones del Art. 1792 deben 
caer bajo la esfera de influencias del, Art. 2270. Tenemos entre las ' 
condiciones de aplicación de este artículo, que debe tratarse de una 

• r 

l. Juris Classeur Civil. Architectes et Entrepreneurs, Responsabilité Décennale et 
Biennale, Arts. 1788-1794, año 1973. P. 5. 
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obra, por opos1c1on al Art. 1792 que habla específicamente de 
edificios. Pero, debe además tratarse de una obra mayor, enten­
diendo, corno sabernos, por obra mayor todos los elementos 
inmobiliarios que contribuyen, de una forma u otra, a la estructura 
del edificio o sus partes principales. Debe además, sobrevenir una 
pérdida a la obra, ya sea total o parcial y entran dentro del campo de 
esta pérdida cualquier vicio que comprometa la conservación de la 
obra. A diferencia del caso previsto en _el ' Art. 1792, aquí no se 
establece ningún tipo de distinciones sobre las modalidades que 
reviste el contrato que une a los constructores al dueño de la obra. 

Es este el criterio de distinción que nos llevará a clasificar tal o 
cual vicio en la construcción dentro de uno de esos artículos. 

' 

Entendernos que en ambos artículos, el plazo establecido de 1 O 
y de 5 años, se trata de un plazo·de prueba para la solidez del edificio 
o la obra. Es lo que llaman en doctrina un plazo prefijo y de tal 
naturaleza que se ha admitido a unanimidad que él no puede ser 
suspendido ni interrumpido, y que corre aún en caso de rninoridad 1 , 

ya que no se trata en realidad de una verdadera prescripción. 

7. SITUACION DE DICHOS ARTICULOS EN LA 
REPUBLICA DOMINICA/VA 

1 

Se piensa que ambos rigen una misma cosa en materia de 
responsabilidad de los constructores, pero que se establecen 
condiciones diferentes, solamente, con la finalidad de precisar, aún 
más, hasta donde se extiende esa responsabilidad y que' es siguiendo 
este lineamiento que debe entonces ponerse en juego la responsabi­
lidad de los constructores, y _ fusionar ambos artículos, y ver así 
dónde aplicarlos, indistintamente. En virtud de esta opinión en la 
Repúblic"a Dominicana, entre ambos artículos habría un antago­
nismo, el cual nace de la diferencia entre los plazos que establecen 
ambos, que si tuviéramos que aplicarlos según la teoría antes vista, no 
sabríamos cuál plazo respetar.. ' 

Esta controversia surgió en nuestro país a consecuencia de una 
modificación legislativa, que se hizo al Código Civil, por la cual se 
modific•aron las cortas prescripciones, y encontrándose el Art. 2270 
en esta ~ección dé nuestro Código, también fue modificado. Ahora 
bien, claro está entonces que nuestro legislador vio en ese artículo 

1. 1 re. Civ., 9 oct. 1962, D. 1963. 1, n. G. Liet- Veaux. 
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una previsión distinta a la del Art. 1792 por lo cual procedió a esta 
modificación sin afectar al Art. 1792 o de lo contrario hubiera 
dejado que el Art. 1792 y el 2270 establecieran un .mismo plazo; es 
obvio entonces que se trata de dos áreas de aplicación, prácticamente 
independientes y que por tanto el hecho de que instituyan dos plazos 
ciiferentes no interfiere para nada en su aplicación. Aún así, la 
controversia surgió, el motivo es lógico. En Francia donde el 
Art. 1792 y el Art. 2270 establecen un mismo plazo de acción, 1 O 
años, la controversia ha tenido lugar por mucho tiempo; con mayor 
razón aún, en nuestro país, donde al dichos artículos establecer 
plazos de acción distintos, surge en los constructores un interés' 
mayor de determinar bajo cuál de los dos artículos cae su actuación y 
por tanto cuál es el período de tiempo durante el cual están 
expuestos a una acción en responsabilidad. 

\ 
Podemos afirmar con toda seguridad que no se trata en la 

especie de ningú~ olvido de nuestro legislador, -él sólo quiso 
modificar el Art. 2270 y así lo hizo. Estamos frente a dos artículos 
con previsiones diferentes, y cuyas áreas de acción ya delimitamos, 
ya que no existiendo ta.1 contradicción entre ambos artículos, se trata 
entonces de dos plazos di•stintos para intentar dos acciones diferentes 
y que someten a los constructores a obligaciones distintas, aunque 
similares, y más o menos con el mismo fin último, obtener reparación 
para la víctima del vicio, ocasionado por la falta del constructor. 

lPor qué decimos nosotros que se trata en la especie de dos 
hipótesis distintas? 

Es que esa división deriva d_e la misma redacción de esos 
artículos 1792 y 2270 en el Código Civil. 

En el caso del Art. 1792 se trata de una presunc1on de 
responsabilidad puesta a cargo de los constructores en los casos que 
se reunan las condiciones de aplicación necesarias, ya que este 
artículo dijimos que era de interpretación estricta. Es así entonces 
que en estos casos, "la sola existencia del vicio es una prueba de que 
hubo falta" 1 • En estos casos, debe el mismo constructor aportar la 
prueba de que el vicio de construcción no se debe a su falta, sino a un 
hecho ajeno a su voluntad como sería la falta del propietario, un caso 

' fortuito o de fuerza mayor, para ver exonerada su responsabilidad. Se 

1. Cass. Civ. 16 juill. 1889: D. P. 90.1.488; S.90.1.350; Citada por J.C.C. Architectes et 
Entrepreneurs, Responsabilité Décennale et Biennale, Arts. 1788-1794. P. 5. 
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habla muchas veces, de que en estos casos nos encontramosfrente a 
una responsabilidad "automática". Es sobre todo, el'! este caso donde 
se habla del criterio de responsabilidad con carácter de orden 
público. Aquí, como ya hemos apreciado, se requiere la existencia de 
una falta a cargo de los constructores para que su responsabilidad 
quede comprometida, o al menos como ya se explicó, la aparición del 
vicio, hace presumir que el constructor ha cometido una falta. Es 
entonces en vista de su conducta faltiva que ha per;judicado ,a su 
cocontratante y a v~ces hasta a terceros, que él tendrá que responder. 

lCómo seexpresaesarespo-nsabilidad? En estos .casos de cons­
trucción, mediante la obligación a cargo de los arquitectos y 
contratistas durante un plazo de 1 O años, de que si se presente un 
vicio en la construcción deben repararlo, y podrían eventualmente 
ser condenados también a pagar daños y perjuicios al dueño de la 
obra. Pero, siempre será con miras a indemnizar o reparar a la 
víctima. El arquitecto o el contratista no puede jamás ser condenadó 
a pbner las cosas en su estado primitivo. Ellos no estarán obligados 
sino a reparar el daño que e,s una consecuencia inmediata y directa de 
su falta . El perjuicio caus4do al dueño de la obra debe ser apreciado 
al día de la decisión judicial definitiva. 

1 

f>ero qué sucede cuando nos colocamos frente al artículo 2270. 
Este artículo en ningún modo establece una presunción de responsa­
bilidad a cargo de los arquitectos y contratistas, es más él expresa 
claramente que se trata de una obligación de garantía puesta a cargo 
de estos individuos. Es que la magnitud de los trabajos que estos 
individuos réalizan' más el interés que presentan, no sólo para las 
partes contratantes sino para los terceros que las construcciones se 
realicen en un ambiente de seriedad por todas las partes partici­
pantes, llevan al legislador a prever, que los <;:onstructores quedarán 
obligados frente al propietario, que le deberán una garantía, por los 
trabajos realizados. 

- Estamos ' conscientes de que en este caso el legislador quiso 
expresamente prever esta obligación de garantía, sobre todo por el 
hecho de que sus términos permiten un área de aplicación mucho 
más amplia. Se habla aquí de obras mayores y no se establece criterio 
sobre el tipo de contrato que debe unir a las . partes, y esto es lógico 
ya que la garantía debe existir desde el momento que el arquitecto, el 
contratista, el ingeniero, etc. se decidan a llevar a cabo una obra, y 
desde el momento que la solidez de la obra quede en peligro ellos 
deben responder de su buena ejecución sin ,necesidad de determinar 
la modalidad de su contrato, que en la especie no tiene interés. 

90 



Esto así porque en el caso del Art. 1792 se le da énfasis al hecho 
de que sea un co~trato a precio alzado, pues, en este tipo de 
contratos los constructores actúan con una libertad mucho mayor 
que en cualquier otro, por tanto una falta puesta a st..i cargo es de 

, mucho mayor trascendencia, pues en cierto modo, el constructor ha 
violado la confianza depositada en él por parte del dueño de la obra, 
es lógico entonces que quede sujeto a responsabilidad por un tiempo 
más largo. 

En cambio, el Art. 2270, tratándose sólo de una garantía, que 
deben los constructores al propietario de la obra, de que su obra está 
bien realizada y conforme_ a los requisitos del arte, es prudente que 
en un tiempo de cinco años ellos queden liberados, teniendo en 
cuenta que tendrían los dueños de obras la oportunidad de, por cinco 

' años más, accionar a dichos constructores si pueden probar un vicio 
de la obra a _consecuencia de una falta del arquitecto o del contratista 
y siempre que se reún¡rn las condiciones que exige la ley en el · 
Art. 1792. Esto no significa que cada vez que haya falta, la actividad 
del constructor debe regirse necesariamente por el Art. 1792; el 
Art. 2270 también es aplicable en caso de falta cuando no se reúnan , 
las condiciones que exige el otro artículo pero si se llenan las 
previsiones del Art. 2270; la diferencia, en caso de falta, entre ambos 
artículos es que, en el Art. 1792 se establece una presunción de 
responsabilidad a cargo de los constructores mientras que en el 
Art. 2270 no, hay que probar la falta, y esta prueba corresponde al 
dueño de la obra. Entonces, si por cualquier circunstancia, el edificio 
o la obra vienen a causar un perjuicio a su propietario o a terceros el 
constructor debe responder, conforme al Art. 2270, en virtud de la 
garantía que debe a ese propietario. Se busca proteger con esta 
disposición la integridad de las personas que por una u otra razón 
están en contacto con dicha obra. 

1 

El criterio de aplicación de uno y otro artículo será el expuesto 
precedentemente, según el cual dijimos que se haría aplicación del 
Art. 1792 en forma restrictiva, o sea, sólo cuando se reúnan todos los 
requisitos que ese mismo artículo prevé; es por lo tanto, también sólo 
en esas condiciones que los constructores serían responsables por 
espacio de 1 O años. Podríamos decir que se trata así de sancionar la 
posible conducta faltiva, irresponsable del constructor dentro de un 
ambiente de libertad y autonom (a de acc::ión, ya que tratándose de 
contrato a precio alzado, el dueño de la obra tiene muy poca 
injerencia en la ejecución de los trabajos, elección de los materiales, 
etc. En cambio, fuera de esos casos, el Art. 2270 tiene aplicación, ya 
no declarando responsable a los constructores por un lapso de 5 años, 
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sino poniendo a su cargo _una obligación de garantía durante esos 
cinco años. 

Es claro entonces, que luego de establecer los criterios distin­
tivos entre ambos artículos, podremos afirmar que en nuestra 
legislación positiva no hay ningún tipo de contradicción entre los 
Art. 1792 y 2270, si bien ellos establecen dos plazos diferentes para 
el ejercicio de la acción es, porque precisamente nuestro legislador 
supo interpretar la diversidad de situaciones que en ellos se preveía, 
pero que a la vez se completan. No es posible establecer un verdadero 
régimen de la responsabilidad de los constructores sin antes estudiar 
ambos artículos. · 

2. NATURALEZA Y COMPUTO DE LOS PLAZOS 

Como acabamos de ver en el Art. 1792 y en el Art. 2270 se fijan 
dos pla_zos diferentes, durante los cuales los constructores quedarán 
obligados frente al propietario y durante cuyo plazo podrán ser ac­
cionados por 'dicho propietario. Es conveniente entonces determinar 
a partir de qué momento se inicia el cómputo de esos plazos. 

Podríamos decir que la naturaleza de los plazos previstos en di­
chos artículos, es de plazos de prescripción, pero podemos hacer caer 
fácilmente esta afirmación recordando, que se ha afirmado que di- r 

chos plazos no sufren ni interrupción ni suspensión, salvo ciertas con­
diciones que explicaremos más adelante. Tampoco nos encontramos 
frente a una caducidad, estamos por tanto frente a una naturaleza es­
pecial, se trata de un plazo de prueba, es un plazo prefijo. 

Reiteramos que se trata en ambos artículos, de un plano de 
prueba, necesario para asegu'rarse de que el inmueble está edificado 
de una manera suficientemente sólida. De esta naturaleza se deduce 
que su curso no queda suspendido durante la minoridad o la 
interdicción del propietario siendo el transcurso del plazo la mejor 
prueba de que el inmueble ha sido bien edificado. Se ha decidido que 
el plazo previsto en dichos artículos no sufre tampoco interrupción, 
en justicia; no se interrumpe el plazo por el emplazamiento en 
referim iento, ni por una orden de realizar un experticio, etc. 1 • 

Por su misma naturaleza se deduce que este plazo, ya sea el de 
1 O ó el de 5 años, puede ser modificado convencionalmente por las 

l. Phillippe Le Tourneau. Op. Cit. P. 364. 
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partes, pudiendo entonces ser aumentado o reducido. "Se ha 
decidido no obstante, en lo que concierne a la reducción, que no 
parece que las partes puedan reducir indefinidamente, el plazo; ellas 
deben mantener la garantía, al menos durante el tiempo mínimo 
efectivamente necesario para darse cuenta de los defectos, y poner en 
juego la responsabilidad del constructor" 1 • 

' . 
Pero a partir de qué momento debe comenzar a contarse ese-

plazo durante el cua) los arquitectos y contratistas están obligados 
frente al propietario, o sea desde cuándo se inicia su obligación. La 
opinión unánime es que el cómputo de dicho plazo se inicia, no 
desde el momento que se concluyeron los trabajos de construcción, 
sino desde el día que se produjo la recepción definitiva del inmueble. 
Este puntó de partida es el mismo para ambos artículos, es . así 
entonces, que los arquitectos y contratistas, también en la República 
Dominicana, quedan liberados de toda obligación frente al· propie­
tario luego de que han transcurrido 1 O años a partir de la recepción. 
Decimos que el punto de partida para el plazo de duración de la 
obligación es el mismo en ambos artículos, porque su naturaleza es la 
misma y con él se pretende un mismo y único fin, probar la solidez 
de la obra. 

Ahora bien, la recepción es la comprobación por parte del 
propietario de que la obra o edificio ha sido construido conforme a 
sus deseos y que no presenta ningún vicio aparente. La. recepción 
puede ser constatada de dos maneras: sea expresamente por un 
proceso verbal, sea tácitamente por la ocupación efectiva de los 
lugares, el pago de los honorarios, de las cubicaciones, la entrega de 
las llaves, etc.2; es entonces a partir de ese momento que se inicia el 
cómputo del plazo. Pero, si se han. hecho reservas al momento de la 
recepción, el efecto de esta recepción se reduce, y el plazo sólo 
correrá para aquellas partes de la obra sobre las cuales no se hizo 
objeción3. 

Como sabemos toda obligación da lugar a que nazca una acción. 
Ahora bien, existe en doctrina una discusión sobre si esta acción, en 
el caso de los constructores, tiene un tiempo de duración igual a la 
obligación o si por el contrario ella va más allá, es decir, ltendría esta 

1. Dalloz . .Repertoire de Droit Civil. Op. Cit. P. 540. 

2. Ed. Fuzier-Her"man. Op. Cit. P. 46. 

3. Cass. Civ, 111, 6 juin 1969; Bull. Civ. 111, n.455, p. 347; Citada por Juris Classeur Civil. 
Art. 1788-94. P. 24. ' 
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acción un pu·nto de partida para ser ejercida diferente al punto de 
partida establecido? lSería ese punto de partida al momento en que 
se han manifestado los vicios que dan origen a la acció,n ? . La 
divergencia de criterios fue solucionada por una famosa sentencia de 
las cámaras reunidas de la corte de casación en el caso Béarn 1. A 
partir de ese entonces ya no hay discusión posible, la acción que 
puede ser intentada contra los constructores nace y expira al mismo 
tiempo que la obligación puesta a su cargo. No hay motivo para 
establecer distinción entre ellas, hubo un tiempo donde se dijo que la 
acción no tendría razón de ser si no tomaba nacimiento al momento 
de la aparición del vicio, pues hasta ese _momento el propietario no 
tenía conocimiento de la existencia del mismo y por tanto no podría 
actuar. A esta opinión se le opdrie el hecho de que en el campo ' 
jurídico no es "la aparición del vicio lo que da nacimiento a la 
acción, es el vicio mismo preexistente a su manifestación exterior" 2, 

por tanto, es desde el momento mismo que se concluye la obra con 
un vicio, que la acción toma nacimiento. Si bien se puede hacer otra 
objeción referente a, que si el vicio se manifiésta en los últimos días 
anteriores a la extinción del plazo sería muy difícil al propietario 
accionar én contra de su arquitecto o su contratista. Se puede 
defender la posición adoptada, recordando que este plazo se trata de 
un tiempo de prueba_ para la obra, y que por tanto a medida que uno 
se acerca a la expiración del plazo, entonces, también las pdsibili­
dades de que el arquitecto y el contratista no sean responsables 
aumentan. 

Encontramos entonces que en la República Dominicana, según 
sea el caso, o mejor, según se reunan las diversas condiciones 
requeridas en ambos artículos el propietario podrá actuar sea por 5 
años sea por 1 O años, pero señalando que <J.mbos plazos nacen al 
mismo tiempo, desde la recepción 'de la obra, por lo que luego de 10 
años -el constructor quedará libre de toda obligación. Corresponde· a 
ellos mismos oponer esta excepción, si son accionados luego de los 
1 O años, y deben ellos probar que dicho plazo ha transcurrido, pues 
el juez no está obligado a suplirlo de oficio. 

No obstante esta limitación legal de la responsabilidad de los 
constructores, podría surgir lo que llamaríamos una responsabilidad . 
post-decena!. Esta responsabilidad tendría por base las maniobras 
dolosas cometidas por el arquitecto o el contratista, es la aplicación 

1. Cass. Civ. 2 aout ·1881 ; D.P. 1883.1.5. 

2. Ed . Fuzier-Herman. Op. Cit. P. 49. 
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de la máxima "El fraude lo corrompe todo''. Es preciso que los vicios 
ahora constatados sean _el producto del dolo del constructor. Puede 
también el propietario acciona,r, aún luego de la expiración del plazo 
de los Arts. 1792 y 2270, si por medios fraudulentos el arquitecto o 
el contratista, al momento de la recepción de los trabajos, ha 
impedido que e~ propietario se dé cuenta de los vicios que afectan el 
inmueble. Se trata en estos casos de una forma de sancionar al 
constructor que intencionalmente ha construido un edifi~io o una 
ob'ra afectada de ciertos vicios que afectan su solidez. En esos casos 
entonces el constructor estará expuesto a que aún luego de 
transcurrido el plazo de 1 O años él sea accionado por espacio de 2 
años a partir de que se descubra el dolo, se trata en estos casos de una 
acción en responsabilidad contractual intentada por el propietario 
por los daños sufridos debido a la mala ejecución intencional del 
contrato por parte de los constructores. 

C. EVOLUC/ON JURISPRUDENCIAL Y LEG/SU4 TIVA 
EN FRANCIA 

Esencialmente, existe en Francia una diferencia en cuanto al 
ámbito de aplicación de los Arts. 1792 y 2270, en relación a lo 
previsto por esos mismos artículos en República Dominicana, o aún 
en la misma Francia antes del año ·1967. 

Esta modificación legislativa en Francia, surgió ante todo, para 
¡:,oner freno a una tendencia jurisprudencia! que se venía desarro­
llando desde 1965 en que una sentencia de la Corte de Casación 1 , 
vino a poner punto final a la aplicación indistinta, que siempre se 
había hecho, de los Arts. 1792 y 2270, a los arquitectos y 
contratistas; en ella se afirmaba que los arquitectos actuando a título 
liberal no pueden quedar sometidos a las previsiones del Art. 1792, 
,porque ellos en esa, calidad no contratan a precio alzado. Escaparían 
en lo sucesivo los arquitectos a la presunción de respot1sabilidad 
decena( prevista por el Art. 1792, en lo que respecta al Art. 2270 
quedaría siempre sometido a sus disposiciones .. Es esa la razón por la 
que interviene la ley No. 67-3 del 3 de enero de 1967, donde se 
modifica· la redacción .de los Arts. 1792 y 2270, entre otras cosas 
para evitar que el arquitecto escape a la presunción del Art. 1792, es 
así como en este artículo no se establece modalidad alguna para el 
contrato que liga a las partes. Por otra parte, tanto en el caso del 
Art. 1792 como en el 2270, se habla ya no sólo de los arquitectos y 

1. Cass. Civ. 1, 5 avr. 1965: J.C .P.65.11.14261. 
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contratista, sino también de "toda otra persona ligada al dueño de la 
obra por un contrato de locación de obra" 1 ; esta modificación es una 
consecuencia lógica de la evolución del mundo técnico de la 
construcción, donde ya no sólo tien·en un papel de importancia el 
arquitecto o los contratistas, sino también otra serie de técnicos, 
cuya actuación debe a este respecto también quedar regida por esta 
responsabilidad. 

Otra modificación de importancia surgida de esta misma ley es 
aquella por la cual, yai el Art. 2270 no se limitará a tener aplicación 
para las obras mayores, sino que también tendrá aplicación a los 
casos de obras menores que se vean afectadas por un vicio, con la 
diferencia de que en estos casos la obligación de garantía del 
contructor quedará limitada a un plazo de 2 años. Nos parece muy 
útil esta especificación pues muchas veces, las obras menores también 

· requieren reparación por vicios, luego de la recepción y frente a ellos, 
en nuestra legislaéión el propietario queda desprovisto de toda 
acción, a menos que no fuera un vicio oculto. En el curso de los 
trabajos el constructor está obligado por contrato a ejecutar bien su 
trabajo y durante ese tiempo el dueño de la obra puede requerir la 
reparación de cualquier defecto o vicio que dicha obra contenga. 

Es conveniente recordar que en Francia no existe la diferencia 
de plazos establecida por estos artículos, ambos hablan de 1 O años., 

CAPITULO IV 

RESPONSABILIDAD DE DERECHO COMUN INCURRIDA 
POR LOS CONSTRUCTORES 

Ya hemos podido apreciar que la actividad de los constructores, 
-arquitecto, contratista, ingeniero, etc .- puede engendrar fácilmente 
responsabilidad a su cargo, y aún más esta responsabilidad no sólo se 
verá comprometida frente al dueño de la obra, su cliente, sino 
también frente a los terceros. Pero hay todavía otra variedad dentro 
de la responsabilidad de los constructores, y es que no sólo 1es es 
aplicable el régimen de responsabilidad previsto en los Arts. 1792 y 
2270, sino que por el contrario., se trata de un régimen especial al que 
ellos están sometidos específicamente, pero también les son aplica­
bles los regímenes de responsabilidad contractual o de responsabi­
lidad delictual según se llenen las condiciones requeridas para la 
aplicación de cada una de ellas. 

1. J uris Classeur Civ il. Op. Cit. Arts. 1788- 1794. P. 3. 
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Esto presenta caracteres interesantes, en el área que estudiamos 
se presentará a menudo el problemas de determinar qué tipo de 
responsabiliáad aplicar según los casos. Con relación a la responsabi­
lidad prevista en los Arts. 1792 y 2270 y en relac¡ón al dueño de la 
obrá, es fácil precisar, como ya lo hemos hecho, que luego de la 
recepción de las obras realizadas por los arquitectos y contratistas; 
entra en juego esta responsabilidad. Con relación a los terceros, la 
aplicación o no a ellos de este régimen de responsabilidad ha 
suscitado controversias en dpctrina y jurisprudencia, aunque se ha 
llegado a un acuerdo casi unán ime en los últimos tiempos, dicha 
solución será analizada por nosotros más adelante. 

Luego tenemos que el dueño de la obra puede tener otro 
régimen de r esponsabilidad eri sus relaciones frente al arquitec'to o el 
contratista, se trata del -régimen de la responsabilidad contractual de 
los Arts. 1147 y s.s'. del Código Civil, situación que analizaremos, 
también luego. 

Por último podrían, los constructores ver su responsabilidad 
comprometida en base a las reglas de la responsabilidad delictual, 
veremos en qué situaciones esto es posible, así como analizaremos 
también el problema del principio del no cúmulo de las respon­
sabilidades contractual y delictual, que en la especie como se habrá 
podid_o apreciar tiene bastante incidencia e interés. 1 

A. FRENTE AL DUE/VO DE LA OBRA 

Hablamos en estos casos de responsabilidad de derecho común 
por oposición a la responsabilidad especial prevista en los Arts. 1792 
y 2270 y que es aplicable luego de la recepción de las obras. 

Fuera de la responsabilidad de los Arts. 1792 y 2270, hemos 
dicho que existe a cargo de los .arquitectos y contratistas, otra 
obligación de garantía que deriva de la existencia misma del contrato 
intervenido entre arquitecto o contratista y su cliente. Y es que no 
podemos hacer abstracción de la situación primaria, que es aquella 
derivada de la existencia de un contrato de locación de obra, que une 
a los constructores al dueño de la obra, es sobre todo ese contrato y 
las condiciones de ejecución que él 'establezca lo que regirá, en 
principio, las relaciones dé las partes entre ellas mientras dure la 
ejecución de la obra. 

Es así entonces que el arquitecto y el contratista son respon­
sables ,de todas sus faltas que han originado daños que se han 
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revelado antes de la recepción de los trabajos. Es aplicable entonces 
la responsabilidad contractual común; el arquitecto y el contratista 
estarán obligados a reparar al dueño de la obra cuando ellos cometan 
una falta en la ejecución del trabajo contratado o simplemente no 
ejecuten lo pactado, la prueba de la falta es necesaria, pero ellos no 
son entonces responsables "cuando la causa del daño ha permanecido 
desconocida"l. 

Es así que se ha llegado a establecer jurisprudencialmente ciertas 
faltas que durante la ejecución de los trabajos comprometen la 
responsabilidad contractual de los constructores. Ellos deben infor­
mar a sus clientes del peligro que amenaza provocar el trabajo 
realizado, los incidentes que sobrevengan a la obra, pero no están 
obligados en modo alguno a verificar el título de propiedad sobre el 
inmueble que ostenta el dueño de la obra2 . Están obligados a 
respetar las leyes y reglamentos en el área de la construcción. Deben 
por tanto, realizar sus trabajos en un orden técnico previsto y sin 
falta de su parte. El arquitecto es responsable además de ejercer una 
debida vigilancia sobre los demás individuos que participan · en la 
construcción; ante todo frente al contratista. 

Se ha discutido en cierto momento si los arquitectos y 
contratistas no podrían ser accionados por el ,dueño de la obra en 
virtud de los Arts. 1382 y s.s. del Código Civil, en aquellos casos que 
ellos cometan una falta que se salga del área de las previsiones de su 
contrato. Pero se ha decidido con firmeza que, existiendo entre el 
dueño de la obra y los constructores un contrato no es posible en 
modo alguno aplicar en ese caso las reglas de la responsabilidad 
delictual de los artículos 1382 y s.s.3. · 

-Otra cosa muy diferente es, cuando se trata de terceros, quienes 
no tienen ningún vínculo contractual que los una a los arquitec_tos y 
contratistas. 

B. FRENTE A LOS TERCEROS 

"La inejecución del contrato puede perjudicar a los terceros, er 
contrato -o más exactamente su inejecución- no es más que un 

l. Philfippe Le Tourneau. Op. Cit. P. 362. 

2. 3re. Civ., 30 nov. 1971: D. 1972.187. 

3 . Cass. Civ. 1 re. Sect. Civ., 24 nov. 2954; ).C.P. 1955.11.8625, note Rodiére. 
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hecho respecto . de los terceros. Si ese hecho es generador de 
responsabilidad, porque entra en uno de lqs casos de responsabilidad 
delictual, el tercero podrá perseguir al contratante, delictualmente 
responsabl e a su respecto" 1 • Es este el problema que se presenta en 
relación a los terceros frente a toda convención.; y como es de 
suponer esta incidencia de una relación contractual frente a los 
terceros es mayor aún en caso de contratos de construcción, pues 
como hemos venido afirmando se trata en la especie de un contrato 
que no sólo interesa a las partes contratantes, sino que por ser una 
actividad altamente riesgosa interesa por igual a los terceros o mejor 
aún al público en general. · 

Pero es necesario para analizar esta responsabilidad de los 
constructores frente a terceros determinar ante todo, en la especie 
qué e ntendemos por terceros, y ver así cuáles son las personas que 
pueden , en caso necesario, actuar contra el contratista o contra el 
arquitecto por la vía delictual. 

Dete rminaremos, ante todo, quiénes no son considerados 
terceros y por qué. En primer lugar, como ya hemos afirmado, el 
dueño de la obra, puesto que a él lo liga un contrats> a los 
constructores . Pero, asimismo, tampoco serán considerados como 
terceros aquellos que adquieren el inmueble, o sea los causahabientes 
a título particular del dueño de la obra. Y es que se considera que la 
acción de que se dispone en virtud del Art.' 1792 y del Art. 2270 es 
una acc ión propter rem, o sea inherente a la cosa misma, en este 
caso al edificio construido y que como tal, entonces, se transmite 
junto al derecho de propiedad sobre el edificio. No es necesario que 
quien la ejerza haya sido quien ordenó su ejecución 2 • Por otra parte, 
quedan eliminados como terceros, los herederos del propietario 
original pues ellos son considerados continuadores de la persona de 
.su autor, y como tal se supone que ellos estuvieron representados en 
el contrato de locación de obra que dio lugar al edificio ahora 
afectado por un vicio. 

Quedando así descartados estos individuos de la categoría de 
terceros debemos precisar que hay dos tipos de terceros que pueden 
ser tomados en cuenta en esta responsabilidad, tenemos entonces 
aquellos terceros absolutos, son aquellos que no tienen ninguna 
relación jurídica con uno u otro de los contratan1es, tal es el caso por 

1. Boris Starck. Op. Cit. P. 663. 

2. Cass.Civ. l,28nov.1967: D.1968.163. 
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ejemplo de un peatón, éste obviamente dispondrá en todo momento 
de una acción delictual, otra cosa sería si la víctima está ligada con 
uno de los contratantes por un contrato, tal es el caso del locatario 
del dueño de la obra, en este caso él tendrá siempre una acción 
contractual contra su locador por el perjuicio sufrido y_en base a la 
garantía que éste le debe, pero también dispondrá de una acción 
delictual frente a los constructores. 

Pero en este caso no importa de cual de esos terceros se ' trate, lo 
que nos interesa analizar es la acción de que ellos disponen frente a 
los constructores. Se ha decidido en múltiples casos, que esta acción 
tiene una naturaleza delictual, es así corno una sentencia ha dicho: 

A TENDIDO que si en las relaciones de las partes entre ellas, las 
disposiciones del Art. 7 382 no pueden en principio ser invo­
cadas para la solución de la falta cometida en la ejecución de 
una obligación contractual, ellas recobran su imperio frente a 
los terceros, extraños al contrato "1 . 

Consideramos en este sentido que se retiene sobre todo la 
responsabilidad de los constructores frente a los terceros, pues ellos 
al cometer una falta en la ejecución de su trabajo, que de una forma 
u otra ha perjudicado a dichos terceros ha violado una obligación 
frente a ellos, se trata en la es_pecie de una obligación de no crear . 
riesgos innecesarios a los terceros edificando una obra que puede 
venirse abajo a consecuencia del vicio que la afecta2 . 

Es conveniente precisar que si los terceros van a actuar antes de 
que la obra sea recibida por su propietario ellos pueden dirigirse 
directamente contra los constructores en virtud de los Art. 1382 y 
siguientes del Código Civil o sea por un plazo de 6 meses a 1 año, 
según sea un cuasi delito o un delito, es que se considera que tanto el 
arquitecto como el contratista tienen la guarda de la obra, por tanto 
si ellos cometen una falta violan su obligación como guardianes, 
responde el arquitecto o el contratista de los a<;:cidentes sobrev~nidos 
en el curso de la obra, como sería el deterioro de un inmueble vecino 
o aún del accidente acaecido a un tercero a consecuencia de la caída 
de materiales de una obra en construcción. A este mismo respecto, 
cor:no hemos dicho, que el contratista y · el arquitecto en sus 
relaciones mutuas son terceros, podría el contratista ser responsable 

l. Cass. Civ. lre. Sect. Civ~, 9 oct. 1962: D. 1963.1. 

2. Phillippe Le Tourneau . Op. Cit. P. 99. 
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delictualmente de un accidente del cual ha sido víctima el arqui­
tecto 1 • 

Ahora bien, la situación difiere cuando se trata de un daño a un 
tercero ocurrido luego de la recepción definitiva de la obra por parte 
del propietario. Hay qui.enes dicen, que esta recepción al tener un 
carácter contractual entre constructores y prop'.ietario no habría 
posibilidad en ese sentido de que los terceros supieran en qué 
momento específicamente se ha producido la recepción, por tanto 
éstá no debería tener ningún efecto para ellos, y podrían accionar 
directamente a los constructores en cual.quier momento, esta es la 
solución adoptada por la jurisprudencia administrativa2 • Pero la 
posición adoptada por la doctrina y jurisprudencia judicial difiere. Es 
así entonces que se ha decidido que lúego de a recepción definitiva 
de los trabajos los- terc.eros actuarán contra el propietkrio del 
inmueble y éste podrá ejercer contra sus constructores una acción en 
garantía, si considera que el daño al tercero fue causa de un vicio en 
la construcción y no debido a una falta de mantenimiento de parte 
suya. 

Esta solución a primera vista no suscita ninguna dificultad, ya 
que como sabemos, los arquitectos y contratistas quedan obligados 
frente al dueño de la obra, por un lapso de tiempó (10 años), después 
de la recepción de las obras, por tanto no sería raro ' que viéndose 
accionado por los terceros durante este tiempo el dueño de la obra 
pueda actuar contra su arquitecto ·o contratista. Pero el problema se 
suscita cuando la acción de los terceros interviene luego de pasado 
dicho pazo. ¿Podrán aún volverse los dueños de obras contra sus 
constructores? La solución adoptada ha sido que sí puede.n, 
basándose para hacer esta aJjrmación, los diferentes autores, en que 
la acción en garantía que ejerce en estos casos el dueño de la obra, es 
absolutamente extraña a la responsabilidad decenal, ésta teniendo­
por fin la reparación del daño sufrido por el propietario mis,mo a 
consecuencia de un vicio en la construcción. Esta acción del 
propietario se basa en la falta delictual o cuasi-delictual que el 
contratista Q el arquitecto ha cometido frente al tercero y la cual el 
dueño de la obra no está obligado a reparar3. A este respecto 
también debemos hacer una distinción entre República Dominicana y 

1\ Cass. Civ. 1·, 7 févr. 1962: D. 1·962.433. 

2. Colette Cantelaube. Op. Cit. P.223-224. 

3. Cass. Civ. 1, 4 avr. 1962: ).C.P. 1962.IV.73. 
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Francia. En ambos países está claramente decidido que luego de 10 
años de la recepción de las obras los constructores quedan liberados 
de· toda responsabilidad frente al dueño de la obra. Pero he aquí que 
surge el problema de que el daño no ha sido causado al dueño de la 
obra sino a un tercero que no está ligado al constructor por ningún 
vínculo contractual y por tanto no está llamada a respetar los plazos 

· de los Arts. 1792 y 2270. 

Como acabamos de ver se admite que el tercero accione contra 
el dueño de la obra aún transcurridos los 1 O años y que éste a su vez 
actúe contra los constructores. Ahora bien, en Francia el plazo para 
el propietario poder actuar recursoriamente contra los constructores 
cuando ha sido a su vez accionado por un tercero víctima, es de 30 
años. En cambio, en la República Dominicana este plazo es 
brevísimo, será sólo de seis meses o de un año según se trate de un 
cuasi:,_delito o de un delito por parte del constructor. Ahora bien, 
este plazo de seis meses o un año, no . comienza a correr, 
inmediatamente, una vez que ha expirado el plazo de 1 O años de los 
Arts. 1792 y 2270, sino que se inicia desde el momento -que se 
produce el daño al tercero, y es que hay que tratar de proteger a este 
tercero que ha sido víctima de un daño a consecuencia de un vicio en 
una obra con la cual, la mayoría de las veces, él no tiene nada que 
ver. · 

Es bueno precisar, por otra parte, que esta acción recursoria de 
que dispone el dueño de la obra contra sus constructores sólo es 
posible cuando real y efectivamente el daño sufrido por el tercero sea 
la consecuencia de un vicio en la construcción. Cuando dicho daño 
sea a causa de una falta de mantenimiento de parte del mismo 
propietario, él debe responder en virtud del Art. 1386 del Código 
Civil, y no dispone por ende de ninguna acción contra su arquitecto o 
su contratista. 

Visto lo anteri6r es conveniente analizar en un sentido, digamos 
general, el problema que se presenta respecto del principio del no 
cúmulo de la responsabilidad contraytual y delictual y sus c9nsecuen­
cias, puesto que como se apreoia los constructores pueden ver 
comprometida su responsabilidad en ,un sentido ó en otro '. 

C. PRINCIPIO DEL NO CUMULO DE LA RESPONSABILIDAD 
CONTRACTUAL Y DELICTUAL 

Sabemos que la gran división de la responsabilidad es, por un 
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lado responsabilidad delictual y de otro responsabilidad contractual. 
Ambas tienen ·sus respectivos campos de aplicación, pero aún así hay 
casos en que la I ínea divisoria entre ambas no es tan nítida como se 
podría pensar. Es así entonces que nos surge la inqui.etud de si la 
víctima de una inejecución contractual podría - prevalerse de los 
principios de la responsabilidad delictual si sus elementos se 
encuentran reunidos. La víctima con frecuencia tendrá interés en 
colocarse ya sea sobre el terreno delictual para evitar, por ejemplo, 
las restricciones de una cláusula limitativa de responsabilidad o bien 
sobre el terreno contractual por ejemplo para que frente a una 
obligación de resultado no tener que aportar la prueba de la falta. Es 
en el terreno de la responsabilidad delictual donde con más 
frecuencia querría situarse la víctima, ya que esta responsabilidad es 
much_o más beneficiosa para ella, pues en la mayoría de los casos la 
reparación del daño es integral, en cambio en la contractual se limita 
al daño previsible. 

En realidad el problema que se presente no es de cúmulo, la 
víctima no puede obtener dos indemnizaciones accionando por dos 
vías diferentes al mismo tiempo, tampoco puede tomar a su gusto 
los elementos de una y 9tra responsabilidad que le convengan. El 
problema planteado es si podría la víctima elegir entre la acción 
contr¡ictual o la acción delictual según la que más favorezca a su 
situación particular. Se trata entonces de un problema de opción 1 • 

Esta opción tanto la doctrina como la jurisprudencia han 
decidido que no es posible. La razón básica por la cual se inclinan a 
rechazar esta posibilidad es sobre todo que siendo generalmente la 
responsabilidad contractual menos favorable a la víctima que la 
delictual, si pudiera ella elegir a su gusto entre una y otra, el principio 
de que el contrato es la ley entre las partes no tendría razón de ser, 
ya que una de las partes podría fácilmente ignorar lo pactado y 
actuar contra su cocontratante invocando la responsabilidad delictual. 
El cúmulo ha sido así rechazado en muchas ocasiones por diversas 
decisiones _de jurisprudencia, no obstante este principio no es de 
orden público, por fo que podría pensarse que se puede descartar en 
ciertos casos. 

Es así entonces, qu,e se ha pensado que en caso de dolo en una 
inejecución contractual, las ventajas que pueda tener el deudor en 
virtud del contrato desaparecen; se presenta este caso, sobre todo, 
muy claro en caso de responsabilidad de los arqu jtecto~ y contra-

1. · _ Alex Weill. óp. Cit. P. 829 . . 
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tistas; se ha decidido en ese sentido qu e si existe un dolo de parte del 
arquitecto o del contratista la acción contra ellos queda abierta 
durante un plazo de 2 años a partir de que se descubre el dolo, 
desaparece -entonces la limitación prevista en los Arts. 1792 y 22701 . 
Ahora ·bien, la base que se da a esta posibilidad de acción, en caso de 
dolo, por un tiempo más largo que el especialmente previsto para esas 
situaciones, es según la mayoría que el arquitecto o el contratista al 
cometer un dolb han por sí mismos abandonado el área contractual, 
ellos han incumplido de manera intencional su obligación, por tanto 
existe un delito y deben ser regidos por el derecho común o sea la 
responsabilidad delictual 2 •. Este fundamento aunque es el que 
generalmente se adopta para justificar esta posibilidad de acción más 
allá de lo previsto específicamente en ciertos artículos, como en el 
caso de los Arts. 1792 y 22}0, a nosotros no nos parece la más 
acertada. Como ya vimos anteriormente nos parece que la razón por 
la cual , en caso de maniobras dolosas o fraudulentas por parte de los 
constructores, la oportunidad para el propietario de actuar es más 
amplia es ante tocio por aplicación de la máxima jurídica "El fraude 
lo corrompe todo". Es así entonces que vemos esta extensión del 
plazo de acción como una sanción a las man iobras dolosas de los 
constructores, no porque necesariamente en ' estos casos recobren su 
imperio los artículos 1382 y siguientes. 

Este mismo problema de la injerencia de una responsabilidad en 
la otra se presenta en el caso de los constructores, cuando un daño ha 
sido ocasionado a un tercero luego de haber transcurrido el plazo de 
los Arts. 1792 y 2270. Y es que como ya vim ps se ha admitido que 
cuando en estos casos e! propietario sea accionado por el tercero aún 
hayan expirado los plazos de su acción personal, él podrá actuar 
contra el constructor por medio de una acción en garantía que tiene 
su base er¡ los artículos 1382 y siguientes del Código Civil, y es qu e se 
dice que la acción en garantía no tiene por objeto reparar una falta 
contractual, sino sólo precisar la responsabilidad de un cuasi-delito 
que perjudica a un tercero , por lo cual los constructores, no pueden 
en este 1caso oponer al propietario la extinción del plazo de los 
Arts. 1792 y 2270. 

En estos casos aunque si hay una muestra de que una 
responsabilidad se mezcla con la otra, en ningún momento vemos que 

\ 

1. Caen, lre. avr. 1848: D.1850.2.17 6; Civ. 30 oc t. 1947 : D.1948, Somm. 15 ; citado por 
Phillippe Le Tourriea'J. Op . Cit. P. 98. 

2. Cass . Civ. 111 , 18 déc. 19 72: D.197 3.2.2 72 . 

104 



haya en realidad una derogación al principio del no cúm,ulo, sobre 
todo sabiendo que se trata de opción, y en los casos vistos no 
creemos que tenga la víctima una posibilidad de elegir, lo que sí es 
ciert,o es que tratándose de una acción que es generalmente ejercida 
por el dueño de la obra quien está ligado a los demandados, sus 
constructores, por 1.1n contrato, se les presenta ·en ciertos casos la 
necesidad de accionar .por la vía delictual para obtener reparación de 
un perjuicio ya sea personal o de un tercero. 

CONCLUSIONES 

La construcción como hemos estad~ diciendo a lo largo de todo 
nuestro trabajo presenta muchos riesgos, para el propietario de la 
obra, para los terceros y también conlleva un alto grado de 
responsabilidad por parte de los constructores. 

Los trabajos de construcción en sí mismos han variado mucho a 
través de los años, así- también han ido tomándose cada día más 
específicas las labores que se desempeñan en esa área, ya hoy día no 
se tiene ninguna duda sobre la función que corresponde a un 
arquitecto y la que toca al contratista. El arquitecto se encargará de 
elaborar los planos y presupuestos para la o.bra a ejecutar así como, 
algunas veces, vigilará la ejecución de los - trabajos, esta ejecución 
queda a cargo del contratista, que en nuestro país generalmente se 
tratará de un ingeniero y antiguamente y aún hoy en día, ciertas 
personas encargan esta función a un maestro constructor, que es una 
persona con conocimientos empíricos sobre construcción pero que 
no tiene estudios especializados sobre la materia. 

, En consecuencia, como cada uno de ellos realiza una labor 
distinta, su responsabilidad también se verá comprometida por 
diferentes motivos, generalmente el arquitecto será responsable, de 
todo vicio de la obra que sea consecuencia de una falta cometida por 
él en la elaboración de los planos o también de una falta de vigilancia 
de su parte, si estaba encargado de supervisar los trabajos. Por su 
parte, la responsabilidad del contratista se verá compr<-,?metida en un 
área más técnica, será responsable de cualquier vicio qµe provenga de 
la mala ejecución de los trabajos o de la mala elección de los 
materiales de construcción. 

. Claro está que, muc,has veces, ellos verán que su respon­
sabilidad queda compartida, es cuando el vicio es a consecuencia de 
una falta común, o de faltas cometidas por ambos. Y aún hay casos 
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en que esta responsabilidad de los constructores se verá mitigada por 
una falta cometida por el propietario de la obra. 

> 

Pero así como h·emos visto que la construcción ha evolucionado 
también afirmamos que lo ha hecho la responsabilidad. _ 

· En la República Dominicana el régimen de responsab'ilidad que 
rige específicamente a los arquitectos y contratistas es el establecido 
en 'los Arts. 1792 y 2270 del Código Civil y a diferencia de Francia 
establecen dos plazos diferentes lo cual los hace en apariencia 
contradictorios y sin embargo estos artículos prevén dos situaciones 
distintas en las cuales arquitecto y contratista pueden ver compro­
metida su responsabilidad. En el Art. 1792 se trata de una presunción 
de responsabilidad puesta a cargo de estos individuos cuando ellos 
actúan dentro del marco de un contrato de construcción a precio 
alzado, ésta es la nota característica de este artículo, pues por 
encontrarse los constructores con tanta libertad _es que se instaura 
como-contrapartida esa presunción de responsabilidad. · 

El Art. 2270, por su parte, es más elástico y más amplio, no 
tenemos que limitarnos en su aplicación. Por lo tanto podemos 
concluir que su campo d~ acción es mucho más extenso. · · . . 

Otra diferencia en cuanto al régimen de responsabilidad de estos 
artículos está en que en los casos de presunción de responsabilidad 
del Art. 1792 el plazo es de 1 O años ,y es inalterable y en el caso del 
Art. 2270 el plazo es de 5 años también inalterable, o· sea no sufre 
interrupción ni suspensión: · · 

Así los constructores ven comprometida su responsabilidad sea 
durante 1 O q durante 5 años, lo que sí nos parece es que no hubo una 
razón suficientemente justificable que llevara a nuestro legislador a 
modificar el Art. 2270 y establecer el plazo que él prevé en sólo 5 
años, cuando antes era de lO años. 

Decimos esto, pues como acabamos de ver, el Art. 2270 tiene 
un campo de aplicación mucho mucho más amplio que el artículo 
1792 y por tanto los constructores verán con mayor frecuencia su 
responsabilidad comprometida -sólo por un plazo de 5 años, lo cual 
no nos parece lo más justo, puesto que siendo un plazo de prueba 
para la solidez de la obra constrJ,Jida, cinco.años podría resultar muy 
corto para precisar si la obra fue o no bien edificada, dentro de un 
plazo de 1 O años, es posible aún <;!~terminar sin di,ficultad que .un . 
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vicio que afecta una obra es ocasionado por una falta que cometió el 
arquitecto o el contratista. 

Además debemos tener presente una realidad práctica que es de 
los contratos a precio alzado van cada vez más perdiendo popularidad 
entre el público, debido precisamente a la libertad con la que se les 
permite actuar a los constructores en este tipo de contratos. Por lo 
tanto, el Art. 1792 va siendo cada dfa menos aplicado. 

Consideramos entonces que bien podría modificarse el 
Art. 2270 para que estableciera un plazo de 10 .años, como lo hacía 
con anterioridad a su modificación. O bien, modificar el Art. 1792 y 
suprimir la mención de que debe tratarse de un contra~o a precio 
alzado, ya que como vimos éste casi está en desuso. Esta 
modificación no sería extraordinaria pues como vimos en Francia ya 
se ha hecho así y con ello se ha puesto la legislación a la par con la 
vida práctica. 

Por otra parte, y siempre buscando proteger a las posibles 
víctimas, debiera establecerse protección para los vicios en obras 
menores que se manifiestan luego de la recepción de la obra, 
podríamos con ello seguir una vez más · el ejemplo de Francia al 
respecto. Es que muchas veces los vicios presentan también peligro-
sidad no obstante presentarse en obras menores. · 

Es, una vez más, por la gran peligrosidad que presentan estos 
trabajos y además por lo frecuente que son en nuestra vida diaria que 
creemos que esta área debe ser muy clara en sus especificaciones 
jurídicas, en su reglamentación técn i.ca para así poder mejor proteger 
al público. 

Esperamos que el presente trabajo haya contribuido al estúdio 
de la responsabilidad de los constructores y sobre todo a establecer 

· ciertas precisiones al respecto en la República Dominicana. Espe-' 
ramos que otros estudiosos continúen la labor que hemos iniciado, 
pues como hemos dejado e.ntrever a lo largo de este trabajo, esta 
materia se presta para innumerables investigaciones. 

/ 
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